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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Rodrigo Valdés Pulido; Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, y Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez Ojeda.         
Asimismo, se encontraban presentes asesores de la Ministra Secretaria General de Gobierno y diversos asesores parlamentarios. 
Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:13, en presencia de 12 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Las actas de las sesiones 20ª y 21ª, ordinarias, en 6 y 7 de junio de 2017, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha aprobado, en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, el proyecto de ley que declara el 8 de junio de cada año como el “Día Mundial de los Océanos” (boletín Nº 10.313-12).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Con el segundo señala que ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto que modifica el decreto ley Nº 3.500, de 1980, que Establece Nuevo Sistema de Pensiones, con el objeto de eliminar el beneficio de que gozan las AFP en materia de intereses de las cotizaciones previsionales adeudadas (boletín Nº 10.708-13) (Véanse en los Anexos, documentos 1 y 2).



--Queda para tabla. 



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Expide copia de la sentencia definitiva pronunciada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del artículo 2331 del Código Civil.



Remite copia de la resolución rectificatoria pronunciada en el proceso de control de constitucionalidad del proyecto que modifica el Código Penal; el decreto ley Nº 645, de 1925, sobre el Registro General de Condenas, y la ley Nº 20.066, de Violencia Intrafamiliar, destinado a aumentar la penalidad y demás sanciones aplicables para delitos cometidos en contra de menores y otras personas en estado vulnerable (boletines Nos 9.279-07, 9.435-18, 9.849-07, 9.877-07, 9.904-07 y 9.908-07, refundidos).



--Se manda archivar los documentos.



Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:



-Artículo 1º, inciso segundo, de la ley Nº 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Inciso antepenúltimo del artículo 768 del Código de Procedimiento Civil.



-Inciso segundo del artículo 492 del Código del Trabajo.



-Artículo 75, letra c), de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.



-Artículo 196 ter, inciso primero, segunda parte, de la ley Nº 18.290, de Tránsito.



-Artículo 1º, inciso segundo, de la ley Nº 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y el inciso segundo del artículo 17 B de la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas.



-Decreto ley Nº 776, de 1925, sobre Garantía Prendaria.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Remite respuesta a solicitud de información, expedida en nombre del Senador señor Girardi, acerca de la ejecución de la política habitacional de la Municipalidad de Macul en el período indicado y fecha del último proyecto comunitario de vivienda social en dicho lugar.



Del señor Ministro del Medio Ambiente:



Informa acerca de los fondos destinados a mantener y mejorar la protección, cuidado y difusión de las áreas silvestres existentes, materia que fue considerada en la sesión de la Comisión Especial de Zonas Extremas de 10 de abril pasado, consulta formulada en nombre del Senador señor Horvath. 



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones:



Adjunta antecedentes, solicitados en nombre del Senador señor Navarro, relativos al plan de uso que Televisión Nacional de Chile hará del espectro de su frecuencia asignada para transmitir en formato digital.



Del señor Superintendente de Salud:



Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor Bianchi, sobre las razones por las cuales a la persona individualizada, pensionada por invalidez, se le aplica un descuento por cotización de salud.



Del señor Alcalde de Linares:



Da respuesta a petición, expresada en nombre del Senador señor Girardi, sobre el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el decreto que aprueba la ordenanza municipal sobre tenencia responsable y protección animal de mascotas.



Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos:



Contesta petición de antecedentes, manifestada en nombre del Senador señor Navarro, en relación con la fiscalización de la comercialización de pescados y mariscos a nivel nacional.



De la señora Directora Nacional del Fondo Nacional de Salud:



Informa preocupación, manifestada en nombre del Senador señor Prokurica, con adhesión del Senador señor Chahuán, sobre la situación de salud que afecta a la persona individualizada, en cuanto a cobertura GES.



Del señor Secretario Ejecutivo del Consejo Regional Metropolitano de Santiago:



Comunica que ese órgano ha elegido Presidente al señor Manuel Hernández Vidal.



Del señor Administrador Municipal de Las Condes (s):



Envía respuesta a petición de información, enviada en nombre de la Senadora señora Von Baer, referente a solicitud realizada por el Cuerpo de Bomberos de Río Bueno a fin de obtener la donación de un equipo hidráulico para la Unidad de Rescate Vehicular.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que proporciona reparación y asistencia en rehabilitación a las víctimas de explosión de minas u otros artefactos explosivos militares abandonados o sin estallar (boletín Nº 9.109-02) (Véase en el Anexo, documento 3).



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia de discriminación e igualdad de remuneraciones de hombres y mujeres (boletín Nº 9.322-13) (Véase en el Anexo, documento 4).



--Quedan para tabla. 

Mociones



De los Senadores señora Pérez San Martín y señor Tuma, con la que dan inicio a un proyecto de ley para promover la alimentación saludable y considerar las necesidades alimentarias especiales en los establecimientos educacionales (boletín Nº 11.263-11) (Véase en el Anexo, documento 5).



--Pasa a la Comisión de Salud.



Del Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley que faculta a las asociaciones de consumidores para querellarse por delitos contra la libre competencia (boletín Nº 11.268-03) (Véase en el Anexo, documento 6).



--Pasa a la Comisión de Economía.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señoras Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Montes, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quintana y Tuma, por medio del cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, ordene dejar sin efecto la circular Nº 6, de 6 de abril de 2017, del Ministerio de Hacienda, en lo relativo al traspaso de funcionarios de honorarios a contrata (boletín Nº S 1.935-12) (Véase en el Anexo, documento 7).



De los Senadores señor Chahuán, señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Coloma, Girardi, Harboe, Horvath, Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pizarro, Quintana, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar, por medio del cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, envíe un proyecto que modifique la Ley General de Pesca y Acuicultura con el objeto de resolver la situación de los tripulantes de la flota industrial pesquera que fueron desvinculados de su fuente laboral, en virtud de la ley Nº 19.713 (boletín Nº S 1.936-12) (Véase en el Anexo, documento 8).



De los Senadores señor Walker (don Patricio), señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Horvath, Matta, Montes, Moreira, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar, por medio del cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, considere el envío de un proyecto de ley con el objeto de crear las comunas de Queulat Palena, Islas Huichas, Mañihuales y Chelenko en la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo (boletín Nº S 1.937-12) (Véase en el Anexo, documento 9).



--Quedan para ser votados en su oportunidad.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Senador señor Moreira, que pretende sustituir el numeral 2 del artículo 17 del Código de Minería, a efectos de reemplazar a la autoridad que debe dar la autorización para realizar labores mineras en áreas naturales protegidas.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto, número 2º, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha aprobado el proyecto de ley que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales (boletín Nº 11.200-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en el Anexo, documento 10).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso. 

)----------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Quiero saludar a una delegación del Colegio Teresa de Los Andes, de Algarrobo, que ha sido invitada al Senado por la Honorable señora Lily Pérez.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:


1.- Abrir nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto que modifica la ley Nº 19.496, que dispone Normas sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, con el fin de establecer garantía para los bienes durables (boletín Nº 10.452-03), hasta las 12 del lunes 3 de julio próximo, en la Secretaría de la Comisión de Economía.



2.- Nombrar a los integrantes de la Comisión Mixta encargada de resolver las discrepancias surgidas durante la tramitación del proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país, (boletín Nº 7.963-06), de conformidad con el artículo 47 del Reglamento del Senado: con voto acumulativo emitido de viva voz.



Nada más, señor Presidente.

La señora ALLENDE.- ¡Perdón! 



¿Puede repetir el señor Secretario el segundo acuerdo, por favor?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Secretario, reitere la información.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El segundo acuerdo es nombrar a los integrantes de la Comisión Mixta encargada de resolver las discrepancias surgidas durante la tramitación del proyecto relativo al fortalecimiento de la regionalización del país, de conformidad con el artículo 47 del Reglamento: con voto acumulativo emitido de viva voz, procedimiento que se explicará a continuación.

ELECCIÓN DE MIEMBROS DE COMISIÓN MIXTA PARA PROYECTO SOBRE FORTALECIMIENTO DE REGIONALIZACIÓN

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Les recuerdo que la iniciativa indicada -conocida también como “transferencia de competencias”- fue analizada por dos Comisiones permanentes: la de Gobierno y la de Constitución. El referido artículo 47 establece, en esos casos, el procedimiento para nombrar la representación del Senado en una Comisión Mixta.



La Presidencia puede proponer una fórmula de integración. Yo consulté a los Comités y no hubo acuerdo al respecto. De seguro, si yo hago un planteamiento a la Sala, algún Senador se opondrá.



A fin de evitar esa situación, sencillamente vamos a aplicar la norma reglamentaria que permite a los señores Senadores elegir mediante una votación abierta. Cada Senador dispone de cinco votos acumulativos, los que podrá destinar a una sola persona o distribuirlos entre varios postulantes.



A tal efecto y de acuerdo con lo que resolvimos en reunión de Comités, el Secretario hará un llamado de viva voz a cada Senador, por orden alfabético, y este emitirá su pronunciamiento. El acto debe ser público, de acuerdo con las normas constitucionales. Ya no hay votación secreta, como antiguamente. Ahora es abierta.



Reitero: cada Senador tiene derecho a cinco votos y puede asignarlos a un solo candidato o distribuirlos entre varios.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, solamente quiero que quede constancia en la Sala de lo que planteé en la reunión de Comités, dado que no todos participan en dicha instancia.



El Comité Independientes y Partido Amplitud cuenta solamente con cinco miembros y el procedimiento que se va a aplicar establece cinco votos por cada integrante; por tanto, alcanzamos un número máximo de veinticinco votos.



Obviamente, ello nos deja en una situación de desventaja respecto del resto de las bancadas, lo cual va a impedir que un miembro de nuestro Comité sea parte de la Comisión Mixta que se constituirá con el fin de analizar una materia tan importante para nosotros como es la regionalización. 



Tal como lo señalé en la reunión de Comités, señor Presidente, un integrante de nuestra bancada, el Senador Bianchi, compone la Comisión de Gobierno, por lo cual considerábamos lógico que formara parte de la referida Comisión Mixta.



Nos importa mucho que esta observación quede reflejada, aunque sea de manera testimonial, en el acta del Senado.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, quiero sumarme a lo que acaba de expresar la Senadora Lily Pérez. 



Yo sé que a algunos miembros de esta Corporación esto les causa un dejo de satisfacción.



A través de una medida que se buscó con muchísima sutileza, se logra dejar fuera a quienes hemos estado por más de diez años en la Comisión de Gobierno. 



¡Me están sacando de la Comisión de Gobierno! 



¡Así de simple! 



Ello, porque nosotros hemos insistido permanentemente en impulsar una verdadera descentralización para el país, un verdadero fortalecimiento de las estructuras regionales.



Todos saben que la bancada de los independientes suma cinco integrantes. Yo le manifesté, señor Presidente, que habíamos logrado el apoyo de otro colega, pero ahora me señalan que a lo mejor está pareado. Si no fuera así, contaríamos con los votos de seis Senadores, lo suficiente para haber competido en igualdad de condiciones con el resto de los Comités.



Uno observa algunas risas; observa satisfacción, beneplácito.



Tengo que decirle al país que lo que ha hecho esta estructura -yo siempre la he respetado y me he sumado a los acuerdos políticos- es sacarme de la Comisión de Gobierno. 



¡Así de claro y así de simple! 



¡Y se busca una figura distinta!



Históricamente siempre se procedió de otra forma: cuando había que formar una Comisión Mixta, la integraban los miembros de las Comisiones de Gobierno de la Cámara de Diputados y del Senado. ¡Era así de fácil!



Yo entiendo que exista un interés especial en este ámbito. De hecho, la Cámara Baja hoy día votó en contra de este proyecto. Pero no quiero referirme en detalle a esa situación. 



Sin embargo, queda en extremo demostrado que se le está colocando una lápida a la opción de que este país pueda tener descentralización, materia que hemos venido discutiendo por más de seis años.



Algunos argumentos han querido hacer ver que ese asunto es liviano, que no es profundo, que no es serio. 



¡Lo serio no es lo que se está haciendo en este Senado, donde, usando la prepotencia, la fuerza de la suma de los bloques políticos, se elimina de cuajo la participación del sector independiente en la Comisión Mixta porque no tenemos la estructura con que cuenta el resto de los poderes políticos!



¡Una pena, pero no por nosotros!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Quiero señalarles a los señores Senadores que lo único que yo puedo hacer es aplicar el Reglamento. 



Efectivamente, cuando un proyecto de ley es analizado por dos Comisiones permanentes, como sucedió en este caso -personalmente yo no era partidario de que la iniciativa pasara a un segundo órgano técnico, pero así lo resolvió la Sala-, no queda otra cosa que aplicar el artículo 47.



Esta norma dice que, en tal situación, la Comisión Mixta que se forme para dirimir las diferencias entre ambas ramas del Congreso se conformará según el mecanismo señalado: primero, por una fórmula aprobada por la unanimidad de los Comités; segundo, por una propuesta del Presidente del Senado a la Sala, para la cual no debe haber oposición, y, por último -es el caso-, mediante una elección por voto acumulativo.



Puede que lo planteado, tanto por la Senadora Lily Pérez como por el Senador Bianchi, sea el resultado definitivo que se dé. 



En todo caso, quiero hacerle presente a Su Señoría que en el funcionamiento de la Comisión Mixta pueden participar todos los señores Senadores, sin exclusión. Por supuesto, el derecho a voto les corresponde nada más que a los integrantes con representación oficial en dicha instancia, pero, para el análisis y despacho de un proyecto de tanta trascendencia como el relativo a la regionalización, se requiere el concurso y los planteamientos de todos y cada uno de los señores Senadores.



Ahora, debo reconocer que, efectivamente, el Honorable señor Bianchi participó en la Comisión de Gobierno -al igual que yo, que también soy miembro del mismo órgano- y tuvo conocimiento de todo el contenido de la iniciativa, que fue despachado de allí de la manera como fue conocida por la Sala.



Sin embargo, no me queda otra cosa que cumplir con el Reglamento, así que vamos a proceder a efectuar la votación.



El señor Secretario irá mencionando uno a uno a las y los señores Senadores, quienes deberán emitir sus votos de viva voz.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Por el Senador Espina, los cinco votos.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Por el Senador Quinteros, todos mis votos.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Araya.

El señor ARAYA.- Cinco votos para el Senador Zaldívar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Los cinco votos para mí.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Los cinco votos para el Senador Espina.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Por el Senador Espina, los cinco votos.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Cinco votos a favor del Senador Quinteros.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Los cinco votos para mí.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor García.

El señor GARCÍA.- También, cinco votos para el Senador Espina.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Los cinco votos para la Senadora Von Baer.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Cinco votos para el Senador Harboe.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Cinco votos por el Senador Zaldívar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Dos votos para el Senador Bianchi y tres para el Senador Quinteros.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Los cinco votos para mí.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Por el Senador Bianchi, los cinco votos.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Los cinco votos para el Senador Harboe.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Cinco votos por la Senadora Von Baer.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Mis cinco votos para el Senador Quinteros.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Matta.

El señor MATTA.- Los cinco votos para el Senador Zaldívar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Mis cinco votos para el Senador Quinteros.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Los cinco votos para la Senadora Von Baer. 
El señor LABBÉ (Secretario General).- Senadora señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Cinco votos por el Senador Harboe.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Mis cinco votos para el Senador Bianchi.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Ossandón.



No está en la Sala.



Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Mis cinco votos para el Senador Bianchi.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Cinco votos para la Senadora Von Baer.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, antes de emitir mi pronunciamiento, me gustaría dejar en claro algunas cosas, porque acá se han hecho afirmaciones que pueden confundir a quienes están viendo esta sesión. 



Deseo aclararle lo siguiente al Senador Bianchi. 



La gente debe saber que cada parlamentario tiene cierta representación, y que esa representación está dada por la elección popular, sin importar si es independiente o de un partido o de otro. De manera que acá no hay abuso de nada. Lo que se busca es una justa representación de las bancadas en una Comisión Mixta donde, lamentablemente, no caben todos los Senadores.



Esta es una situación que se da producto de que no hubo acuerdo entre los distintos Comités. Eso es así. Y los Comités de partidos, que hoy están votando por sus respectivos miembros, representan más electores que los Senadores independientes. Lo digo respetando, por supuesto, a estos últimos, que tienen su propio Comité. 



Tal es la representación que existe en todos los ámbitos de la Cámara Alta.



Doy esta explicación para que nadie se sienta ofendido o pasado a llevar, porque no ha sido ese el espíritu.



En definitiva, entrego mis cinco votos al Senador Zaldívar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Cinco votos para el Senador Espina.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, tal como expresó el Senador Pizarro, aquí no hay una Comisión que sirva de base para la conformación de la Comisión Mixta. Y por eso estamos haciendo uso del Reglamento, específicamente de su artículo 47.



Atendido lo anterior, le otorgo mis cinco votos al Senador Harboe.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, antes que nada, deseo manifestar mi agradecimiento a los colegas de mi bancada y al Senador Guillier por su votación.



En mi caso, también pido sumar los cinco votos a mi nombre.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Igual: cinco votos para el Senador Quinteros.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, entrego mis cinco votos al Senador Harboe, haciendo uso del legítimo derecho que cada Senador tiene para expresar sus preferencias. 



Así es la democracia y así lo establece el Reglamento.



Cuando dos Comisiones han participado en un proyecto y corresponde constituir una Comisión Mixta para cuya conformación no ha habido acuerdo entre los Comités, a pesar de la propuesta planteada por el Presidente de la Corporación, la Sala debe votar y resolver el punto democráticamente. Y en esa votación cada Senador pesa los votos que le corresponden.



Por lo tanto, este ejercicio democrático lo estamos haciendo para los efectos de formar una Comisión Mixta representativa y democrática del Senado. 



Le doy mis cinco votos al Honorable señor Harboe.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señora Senadora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Cinco votos para la Senadora Von Baer.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Los cinco votos a mi nombre.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).-  Cinco votos por el Senador Zaldívar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- También, cinco votos para el Senador Zaldívar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Cinco votos por el Senador Zaldívar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador aún no ha votado? 

El señor BIANCHI.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se la daré cuando termine la votación, señor Senador.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Repito: ¿alguna señora Senadora o algún señor Senador aún no ha votado?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.

El señor BIANCHI.- Es para un asunto de reglamento, señor Presidente, antes del conteo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Entiendo que hay un pareo entre el Senador Ossandón y otro colega, que no sé si es el Senador Tuma. 



Desconozco si ese pareo rige para esta votación. Y sería bueno saber cómo está redactado, para tener claro si corresponde que un Senador vote estando pareado.

El señor TUMA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor TUMA.- Mi pareo con el Senador Ossandón es solo para los efectos del proyecto sobre identidad de género.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Muy bien.



Queda aclarada, entonces, la duda sobre el pareo, señor Senador.



A continuación, le voy a dar la palabra al señor Secretario para que dé el resultado de la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El resultado es el siguiente: por el Senador señor Zaldívar, 35 votos; por el Senador señor Quinteros, 33 votos; por el Senador señor Espina, 30 votos; por el Senador señor Harboe, 30 votos; por la Senadora señora Von Baer, 30 votos, y por el Senador señor Bianchi, 22 votos. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por lo tanto, integrarán la referida Comisión Mixta los señores Senadores que obtuvieron las cinco primeras mayorías en la votación de que se acaba de dar cuenta. 



Despachado el asunto sometido a pronunciamiento de la Sala. 

V. ORDEN DEL DÍA

RECONOCIMIENTO Y PROTECCIÓN DE DERECHO DE IDENTIDAD DE GÉNERO

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde continuar la discusión particular del proyecto de ley, iniciado en moción de las Senadoras señoras Lily Pérez y Rincón y de los Senadores señores Escalona, Lagos y Letelier, en primer trámite constitucional, que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género, con segundo informe, segundo informe complementario y nuevo informe complementario del segundo informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8.924-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señoras Lily Pérez y Rincón y señores Lagos, Letelier y Escalona):



En primer trámite, sesión 20ª, en 7 de mayo de 2013.



Informes de Comisión:



Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía: sesión 49ª, en 27 de agosto de 2013.



Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía (segundo): sesión 58ª, en 26 de octubre de 2016.



Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía (segundo informe complementario): sesión 58ª, en 26 de octubre de 2016.



Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía (nuevo informe complementario del segundo informe): sesión 17ª, en 30 de mayo de 2017.



Discusión:



Sesiones 87ª, en 21 de enero de 2014 (se aprueba en general); 19ª, en 31 de mayo de 2017 (queda pendiente la discusión en particular); 20ª, en 6 de junio de 2017 (queda pendiente la discusión en particular); 21ª, en 7 de junio de 2017 (queda pendiente la discusión en particular). 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Habría que ocuparse de la indicación N° 53, renovada -figura en la página 13 del boletín comparado-, que propone agregar un artículo del siguiente tenor: 



“ARTÍCULO 4° BIS. REQUISITOS PARA ACCEDER AL CAMBIO DE SEXO REGISTRAL. La rectificación registral de la mención del sexo se realizará una vez que la persona solicitante mayor de edad acredite: 



“a) Que le ha sido diagnosticada disforia de género.



“La acreditación del cumplimiento de este requisito se realizará mediante informe de médico o psicólogo clínico, el cual deberá hacer referencia:



“1. A la existencia de disonancia entre el sexo morfológico o género fisiológico inicialmente inscrito y la identidad de género sentida por el solicitante o sexo psicosocial, así como la estabilidad y persistencia de esta disonancia.



“2. A la ausencia de trastornos de personalidad que pudieran influir, de forma determinante, en la existencia de la disonancia reseñada en el punto anterior.”. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se ha retirado la indicación.



--Queda retirada la indicación.
)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Aprovecho para saludar a una delegación del Colegio Santa Teresa de Los Andes, de Algarrobo, que se encuentra presente en las tribunas, la cual fue invitada por la Senadora señora Lily Pérez. 



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti, para una cuestión de Reglamento.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, ¿se podrá autorizar el ingreso de algunos asesores para la discusión de este proyecto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Voy a preguntar, Su Señoría. 



Efectivamente, en las dos sesiones anteriores la Sala permitió el ingreso de asesores tanto del Gobierno como de los parlamentarios, que se registraron. 



¿Habría acuerdo para autorizar su ingreso? 



Acordado.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, en la página 14 del comparado, la Comisión de Derechos Humanos propone suprimir el ARTÍCULO 6°, por unanimidad.



Pero como se ha pedido votación separada de cada artículo, habría que pronunciarse respecto de esa disposición. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acoger la supresión de la referida norma, acordada por unanimidad en la Comisión de Derechos Humanos?

El señor WALKER (don Ignacio).- Sí.



--Se aprueba por unanimidad la supresión del ARTÍCULO 6°, propuesta por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.
El señor LABBÉ (Secretario General).- En la página 20 del comparado figura la intercalación del “Título III Del procedimiento excepcional”, nuevo, que incorpora los ARTÍCULOS 6° y 7°, nuevos. 



Respecto del artículo 6°, se formularon dos indicaciones. 

El señor LARRAÍN.- ¿Y qué pasa con la norma de la página 16 del comparado?

El señor LABBÉ (Secretario General).- La primera indicación…

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, pido la palabra. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Un minuto, señor Senador. 

El señor ALLAMAND.- Es que faltó pronunciarse sobre el ARTÍCULO 5°, en la página 16.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Estoy viendo con la Secretaría la situación relativa a dicha disposición, que no se ha resuelto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El ARTÍCULO 5°, nuevo, que figura en la página 16 del comparado, viene propuesto por la Comisión de Derechos Humanos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión. 



Tiene la palabra el Senador señor Allamand. 

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, en realidad se trata de una consulta a la Secretaría o a la Mesa, porque lo que hace la mencionada norma es reiterar el procedimiento para la solicitud de rectificación de la partida de nacimiento. 



No hay dificultad en los dos primeros incisos, pues prácticamente son iguales a lo que ya discutimos y votamos, pero el inciso tercero habría que votarlo separadamente o considerar suprimida en él la expresión -es lo que pienso yo-: “No podrá requerir antecedentes adicionales para acoger la solicitud a tramitación.”, si así lo entiende la Mesa, de acuerdo con la indicación N° 56, del Senador Ignacio Walker, que aprobamos en la sesión pasada. 



De ocurrir esto último, podría votarse toda la disposición altiro; de lo contrario, habría que pronunciase sobre dicho inciso separadamente. 



Yo opino que la referida expresión, que figura antes de la oración final, debería entenderse suprimida, a partir de la aprobación de la aludida indicación del Senador Ignacio Walker. 

El señor LARRAÍN.- Se caería por sí sola.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Vamos a votar todos los incisos del artículo, salvo su inciso tercero, en que nos pronunciaremos en forma separada sobre la frase aludida, porque podría ser contradictorio con lo que ya aprobamos en la sesión pasada con respecto a la indicación del Senador señor Ignacio Walker, que se refiere a la presentación de un informe psiquiátrico. 



Por lo tanto, propongo proceder de la manera que he indicado.

El señor LARRAÍN.- Se entiende que es contradictorio, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por eso, estimo que va a suprimirse.

El señor LETELIER.- No se escucha nada, señor Presidente.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra. 

La señora NARVÁEZ (Ministra Secretaria General de Gobierno).- Señor Presidente, en realidad había solicitado intervenir por otra cosa, no en relación con este tema. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier, sobre el punto en debate. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, como no estaba encendido su micrófono ni el del Senador Allamand, no se entendió cuál era el punto en discusión.



Disculpe. Por eso le estaba pidiendo que se prendieran los micrófonos.
El señor LAGOS.- ¡Empecemos de nuevo…!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.
El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, con relación a lo que señala el Senador Letelier -es cierto, hay un lío con los micrófonos-, ocurre lo siguiente.



El ARTÍCULO 5° básicamente reitera el procedimiento de rectificación. Es esencialmente lo mismo que vimos antes, como quien dice, en forma más general.



El inciso tercero tiene tres frases. En la segunda dice: “No podrá requerir antecedentes adicionales para acoger la solicitud a tramitación”.



Entiendo que esa frase debe considerarse suprimida de hecho, en virtud de la aprobación en la sesión anterior de la indicación del Senador Ignacio Walker, porque es contradictoria.



Entonces, simplemente tiene que excluirse y nosotros debemos votar el artículo. En caso contrario, habría que votarla de manera separada. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier. 

El señor LETELIER.-  Señor Presidente, nosotros no somos partidarios de pedir como requisito la presentación de certificados médicos. Opinamos que aquí se trata de un derecho personalísimo que se ejerce en tanto la persona es mayor de edad.



A nadie le piden un certificado de un psiquiatra ni de un psicólogo para casarse, es decir, para ejercer acciones de naturaleza personalísima. En consecuencia, respecto a este punto queremos insistir en el texto vigente.


Si se ha pedido votación separada, que se haga en esa forma. Pero que se vote.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, creo que uno debe entender que a veces se gana y a veces se pierde -en nuestro caso, hemos perdido en muchas votaciones-, pero no vamos a reabrir el debate cada vez que podamos.



La sesión pasada se produjo una votación que es incoherente con la aprobación de la referida frase del inciso tercero. No se puede votar nuevamente.


Se entiende, pues así lo dice la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, que cuando una norma aprobada es contradictoria con otras que le siguen, estas se consideran modificadas.


Por lo tanto, evidentemente no es necesario votar la frase porque se asume ya rechazada.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker. 

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, en la página 11 del comparado aprobamos la inclusión de un inciso tercero, nuevo, en cuanto a requerirse, con las condiciones que allí se señalan, una evaluación médica. Creo que la votación fue 12x7.


En consecuencia, debe entenderse rechazada la frase de la página 17 del inciso tercero, que dice: “No podrá requerir antecedentes adicionales para acoger la solicitud a tramitación”.



Eso ya se votó y está resuelto, porque se optó por incorporar lo que señalé. Por consiguiente, el inciso tercero, nuevo, es contradictorio con la referida frase, que  a contrario sensu de lo que se ha planteado debe entenderse rechazada.
El señor LARRAÍN.- Y se deduce que se cayó el último inciso del ARTÍCULO 5°.

El señor WALKER (don Ignacio).- Y lo mismo sucede con el inciso final del  ARTÍCULO 5°, que dice: “Sólo procede el rechazo por no haber acreditado el o la solicitante su identidad.”.



Esas dos oraciones disponen lo opuesto a lo que aprobamos en el inciso tercero, nuevo, del ARTÍCULO 4°. Por lo tanto, deben entenderse rechazadas reglamentariamente.



Eso fue discutido y votado. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En primer lugar, daríamos por aprobado todo el ARTÍCULO 5°, salvo la frase que dice: “No podrá requerir antecedentes adicionales para acoger la solicitud a tramitación.”, y  el penúltimo inciso: “Sólo procede el rechazo por no haber acreditado el o la solicitante su identidad.”.



Votaríamos ambos por separado.



Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, entiendo que en la sesión pasada se aprobó la indicación a la que aludía el Senador Walker.



No pude votar por estar pareado. No obstante, a mí no me parecía adecuada la indicación que planteaba exigir un certificado médico para que el Registro Civil llevara adelante el cambio de sexo o de nombre.



Y en el inciso que dispone que “No podrá requerir antecedentes adicionales”, entiendo que nuevamente se pretende dejar constancia de la voluntad de que ello se mantenga para que no exista la necesidad de requerir un certificado médico. Lo mismo se aplica en el caso del penúltimo inciso.
El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Para qué votamos la indicación, entonces?

El señor PIZARRO.- Como en todas las votaciones, colega, usted puede tener su opinión, pero yo estoy manifestando la mía.


Así que dejo constancia de aquello a que me referí. 



En el penúltimo inciso se da exactamente lo mismo. 



Hay que mantenerlo.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En primer lugar, vamos a votar el ARTÍCULO 5° sin esas dos disposiciones. 



¿Habría acuerdo en aprobarlo?



Tiene la palabra la señora Ministra Secretaria General de Gobierno.

La señora NARVÁEZ (Ministra Secretaria General de Gobierno).- Señor Presidente, el Ejecutivo considera que no corresponde modificar o rechazar el penúltimo inciso del ARTÍCULO 5°, que indica: “Sólo procede el rechazo por no haber acreditado el o la solicitante su identidad.”, pues opinamos que la falta de acompañamiento de documentos o certificados es solo objeto de inadmisibilidad.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.
El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero pedirle que interprete el Reglamento, como le corresponde en su calidad de Presidente de la Corporación. 



Cuando se aprueba una disposición que tiene efectos en normas que no se han votado, pero que resultan contradictorias, es evidente que al aprobar unas, las contradictorias quedan de inmediato rechazadas. 



Lo anterior está en la Ley Orgánica del Congreso Nacional. Por lo tanto, la disposición no puede ser votada nuevamente. Porque, si fuera así, yo pediría reabrir la votación cada vez que votara algo en una disposición posterior que repitiera el mismo criterio. 



Por ejemplo, en este caso, no soy partidario de que esto se realice ante el oficial de Registro Civil, sino de que se efectúe ante el juez.



¿Qué hago, entonces, señor Presidente? ¿Pido que se vote? ¿Solicito que se rechace porque soy partidario de que el cambio se realice ante el juez?


Esa votación ya se hizo. Yo perdí. Y, en general, en las democracias cuando uno pierde, ¡pierde, pues! No se vuelve a pedir de nuevo, en la próxima oportunidad, que se reabra la votación. 



Eso se lograría si rigieran estas dos normas: la frase mencionada en el inciso tercero, que señala que “No podrá requerir antecedentes adicionales para acoger la solicitud a tramitación.”; y el penúltimo inciso, que dice: “Sólo procede el rechazo por no haber acreditado el o la solicitante su identidad.”.



Ambas son contradictorias, salvo que en este último caso se dijera: “Sólo procede el rechazo por no haber acreditado el o la solicitante su identidad o no haber acompañado el respectivo certificado establecido en el artículo tanto, inciso tanto…”.



Pero, de manera más simple, el penúltimo inciso y el texto que he mencionado del inciso tercero se deben entender ya rechazados. Y le pido que, en virtud de las atribuciones de interpretación del Reglamento que le corresponden, así los declare.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el Reglamento no veo una disposición tan expresa como la que me señala Su Señoría. Pero revisaremos el asunto con la Secretaría.



Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, yo entiendo que nos estamos pronunciando sobre la forma como se somete a tramitación la solicitud. Eso es lo que dispone el inciso pertinente: “El Servicio de Registro Civil e Identificación deberá verificar la identidad del o la solicitante a través de la cédula de identidad vigente o, en caso que fuere necesario, la huella dactilar o lo previsto en el artículo 92 del decreto con fuerza de ley N° 2128, de 1930. No podrá requerir antecedentes adicionales para acoger la solicitud a tramitación.”.


Entonces, debemos votar lo relativo a acoger a tramitación. Después viene todo un procedimiento que considera un plazo máximo de 45 días en que debe haber una revisión. Y seguramente ahí tendrá que evaluarse si existe el informe médico correspondiente. Es decir, se contempla todo un procedimiento.


Aquí estamos hablando solo de aquello.



El penúltimo inciso establece lo mismo, porque expresa: “Sólo procede el rechazo por no haber acreditado el o la solicitante su identidad.”. Es coherente con lo que se consigna en el inciso a que se aludió hace un momento. Estamos hablando de acoger a tramitación, de un trámite, no de aprobar la solicitud o de la decisión del Servicio.


Por lo tanto, no deberíamos sacar del inciso correspondiente la frase a que se ha hecho mención, pues creo que garantiza el derecho del solicitante a que por lo menos se considere su caso por parte del Registro Civil.

La señora ALLENDE.- Pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir, señora Senadora.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, en la misma línea que señaló el colega Pizarro, no es correcto lo que menciona el Senador Larraín. No es que estemos tratando de cambiar lo que ya se aprobó porque no nos haya gustado o no estuvimos de acuerdo con la indicación pertinente.


Si vamos a la página 18 del comparado y leemos el penúltimo inciso del ARTÍCULO 5°, veremos que dice con toda claridad que “Sólo procede el rechazo por no haber acreditado el o la solicitante su identidad.”.


Esa es la única razón por la cual debe haber rechazo.


Entonces, resulta coherente que se consigne en el inciso tercero: “No podrá requerir antecedentes adicionales para acoger la solicitud a tramitación. Asimismo, verificará que no exista vínculo matrimonial vigente.”. O sea, solo procede el rechazo por no haber acreditado su identidad el o la solicitante.



Por consiguiente, considero correcto que votemos el artículo completo, sin sacarle las frases que indicaron algunos colegas.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señores Senadores, estamos con un problema en cuanto a cómo aplicamos el Reglamento.



En primer término, en él no existe una disposición clara sobre la materia. Siempre que nos hemos enfrentado a este tipo de situaciones lo lógico ha sido dar por rechazado por el mismo quorum algo que sea contradictorio con lo que ya aprobamos.


Ahora habría oposición para que procedamos así.



Por otra parte, se ha planteado que el artículo 30 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional establecería un principio: “El rechazo de una disposición que requiera mayoría especial de aprobación importará también el rechazo de las demás que sean consecuencia de aquélla.”.


Estamos frente a una disposición que al parecer se refiere a las normas de quorum especial. Pero podría extenderse a materias que no lo requieran.



La Sala debe dilucidar eso.


Yo no me atrevo a hacer una definición reglamentaria tajante, porque la interpretación que realiza el Senador señor Larraín es más que nada por extensión de la referida norma.



Pero acá tenemos que ver cómo actuar.



Se puede hacer de dos formas.



Por un lado, se puede acoger y hacer extensiva la disposición del artículo 30 de la Ley Orgánica del Congreso eliminando la frase pertinente, pues sería contradictoria con la indicación que se aprobó, del Senador señor Ignacio Walker.


La otra alternativa es votar la frase por separado.

El señor WALKER (don Ignacio).- Pido la palabra para un punto de Reglamento, señor Presidente.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, hay una fórmula muy sencilla, que estábamos conversando incluso con los asesores del Gobierno: que en el inciso quinto del ARTÍCULO 5º se agregue “, o no se acompañe la evaluación médica establecida en el ARTÍCULO 4º, inciso cuarto”.


Me explico.


El texto quedaría así: “El o la oficial del Servicio de Registro Civil e Identificación” -es el órgano competente; como dice el Senador Larraín, eso ya lo zanjamos, pues el proyecto originalmente establecía que era el juez - “declarará inadmisible la solicitud cuando quien la formulare fuere menor de edad, exista un vínculo matrimonial no disuelto, o no se acompañe la evaluación médica establecida en el ARTÍCULO 4º, inciso cuarto.”.

El señor BIANCHI.- Está perfecto.

El señor WALKER (don Ignacio).- Con ello no sería necesario borrar la frase que hemos señalado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Eso requiere una indicación, señor Senador. Además, se necesita unanimidad, porque se trata de una modificación.

El señor WALKER (don Ignacio).- Lo conversamos con el abogado representante del Ejecutivo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sí, señor Senador. Pero basta con que un Senador se oponga para no poder presentar la indicación.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Entonces, apliquemos el Reglamento, señor Presidente!

El señor BIANCHI.- ¡Pida la unanimidad!
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, me parece que se trata de una salida razonable, pues el punto acá es que todo el debate que se realizó giró en torno a la necesidad de presentar un certificado médico, pero que no era vinculante para la toma de decisión. Porque si es vinculante quiere decir que es el médico el que resuelve y no el Registro Civil.

La señora ALLENDE.- Exactamente.

El señor PIZARRO.- Esa es la razón por la cual nosotros planteamos que se deben mantener los textos propuestos en estos dos incisos.



Pero estoy de acuerdo si esa alternativa resuelve la situación, conservándose lo consignado en ambos incisos y quedando expresamente establecido que el certificado médico no es vinculante, sino un antecedente para que sea considerado por quien debe decidir respecto de la solicitud.



Eso es lo único que podríamos hacer. De lo contrario, vamos a extrapolar el argumento. Esta es la discusión de fondo, porque tiene toda una concepción detrás que ya hemos debatido latamente. Para establecer que fuera el Registro Civil sí hemos contado con mayoría siempre. Y no ha sido el espíritu del Senador Ignacio Walker dejar establecido que la evaluación médica sea vinculante.



Esa es la manera de resolver esta situación, señor Presidente. Y estoy de acuerdo con ella.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría unanimidad para incorporar el cambio indicado?



No existe unanimidad.



Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, si no hay unanimidad -nosotros la damos, porque a nuestro juicio la fórmula propuesta zanja este asunto-, yo insisto en que Su Señoría puede interpretar el Reglamento de manera que haga que las leyes sean coherentes. Porque si en una disposición exigimos que haya determinado certificado y en otra no lo hacemos y podemos prescindir de él, habrá una normativa incoherente, contradictoria.


Si hay algo de lo que debemos ser responsables, desde el punto de vista de la técnica legislativa, es de que las normas sean coherentes, sean aplicables. ¿Qué hace el Registro Civil si, por ejemplo, una disposición le dice “Exija este certificado” y otra le señala: “No; basta con la cédula de identidad”?


Habría una contradicción entre ambas disposiciones.



El Senado no puede aprobar una normativa contradictoria.



El inciso segundo del artículo 30 de la Ley Orgánica del Congreso fija un criterio. Y si bien está referido a las normas de quorum especial, en que si se cae una disposición se caen todas las demás que dependen de ella, lo que está estableciendo es precisamente que una ley ha de ser un todo orgánico y coherente. Por lo tanto, no puede haber una aprobación en un sentido que luego en otras normas se entienda aprobado en un sentido diverso. Debe existir coherencia.



Esa determinación, a mi juicio, la puede adoptar el Presidente, porque es la interpretación correcta del Reglamento. Así es como se entienden en general estas normas.



Por lo tanto, en vista de ello y de que no se ha dado la unanimidad para una solución razonable, le pido a la Mesa que aplique el criterio reglamentario que indico.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, en forma muy breve quiero recapitular qué estamos discutiendo y cómo se resuelve este asunto.



Yo voté a favor de todo este proyecto, en general y en particular.


¿Qué nos dice la legislación comparada?



Francia exige resolución judicial.



No es este el caso. La ley en proyecto contemplaba aquello originalmente; pero al final se estableció un procedimiento administrativo ante el Servicio de Registro Civil.



España exige acompañar un certificado de disforia de género.



Gran Bretaña exige exactamente lo mismo.



Aquí no exigimos nada.



¡Lo que estamos pidiendo es en beneficio del solicitante!



Como no se trata de un procedimiento controversial -no es ante el juez-, sino administrativo, que solo tiene que ver con la autonomía de la persona -esto me parece bien-, se establece la norma pertinente en favor de quien solicita el cambio de la identidad de género. ¿Por qué? Porque -ya lo señalé; tengo acá un documento de la doctora Sofía Ortíz, psiquiatra y experta en estas materias, quien, al igual que yo, es partidaria de esta iniciativa- esa persona puede padecer, por ejemplo, un trastorno de personalidad.



El hecho de que se acredite que el solicitante no presenta una patología psiquiátrica como la descrita va en su propio beneficio.



Entonces, la indicación que aprobamos exige acompañar una evaluación médica realizada por un experto en la materia que determine que no existe obstáculo psicológico o psiquiátrico para proceder al cambio de la identidad de género. ¿En favor de quién? ¿Del Estado? ¿De un tercero? No: ¡del peticionario o de la peticionaria!



Por supuesto, ese informe, de equis contenido, no es vinculante, pues el Servicio de Registro Civil no entra a calificar su mérito. Sin embargo, lo menos que podemos exigir en un procedimiento administrativo que no establece ningún requisito -¡ninguno!-, a diferencia de lo que ocurre en España, Gran Bretaña y Francia, es la presentación de una evaluación médica de un psicólogo o psiquiatra que descarte la posibilidad de que la persona tenga, por ejemplo, un trastorno de personalidad. 



Eso es lo que en el fondo estamos discutiendo.



Por lo tanto, ya que aquello se aprobó, la fórmula que acabo de conversar con el abogado del Gobierno, que haría innecesario modificar el ARTÍCULO 5° como se señala, simplemente propone agregar en su inciso quinto que la solicitud será inadmisible cuando no se acompañe la mencionada evaluación médica.



Eso es todo lo que estamos planteando. Ello, para ser coherentes con lo que acordamos con anterioridad y para recordar el fondo de esta materia. Porque aquí se crean imágenes que no corresponden a la realidad.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Entiendo la proposición de Su Señoría. Pero para proceder a esa adición necesito la unanimidad de la Sala.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.
El señor LETELIER.- Señor Presidente, soy contrario a que se pida un certificado médico.



Entiendo que estamos hablando simultáneamente de tres incisos: el que aparece en la página 17 del boletín comparado; el que figura en la página 18 (donde el Senador Ignacio Walker plantea su indicación), y el que se consigna en la parte final de esta última página.



Acá se plantea -según comprendo-, desde el punto de vista de la técnica legislativa, aprobar los referidos incisos. Además, se propone presentar una indicación (al inciso que figura en la página 18) para que haya coherencia con lo que se acordó anteriormente.



Yo no tengo ningún problema para ello. Pero no me pidan a mí que vote a favor de dicha indicación, porque -reitero- no estoy de acuerdo con la presentación de una evaluación médica, la cual preferiría que no existiera.


Ahora, si se rechaza la parte final del inciso que figura en la página 17, ese informe se transformará en vinculante. Y lo que queremos es que exista coherencia en la materia.


Por ende, si la idea es que se aprueben los incisos tercero y séptimo del ARTÍCULO 5° y, además, que se presente una indicación al inciso quinto (la del Senador Ignacio Walker), sugiero que votemos antes esos dos incisos. Luego no tendríamos problema en dar la unanimidad para pronunciarnos sobre la referida indicación, independiente de que seamos contrarios a ella.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.
El señor LAGOS.- Señor Presidente, el Senador Letelier formuló una proposición que nosotros íbamos a plantear también. Creo que ello ayuda a resolver este asunto.


Yo no tuve la oportunidad de votar la semana pasada -y la habría rechazado- la indicación que establece la presentación de una evaluación médica realizada por un experto calificado en la materia (no sé cuál exactamente). 



Para ser bien franco, no sé de qué sirve el referido certificado; no entiendo cuál es su valor. Porque si alguien quiere cambiar la identidad de género debe ir adonde un experto para que la solicitud pertinente sea admisible a tramitación; y si el certificado no le gusta, tal vez pedirá otro médico.
El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Es para darle seriedad! 

El señor LAGOS.- No sé si seriedad.



Otros podrán entender que es para poner un obstáculo adicional. Así lo veo yo por lo demás.
El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Pero eso ya se votó!
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ruego evitar los diálogos, señor Senador.

El señor LAGOS.- No estoy en un diálogo con el Senador Ignacio Walker, quien dice que piensa igual que yo en esta materia, ¡pero discrepa de cada uno de los puntos que señalo…!
El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Es que ya se votó ese asunto!

El señor LAGOS.- ¡Déjeme terminar, señor Senador! ¡Ya sé que ya se votó; sin embargo, queremos ayudar!



Entonces, cuando a uno lo van a ayudar, tiene que escuchar, pues nos ayudarán a apoyar la propuesta que hicimos.


En esta materia, señor Presidente, es importante salvaguardar íntegramente los incisos tercero y séptimo del ARTÍCULO 5°.


Ahora, ¿qué agrega el certificado? ¡Nada! Porque si alguien concurre ante un facultativo y no le gusta el resultado, quizá vaya a un segundo médico.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Lo van a medir!

El señor LAGOS.- No sé qué le van a medir, para ser bien franco.
El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Me permite, señor Senador?

El señor LAGOS.- Después le concederé una interrupción a Su Señoría.



Señor Presidente, nadie nos pide que entreguemos un certificado respecto de una serie de cuestiones a las que tenemos derecho. Por ejemplo, para testar no se solicita una evaluación médica; para tomar una serie de decisiones importantísimas, como elegir a un Senador, no se pide un certificado de salud psicológica, y para ser candidato tampoco solicitan una evaluación médica: ni a Senador, ni a Presidente de la República, ni a core, ni a concejal, ¡Y más de alguno habrá tenido algún trastorno de personalidad…!, como señaló en su ejemplo el Senador Ignacio Walker. 



En consecuencia, creo que estamos poniendo una exigencia adicional que obstaculiza y, además, confunde. Porque algunos entendemos que detrás de ello está relevar el hecho de que quien desea cambiar la identidad de género y le asiste el legítimo derecho a hacerlo es porque puede tener un problema.



Aquello es un supuesto. Porque de lo contrario, yo exigiría evaluaciones médicas para todas y cada una de las decisiones que adoptamos, desde el colegio en que pondré a mis hijos hasta el matrimonio que voy a contraer.



No quiero abrir debate acá, pues esto ya se vio la semana pasada.



Le doy excusas al Presidente del Senado, pero quería que mi planteamiento quedara consignado en la Versión Oficial.


Ahora, la solución propuesta por el Senador Letelier me parece más que razonable, dado que ya se perdió el punto. Y uno tendrá que caminar por el mundo explicando que en Chile piden una evaluación médica realizada por un experto en la materia -no sé cuál- para poder cambiar la identidad de género.


Eso es todo lo que quería señalar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ya se dio la unanimidad para presentar la indicación pertinente. Por lo tanto, pido que se haga llegar a la Mesa el texto preciso que deberemos votar.


Tiene la palabra la Senadora señora Allende.
La señora ALLENDE.- Señor Presidente, conforme a lo que expresó el Senador Letelier, nosotros damos la unanimidad en la medida en que se apruebe -ya lo señalamos- el inciso tercero del ARTÍCULO 5° (página 17 del comparado) sin modificaciones. 



A ello se agregaría la indicación del Senador Ignacio Walker, respecto de la cual -reitero- dimos nuestra anuencia para que se presentara.



Pero también tendría que aprobarse el inciso séptimo, que figura en la página 18.


Nosotros vamos a votar en contra de la indicación de Su Señoría, pues no estamos de acuerdo con ella. Sin embargo, entendemos que es para que haya coherencia con lo que ya se aprobó, lo cual me parece bien.


En esos términos, señor Presidente, nosotros damos la unanimidad.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.-  Señor Presidente, la demostración de que no hay que aceptar los incisos que se mencionan es evidente. Porque la razón por la cual se quieren rechazar tiene que ver con que algunos Senadores están en desacuerdo con lo que se aprobó. Y se ha reabierto la discusión de fondo.



Eso no me parece justo, porque ya se tomó la votación y nadie ha pedido la reapertura del debate. Por lo tanto, se tiene que dar por aprobada tal exigencia.



Yo no quiero entrar a discutir si está bien o está mal. A mí me gustaría volver a debatir muchas cosas que en mi opinión  están mal. Pero ya perdí.



¿En qué quedamos, entonces? ¿Aceptamos o no aceptamos las decisiones del Senado?



Señor Presidente, si la indicación que se plantea es sometida a votación y se rechaza, puede suceder que se pierdan el sentido y la coherencia del proyecto.



Por ende, si se abre la posibilidad de corregir el problema de falta de coherencia a través de esta indicación, yo pido que ella se entienda aprobada. De lo contrario estaremos haciéndonos trampa en el solitario.



En tal caso, prefiero que se vote derechamente y que se interprete.



Ahora, señor Presidente, yo creo que usted no quiere tomar la responsabilidad que le corresponde, cual es interpretar las normas de manera que haya coherencia entre ellas.



Esa es una responsabilidad que le cabe a la Mesa, aunque el señor Presidente no la quiere asumir y esté conversando con la Senadora Goic, quien quizá es mucho más entretenida que este debate. Yo también estaría conversando con la señora Senadora: ciertamente, ¡sería más entretenido...! Pero aquí tenemos un problema de coherencia.



Entonces, yo pido que seamos coherentes: si se va a aceptar una indicación para resolver la contradicción, no puede ser rechazada,…

El señor WALKER (don Ignacio).- Así es.

El señor LARRAÍN.-… pues si se desecha vamos a tener una norma incoherente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No he llegado a la misma conclusión que Su Señoría en la interpretación reglamentaria, ni tampoco en la de la Ley Orgánica del Congreso Nacional. No estoy convencido. ¿Por qué? Porque a la ley en proyecto le quedan varios trámites: el de la Cámara de Diputados; el tercer trámite constitucional, que es factible; eventualmente, el trámite de Comisión Mixta, y el posible veto.

El señor LARRAÍN.- ¡No podemos aprobar normas incoherentes, señor Presidente!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Senador, muchas veces sacamos leyes que no tienen coherencia, que son contradictorias. Y después hay que corregirlas.



Lo que corresponde hacer aquí, si hay una disposición contradictoria en los términos explicitados, es tratar de buscar la solución, pero no forzarme a mí a aplicar un precepto reglamentario que no existe.



En mi concepto, la indicación que planteó el Senador señor Ignacio Walker resuelve el problema. Y me han dado la unanimidad requerida para someterla al pronunciamiento de la Sala.



Entonces, por qué no enfrentamos la dificultad por esa vía.



Ahora, habrá que corregir la norma pertinente de nuestra Ley Orgánica Constitucional, porque se refiere a las disposiciones de quorum especial. De modo que yo no puedo interpretarla en forma amplia para aplicarla también a las normas ordinarias.

El señor LARRAÍN.- ¡Es obvio que puede!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por desgracia -repito-, muchas veces se aprueban normas contradictorias.

El señor LARRAÍN.- En este caso podemos corregir.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- La proposición que se formula en el ARTÍCULO 5°, inciso quinto (página 18 del boletín comparado), que comienza con la frase “El o la oficial del Servicio de Registro Civil”, es para, remplazando por una coma la “o” que figura después de la expresión “menor de edad” y manteniendo los términos “exista un vínculo matrimonial no disuelto”, agregar la siguiente oración: “o no se acompañe la evaluación médica establecida en el inciso cuarto del artículo anterior.”.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Eso es todo!

El señor ALLAMAND.- Está bien. De acuerdo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



Algunos Senadores no están de acuerdo.


En consecuencia, someteré a votación la indicación en los términos que explicitó el señor Secretario.



Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, no logro entender el sentido de incluir aquí el certificado médico si no es vinculante.

El señor LARRAÍN.- Sí lo es.

La señora PÉREZ (doña Lily).- ¡No, pues! ¡No es vinculante!

El señor LAGOS.- No es vinculante: es un requisito de admisibilidad.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Así es. Se trata de homologar la norma al artículo anterior.



Señor Presidente, yo entiendo que para algunos parlamentarios tal vez nosotros le estamos dando categoría de derecho a un trastorno; hay quienes pueden verlo así. Sin embargo, lo que en realidad estamos haciendo es dar los mismos derechos e imponer los mismos deberes a todos nuestros conciudadanos.



Yo no estoy de acuerdo con la exigencia de certificado médico. Pero si se pidiera, ese documento debería ser vinculante. Si no, qué sentido tendría solicitarlo.



Tal es mi punto.

El señor LARRAÍN.- Eso ya se resolvió.

El señor WALKER (don Ignacio).- Se acaba de explicitar la indicación, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Vamos a votar la propuesta que se ha hecho, que da una solución al problema expuesto.



En votación la indicación del Senador señor Ignacio Walker, en los términos en que la explicó el señor Secretario.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, a mí me parece que esta es una discusión mayor. Y espero que quede en los anales del Congreso Nacional. 



Muchas veces en el pasado, cuando el mundo progresista planteaba derechos para las mujeres, los conservadores se opusieron. En numerosas oportunidades, por ejemplo, les negaron el derecho a votar.



¿Por qué se podía sostener esa posición? Porque había una visión peyorativa acerca de la mujer y de su rol en la sociedad: se consideraba que no era apta, que no estaba capacitada y que su función no era la social.



Lamentablemente, todavía la sociedad chilena no equipara y no iguala el papel de la madre con el del padre en lo que respecta al cuidado de los hijos. Hay sobre el particular una dimensión totalmente machista.



Dicho estigma tiene mucho que ver con la violencia contra la mujer, con los femicidios. Porque el hombre considera que la mujer debe estar en la casa y dedicada a esta. De ese modo, cada vez que ella, por distintas razones, intenta ejercer su derecho a la libertad se abre un foco de conflictos.



Aquello genera muchos dramas. Y los sectores conservadores debieran asumir la situación.



Negarles a las personas la posibilidad de vivir su vida como lo desean y negarles su condición de tales constituye un atentado mayor.



Quienes están en situación de homosexualidad o desean modificar su sexo y cambiar su nombre viven un verdadero calvario en el país que ustedes están construyendo. Porque estigmatizan a esas personas. Y después algunas se suicidan, como lo hizo Turing, tal vez uno de los científicos más relevantes, junto a Einstein, que ha tenido esta sociedad. Otros son atacados en la calle por ser “enfermos”.



¡Claro! ¡Si los enfermaron! ¡Si los estigmatizaron! ¡Si dijeron que debían tener certificados!



Yo creo que sería muy interesante que les pidiéramos certificados a muchos de los heterosexuales que se casan y tienen hijos. A lo mejor nos encontraríamos con realidades que preferiríamos no conocer.



¡Tal vez hay más normalidad en aquellas otras personas que en muchos heterosexuales!



Pero ese no es el punto. El punto es que hay una actitud discriminadora, estigmatizadora; una visión que no les concede a las personas en cuestión derechos de sujeto pleno.



Entonces, yo pregunto: ¿Qué son? ¿No son sujetos de derecho pleno tal como los heterosexuales?



Quizás habría sido bueno que se me hubiera hecho un test psicológico para manejar, para casarme, para tener hijos, para ser parlamentario. ¡Nunca me lo han pedido!



¿Qué son, entonces? ¿No son personas? ¿Qué estatus les quieren dar ustedes? ¿Son infrahumanos, subhumanos, subpersonas? 



Porque si fueran iguales que nosotros, los heterosexuales, no deberían cumplir ningún requisito de certificación.



A mí me parece muy grave lo que ocurre acá, señor Presidente. Y, personalmente, no me preocupa mucho. Porque aquí pierde la sociedad, no perdemos nosotros. Nosotros ganamos, pues estamos defendiendo un principio que les aseguro se va a instalar en nuestra sociedad.



En 1995 me tocó luchar contra la penalización de la sodomía. A personas del mismo sexo que andaban juntas las metíamos presas: ¡esta sociedad hacía eso! 



Pero la sociedad evoluciona. Y el avance que ha experimentado me parece valioso, me hace sentir orgulloso. Sin embargo, nuestras elites no van en el mismo nivel que ella.



Yo he escuchado hablar de “liberalismo”. Pero el liberalismo se entiende solo para el mercado, únicamente para las cosas. Y cuando se trata de que las personas tomen decisiones, ahí se termina todo derecho a decidir.



Ocurre en el caso del aborto: “¡Ah! ¿Mujer embarazada? No puede tomar decisiones”. La mujer pierde su condición de tal.



¿Homosexual? “¡No! ¡Raro! ¡Enfermo! ¡Certifiquemos! ¡No al matrimonio igualitario! ¡Estigmaticémoslo: que siga recluido!”.



Claro. Algunos dirán “¡Podrán salir del clóset!”.



¡No! ¡No se sale del clóset, pues tenemos un clóset gigantesco: la sociedad chilena¸ que es el clóset de las discriminaciones!



¡Para salir del clóset hay que salir de Chile! ¡Para salir del clóset hay que ir a una sociedad que no sea totalitaria ni autoritaria!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, quiero responder a la pregunta que, legítimamente, hace la Senadora Lily Pérez: por qué y para qué acompañar un certificado si no es vinculante.



Por dos razones: primero, para darle seriedad al procedimiento administrativo; segundo, no es vinculante porque aquel  no es controversial, no es ante un tribunal.



Así de sencillo.



Lean Sus Señorías la primera columna del proyecto de los parlamentarios que lo presentaron: el procedimiento era frente a un juez.



Ya no es ante un juez: no hay controversia. Se trata de un procedimiento administrativo ante el Registro Civil.



Por lo tanto, el acompañamiento del certificado en cuestión, aunque su contenido no sea vinculante, tiene como propósito darle seriedad al procedimiento.



Señor Presidente, el Senador Girardi preguntaba por el porqué de la exigencia.



¡La cantidad de papeles que se exigen para contraer matrimonio! ¡Por favor! Certificados, en fin.



El cambio de nombre se realiza ante un tribunal.



¡De qué estamos hablando!



¿Francia es poco seria porque en estos casos exige una resolución judicial?



¿España es poco seria porque en estos casos exige un certificado de disforia de género?



¿Gran Bretaña es poco seria porque en estos casos exige un certificado de disforia de género?



La vez pasada acompañé la opinión de la genetista clínica Carmen Astete (doy su nombre porque me autorizó para hacerlo), quien me envió una minuta mediante la cual la psiquiatra Sofía Ortiz expone sus argumentos en los siguientes términos: “La decisión de cambiar de identidad de género es una decisión compleja y que tendrá impacto en diversos aspectos de la vida del solicitante y de su entorno cercano.”.



¡Lo que estamos pidiendo es en favor del solicitante!



“Es por eso” -dice la doctora Sofía Ortiz- “que se hace recomendable, en individuos adultos,” (es lo que se aplica en este proyecto) “una evaluación médica previa orientada a:



“Asegurar que la persona es completamente autónoma en cuanto a la toma de esta decisión.”. Y da las razones.



“Asegurar que la persona es competente para la toma de esta decisión”. Y señala las razones.


“Descartar la presencia de patología psiquiátrica”, como el caso, entre otros, de los trastornos de personalidad.


Yo no soy médico.



¿Es esto un invento mío?



¡Estoy hablando de opiniones de psiquiatras, de psicólogos, de genetistas clínicos! ¡Estoy hablando de la legislación comparada: de Gran Bretaña, de España, de Francia!



¡Por favor! ¡Seamos serios!



Señor Presidente, si en este proyecto desechamos el camino del tribunal, bien; yo voté a favor de desechar ese camino. Si votamos a favor de desechar, por lo tanto, un procedimiento controversial, bien; yo voté  a favor.



Yo voté a favor de todo este proyecto, en general y en particular, pero también a favor de la evaluación médica -o sea, en favor del peticionario o de la peticionaria-, para que no haya un mero trámite ante el Registro Civil y el procedimiento esté revestido de cierta seriedad. Aquella, por supuesto, en términos no vinculantes, pues no será el oficial de ese Servicio quien entre a analizar el mérito del informe del psicólogo o del psiquiatra.



Eso da un atisbo de seriedad, dentro de la solemnidad que tiene un procedimiento administrativo ante el Servicio de Registro Civil.



¡Seamos serios!



Ese es el argumento que está detrás de la solicitud que formulé, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, tiene razón el Senador Ignacio Walker cuando dice que la materia sobre la cual estamos legislando es tremendamente compleja como tema de la sociedad en su conjunto.



Sin embargo, cuando definimos la identidad de género entendimos que se trataba de algo íntimo: cómo la persona la vive, cómo se siente, cómo es culturalmente.



Yo voy a votar en contra de la indicación que presentó el Senador Ignacio Walker, pues me parece que aquí no está envuelta una cuestión vinculada con la seriedad. Porque detrás de la decisión que se toma en esta materia hay todo un proceso.



Y voy a abrir un paréntesis.



Señor Presidente, anoche, durante un programa de televisión en que estaba presente un precandidato o candidato presidencial, fue muy impactante ver a un padre y una madre que desde hace cuatro años están apoyando a una hija cuya identidad es la de hijo, quienes le enrostraban a ese postulante a la Primera Magistratura el hecho de que no se haya incorporado en este proyecto a los menores de edad.



¡He ahí una prueba de cómo ponemos restricciones en este ámbito!



Durante la discusión anterior yo dije que no estaba de acuerdo -y sigo no estándolo- con la exclusión de los menores. Y ese programa televisivo me dio la razón: vi a un padre y a una madre, a una familia constituida, que están ayudando a esa niña -va a ser niño-, quien lleva cuatro años de tratamiento. ¡Y nosotros no le vamos a permitir concluirlo!



Yo defiendo con fuerza la posibilidad de que los niños, sin duda apoyados por sus padres, escojan su identidad. Y entiendo el buen propósito del Senador Ignacio Walker; no creo que Su Señoría quiera estigmatizar. Pero sucede que algunos colegas ya están interpretando que la exigencia de certificado médico es vinculante; o sea, que aquí estaríamos hablando de ¡alguien que sufre una patología, que tiene un trastorno, que “no está en pleno uso de sus facultades mentales”!



Yo no quiero que la norma pertinente se preste para ese tipo de estigmatizaciones y de discriminaciones.



Señor Presidente, dimos la unanimidad a los fines de que se presentara esta indicación para, según se dice, dar coherencia al texto. Pero yo no voy a votarla a favor, pues podría prestarse para, uno, interpretarla en el sentido de que el certificado médico es vinculante, y dos, para estigmatizar.



En mi concepto, ya es demasiada la carga de quienes viven el proceso como para que encima nosotros, que ya impedimos la inclusión de los menores, ahora agreguemos la exigencia de certificado médico con carácter vinculante.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, producto de la presentación de esta indicación, que quizá resuelva parte de las preocupaciones que había acá, se reabre una discusión que, entiendo, tuvo lugar la semana pasada.



Pero, a decir verdad, no se está reabriendo esa discusión: ella está abierta.



Yo escuché que en la Sala se dijo: “Si ustedes perdieron, asúmanlo”.



Yo no siento que perdí.



En este Hemiciclo he perdido “todas estas veces” en votaciones emblemáticas.



Recuerdo una discusión en general sobre el aborto. La perdí acá, pues voté a favor y la idea de legislar se rechazó. Años después la gané en general.



¿La gané yo? La ganó Chile, la sociedad chilena. Lo digo sin ningún clisé: los chilenos ganamos ese derecho. Así, en nuestro país va a ser realidad la despenalización de tres causales de interrupción voluntaria del embarazo. Y mañana vendrá otro debate sobre otras causales y con otros efectos.



En esta misma Sala -yo no participé-, ¡cuánto costó aprobar el divorcio! ¡Y uno andaba por el mundo explicando que en Chile teníamos nulidad del matrimonio...!



¡Esa es nuestra sociedad! 



Entonces, yo siento que no he perdido con la votación que hubo la semana pasada. Y tal vez ahora no voy a ganar esta, que a mi juicio no aporta nada.



Valoro el esfuerzo que hace el Senador Ignacio Walker -lo digo con mucho respeto-, quien expresa: “Da seriedad”. Y pone ejemplos de otros países.



Pero yo digo ¡qué seriedad puede ofrecer un documento que no tiene ninguna consecuencia que no sea la de acoger a tramitación una solicitud sobre un asunto tan delicado como el que nos ocupa!



Acá hay Senadores de las bancadas del frente que jugaron un rol emblemático en el ámbito del acuerdo de unión civil. Y en el Gobierno anterior, el del Presidente Piñera, no se pudo avanzar porque un partido se opuso.



Si eso nos divide en algo es en la existencia de opiniones distintas. Pero no es mitad y mitad. Aquí una mayoría piensa de manera diferente.



Yo siento que, al final del día, este argumento del certificado es muy hipócrita.



En Chile, para ser madre o padre no se pide ningún certificado. 



¿Qué es más responsable: engendrar a un ser humano, traerlo al mundo y tener que hacerse cargo de él, o decidir que alguien quiere cambiar su identidad de género?



Para lo segundo, un certificado médico a los efectos de la tramitación. Para lo primero, nada. Y se habla mucho de la vida, de la familia, etcétera.



Entonces, existe un doble estándar que no me parece justo.



Yo también tuve oportunidad de ver el programa a que ese refirió la Senadora Allende. Y, siendo muy franco, debo decir que lo que escuché me pareció chocante, espantoso -y así lo tuiteé-, e igualmente, una falta de respeto tremenda hacia todos.



Yo hubiera sido partidario de dar la posibilidad a menores de edad que actuaran con sus padres, que contaran con un sistema de acompañamiento. ¿Por qué no?



¿Ustedes nunca fueron al colegio, Honorables colegas? ¿Ninguno tuvo condiscípulos claramente distintos de los demás y que eran objeto de bullying, ante lo cual los cachábamos? Ese era Chile hace treinta, cuarenta años.



Y lo sigue siendo. Hace menos de un mes y medio procuré aquí, en Valparaíso, ayudar a Vanessa, una transgénero que recibió una tremenda golpiza. Eso ocurrió en pleno siglo XXI y tiene que ver con lo que estamos votando.



Juzgo que no hemos perdido nada y que hemos ganado mucho. Porque, en su oportunidad, se perdió con relación a la pena de muerte, al divorcio, a las madres solteras, a la interrupción del embarazo, a los derechos de las mujeres, a tantas cosas, y estimo que nuestra sociedad se ha ido moviendo, afortunadamente. Tal vez algunos son más refractarios a tales cambios, pero, al final del día, siento que se avanza. Así que, desde ese punto de vista, será otra legislación la que mediará en la eliminación del certificado.



Eso sí, uno irá por el mundo puntualizando que en Chile piden un certificado para poder presentar la solicitud de cambio de género. A mi juicio, ello es una vergüenza, al igual que tener que explicar las nulidades, las madres solteras, la píldora del día después. Todo. Es increíble.



Bueno, en su oportunidad fue necesario exponer por qué no había instrucción primaria obligatoria en el país a principios del siglo XX. ¿Sus Señorías se acuerdan? Esa legislación demoró quince años, porque un sector se oponía a que los niños fueran obligados a ir al colegio hasta cuarto básico, en la medida en que los papás podían decidir si sus hijos trabajaban en el campo o se educaban.



La discusión se ganó. Ese asunto decía relación con la lucha entre los conservadores y el progresismo, de distintos colores. Y los progresistas no somos perfectos tampoco. Pero considero que detrás de la controversia acerca del certificado médico queda la idea de que hay gente con taras.



Y, por último, con el respeto que me merecen los médicos, me junto con cuatro de ellos y escucho cuatro opiniones distintas. Hay facultativos proabortistas y facultativos antiabortistas. Entonces, ¿de qué hablamos?



Votaré por el rechazo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, tal como ha quedado de manifiesto, reabrimos absolutamente el fondo del debate.



En vista de que se han formulado tantas observaciones poco rigurosas, por una parte, y poco respetuosas de las opiniones ajenas, por la otra, uno se ve en la obligación de dejar sentado cuál es el punto de vista y la justificación de lo que se aprueba.



En primer lugar, no sé si a algún miembro de esta Corporación le parecerá algo raro que en nuestro país resulte más fácil cambiar de sexo y de nombre que solo de nombre. Porque no le he escuchado a nadie en las bancadas de enfrente sostener que nuestro actual procedimiento civil para este último efecto sea injustificado.



Si se quiere cambiar de nombre -como lo hizo el Diputado Pepe Auth, para citar un caso-, se tiene que seguir un procedimiento judicial. Y a quienes se puedan ver afectados -por lo demás, demostré que era lo originalmente establecido por la moción y los autores- se les abre la posibilidad de oponerse.



En consecuencia, si alguien desea ese cambio, tiene que hacerlo en sede judicial y podría formularse una oposición. Si la misma persona quiere cambiar de sexo y de nombre, no habría oposición ni procedimiento judicial, sino un procedimiento administrativo.



¿Ello tiene sentido? ¿Es razonable lo que estamos aprobando conforme a esa lógica? Da la impresión de que no. Porque si no hay exigencias de ninguna naturaleza para cambiar de sexo y de nombre, entonces a mí me gustaría preguntarles a mis colegas por qué las mantenemos, así como la posibilidad de oposición, únicamente para cambiar de nombre. Es completamente absurdo. Pero no hay una respuesta.



En segundo término, cabe hacer ver cuál es la justificación de acreditar la condición de disforia. Y vuelvo a señalar, como en las veces que me ha correspondido intervenir, que hago referencia a ella. Porque no se trata de establecer un prejuicio ni que se trata, mucho menos, de una enfermedad.



A la lista del Honorable señor Ignacio Walker voy a agregar Uruguay, uno de los países más progresistas desde siempre en el mundo. ¿Cómo se funciona allá en la materia? Hay una Comisión de Identidad y Género, y el solicitante acredita su condición frente a ella, que cuenta con médicos especialistas. ¿Alguien va a sostener, como se ha escuchado acá, que la norma de la República Oriental del Uruguay presenta las características expuestas por alguno de los señores Senadores? ¿Alguien se atrevería a decir que en esa nación se discrimina, se criminaliza y toda la cantidad de cosas que hemos escuchado? Obviamente que no.



Y revísenlo Sus Señorías, por favor: todos los países europeos y los que contemplan el cambio de identidad por casos de disforia establecen algún requisito para acreditar esta condición o alguna forma de hacerlo por una razón muy simple -y aquí termino, señor Presidente-, cual es que no se trata solo de un acto personalísimo, sino también de que provoca enormes efectos en terceros y en la sociedad. Por eso es que, en general, sin estigmatizar y manteniendo todas las normas de reserva, se procede de esa manera.



Una solicitud en tal sentido no implica hallarse en contra de las tendencias mundiales, sino simplemente razonar con sentido común y exigir un mínimo de seriedad en una actuación tan importante.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en primer lugar, creo que, efectivamente, a pesar de lo que supone el buen trabajo legislativo, hemos reabierto una votación sin que nadie lo pidiera. Eso demuestra que la interpretación reglamentaria a que se llegó es errónea.



En seguida, se han hecho algunas afirmaciones que me parecen absolutamente improcedentes e injustas, siendo mucho menos aceptables todavía al ser expresadas desde una suerte de superioridad moral. Por mi parte, tengo que consignar que no le concedo superioridad moral a nadie, empezando por mí mismo. No pretendo ser el dueño de la verdad, pero tampoco reconozco que otros lo sean. Y cuando hago referencia a esta situación es porque, para mí, todos son iguales. Hombres, mujeres, gais, lesbianas, trans, heterosexuales, son personas que merecen el mismo respeto.



Por esa misma razón, he sido partidario de que el asunto sea resuelto, como igualmente lo fui respecto del acuerdo de unión civil, ya que me pareció que existía una situación jurídica insuficiente, equivocada, respecto de quienes querían mantener una relación basada en el afecto, con estabilidad y reconocimiento legal. Hicimos un esfuerzo, y creo que salió un ordenamiento bastante razonable, producto de un trabajo jurídico, para asegurar que la solución buscada fuera realmente digna.



Y aquí estamos haciendo el mismo intento.


Así que pido no afirmar que gana Chile si los demás están de acuerdo con la forma como alguien vota. Les pido un poquito más de modestia, con todo respeto, a quienes lo hacen.



El Senador que habla trata de interpretar también los sentimientos de los chilenos, pero no cree que, por votar de acuerdo con lo que piensa, Chile ganó, y que por pronunciarse en contra Chile perdió.



Solicito más humildad, menos arrogancia. Dejemos las superioridades morales para otro círculo.



Respecto del punto en debate, voté a favor de la indicación del Honorable señor Ignacio Walker no porque se esté planteando que la solicitud de un certificado obedezca a que las personas trans presentan una patología, pues no se trata de una enfermedad. Lo que se ha pedido y su fundamentación tienen que ver con otro aspecto: el de que la decisión de cambiar de sexo o de una transformación de género y la búsqueda del que se estima que corresponde tiene que ser tomada con plena libertad.



Algunos médicos consejeros han dicho que ello no siempre es así. Hay quienes pueden obedecer, no a ser trans o no trans, sino a una situación personal contraindicada.



Fui vicerrector de una universidad durante muchos años, en la cual se les tomaba un examen adicional a los que entraban a estudiar Psicología. ¿Por qué? Porque se requería que quienes fueran a desempeñarse en esa profesión presentaran ciertas características especiales desde el punto de vista del comportamiento. Cuando surgía una contraindicación, simplemente no eran aceptados por más que exhibieran las mejores notas.



Lo mismo sucedía con la carrera de Teología.



Entonces, no se trata de estigmatizar a un alumno de Psicología que pueda estar contraindicado para estudiar la carrera, sino simplemente de ver si es o no la decisión correcta en su caso.



Entiendo que ello es lo que se hace en la indicación. Se plantean las preguntas de si es la mejor decisión y de si esta se toma en forma verdaderamente libre.



No se trata de que la determinación sea vinculante -tal vez me expresé mal- en cuanto a que lo dicho en el certificado tendrá que ser axiomático para el juez. Lo vinculante es contar con el documento, a mi juicio, pues permite asegurar que esa definición es verdaderamente libre. En tal sentido, constituye una protección, porque ella es irreversible.



Por lo mismo, discrepo de la Senadora señora Allende respecto de los menores. No se trata de que estos y sus padres no puedan tomar la decisión, sino de que aquello que se resolverá es de carácter personal e irreversible, por lo que debe corresponderle al interesado cuando sea adulto.



Comprendo el problema previo. Conozco casos. Y es preciso buscar cómo se puede apoyar y acompañar a fin de evitar la estigmatización y los dolores que se padecen. Pero repito que la decisión no puede tomarse antes de ser adulto. No estimo razonable que recaiga en un menor de edad.



¿Me concede un minuto más, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede concluir su intervención, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Gracias.



No significa que se trata de una enfermedad. ¡No! Es una definición respecto del destino propio. Nadie puede reemplazarlo. Por eso, a mi juicio, vale la pena reservar el asunto para un adulto.



Y veamos qué hacemos, porque sé que existe un problema previo. Eso es evidente. Y padres e interesados pueden sufrirlo. Solucionemos ese aspecto. Veamos cómo podemos ayudar.



Insisto en que mi fundamentación dice relación con que es una decisión acerca del destino propio. Nadie puede tomarla por otro. Y menos es posible que recaiga en un menor de edad.



Ese es el sentido de las cosas. No se está pidiendo nada extraño. Es también lo que hacen otras legislaciones, no por estigmatizar ni discriminar, sino para asegurar que la decisión sea verdaderamente voluntaria y no producto de circunstancias no razonables para quien la adopte.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, se retomó una discusión de fondo, como se ha dicho, que ya había sido zanjada la semana pasada y se aprobó la presentación de un examen. Nosotros nos opusimos. Creemos que ello es discriminatorio.



A mí me gustaría escuchar siempre la referencia recurrente a lo que ocurre en Europa o en países desarrollados, pero ella se hace en algunos casos y siempre para el efecto de un cierto ejemplo.



Chile ha sido un innovador en relación con múltiples elementos en materias de legislación internacional. Creo que el hecho de que algunos piensen que en el país no se podría solicitar un examen por no suceder otro tanto en otras partes del mundo es la negación de un principio muy claro: los ordenamientos avanzan de acuerdo con los tiempos y con quienes los dictan. Hubiera querido otro más progresista, más avanzado.



Porque vaticinaré algo: la normativa en estudio va a cambiar. La exigencia del examen será anulada en tres, cinco o diez años.



Y pareciera ser que fuese exigible una cierta evaluación para cumplir determinados requisitos. Mas no se pide una de ellas ni una prueba para ser Senador, Diputado o Presidente de la República, o bien, padre o madre. Tampoco se aplica un test para determinar quién es hombre: no basta tener un pene, ni quién es mujer: no basta tener una vagina. Y aquí se establece un requisito para ciertas personas, quienes sí deben acreditar una determinada condición.



El Senador señor Larraín -por su intermedio, señor Presidente- ha manifestado que el proceso no es reversible. En la Comisión aprobamos lo contrario. Es decir, puede haber un cambio en las personas. Se puede dar el caso hipotético de la reversibilidad. A mi juicio, un principio elemental de toda decisión humana es poder renunciar a ella.



La indicación del Senador señor Ignacio Walker establece un principio administrativo. O bien, como lo expresó el colega Allamand, esta sería una cuestión procedimental. Pero no lo es. Seguimos insistiendo en los temas de fondo por tratarse de una legislación que va a cambiar.



Los mismos que hoy día nos dicen que es preciso hacer exigible un examen apoyaron también la idea de poner fin al vínculo matrimonial, lo que considero total y absolutamente absurdo. O sea, bajo el pretexto de que no se materialice el matrimonio de gais o entre dos personas del mismo sexo, se les obliga, entonces, a renunciar a esta unión.



¿Y qué pasaría con los principios valóricos y la circunstancia de que el matrimonio fuera indisoluble, como algunos plantean legítimamente? ¡Los Senadores de las bancas de enfrente han establecido que se tiene que terminar con lo que no es posible deshacer, con lo que se juntó y nadie puede separar, y obligan a ello para que sea posible el cambio de nombre y de sexo!



Observo ahí una contradicción. Los que defienden el matrimonio como un elemento central, valórico, religioso, han establecido el principio de un divorcio obligatorio e irrenunciable. O sea, la persona casada que quiera cambiar de sexo tendrá que renunciar a mantener su unión y ponerle fin. El contrasentido es evidente en los que sostienen esa posición y han rechazado siempre el divorcio, en contra del cual han votado, pues han instalado ahora una cláusula que, en los hechos, lo exige como requisito para ejercer la opción.



Por eso, creo que la ley en proyecto se da en cierto momento. Hay quienes miran hacia el lado. Nos encontramos en época de elecciones. Algunos dicen que quieren cuidar a su electorado.



Decía que sé que la exigencia del examen va a cambiar tarde o temprano -quizás en diez o quince años-, porque será innecesaria al existir en la ciudadanía una mayor comprensión de que no se trata de una enfermedad. El Senador señor Ossandón empleó tal calificativo en una entrevista en televisión a las candidaturas a la Presidencia de la República. ¡Si algo resulta claro y con relación a lo cual debiera existir una conciencia unánime en la Sala es que tal condición no es una enfermedad y debiera ser tratada, por cierto, como un derecho! Eso hemos sostenido quienes estamos a favor de que el hombre o la mujer biológicos que quieran cambiar de sexo y de nombre puedan hacerlo sin la necesidad de un examen.



Este último no hará variar una decisión íntima y personal, según lo establece el proyecto de ley de reconocimiento del derecho a la identidad de género. Pero algunos quieren trastocar ese aspecto.



Por eso, votaré en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, aun a riesgo de que puedan criticarme, no quiero dejar pasar algunas afirmaciones que se han hecho en la Sala. Cuando alguien dice aquí algo que no es respondido, ello da pie para que se crea que es verdad o para que sea relativamente aceptado.



Mi discrepancia es muy de fondo con lo expuesto por el Senador señor Girardi, quien instaló la idea de que el hecho de haberse planteado la necesidad de un certificado es una especie de declaración de guerra respecto de un determinado grupo de personas que aspiran a un cambio de identidad de género. A mi juicio, se ha incurrido en un abuso de lenguaje que, con el respeto que me merece Su Señoría, no acepto.



¿Qué dice la indicación, ya aprobada, de mi Honorable colega Ignacio Walker? Expresa que, “Para fundar la solicitud, el o la solicitante deberá presentar una evaluación médica realizada por un experto calificado en la materia, con el objeto de determinar que el o la solicitante cuenta con las condiciones psicológicas y psiquiátricas necesarias para formular la solicitud a que se refiere la presente ley”.



¿Dónde está el pecado mortal en una norma de este tipo? Simplemente, se pide, en resguardo de la persona, un certificado que acredite que reúne las condiciones psiquiátricas y psicológicas requeridas. Es una defensa, obviamente, respecto de ella y en materia social.



Esta no es la única instancia en que ello ocurre. De otro modo, le pediría al Congreso cambiar muchas leyes.



Para el eventual adoptante, el Senado estableció una serie de requisitos y certificados que acreditan exactamente lo mismo, por los efectos que podrían provocarse en otras personas en virtud de un derecho susceptible de ser reconocido.



Para determinadas carreras, particularmente en el ámbito de la psicología, se requieren certificaciones equivalentes.



La misma lógica dice relación con muchos cargos en la Administración Pública.



¡No me digan ahora que la petición de un certificado pasa a ser una declaración de guerra contra alguien…!



Lo que se está haciendo es algo completamente razonable, que, además -para aquellos a quienes les importa mucho lo que pasa en el mundo, como si todo eso fuera mejor de lo que va a suceder en Chile-, es un requisito que se pide por doquier, que no constituye un impedimento, un disco pare, una zancadilla ni una puerta inabordable. 



Se está exigiendo algo completamente razonable para que una institución de este tipo tenga un buen fin. Porque admitamos que, por no existir un certificado de naturaleza médica, si una persona da un paso que después no asume de forma adecuada, eso sí puede ser un impedimento social de gran complejidad.



En consecuencia, señor Presidente, pido que no exageremos la argumentación para demoler una creación institucional. En muchos casos se exige un certificado: por ejemplo, en el mundo de la adopción, en el ingreso a determinadas carreras, en el ámbito de la Administración Pública, en el mundo de los trasplantes.



Una persona cercana a mí se encuentra, lamentablemente, en la lista pública para recibir un trasplante. Y dentro de las exigencias que le requirió el hospital, está la presentación de un certificado, justamente para sentirse que está acompañado durante todo el proceso que supone -porque son carencias, son dificultades- estar sometido a ese cambio médico.



Y ahora se dice que la modernidad -no sé quién califica de “moderno” a quien desea cambiarlo todo- implica la imposibilidad de exigir un requisito que ha sido razonable siempre, incluso para este mismo Parlamento. Resulta que ahora llegó una especie de virus que hace que sea negativo este tipo de cosas.



Yo, al menos, no quiero sumarme a eso.



Considero que la indicación que se propone es completamente razonable. ¡Completamente razonable!



Además, pido más humildad a las bancadas de enfrente, sobre todo a un Senador que me antecedió en el uso de la palabra. Aquí no se enfrentan los conservadores versus los progresistas; los buenos contra los malos.



Yo no sé quién les da el carácter de “progresistas”, como si ello constituyera progreso. ¡No sé si han traído mucho progreso a Chile; no sé si han traído mucho progreso al mundo!



Por mi parte, no tengo ningún trauma. Aquí, en estas bancas, históricamente han estado personas -con orgullo llevo su nombre- que han aportado al desarrollo nacional: como el caso de los autores, por ejemplo, de la Ley que consagró el Voto de la Mujer. 



¡Eso fue un avance y lo hizo un conservador!



Por lo tanto, señor Presidente, no hablemos aquí de los buenos y los malos. Que cada uno asuma sus consecuencias, de manera correcta y conforme a su esencia o dignidad.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la modificación al inciso quinto del ARTÍCULO 5° propuesta por el Senador señor Ignacio Walker (17 votos a favor, 12 en contra y 2 pareos).



Votaron por la afirmativa las señoras Goic, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Hernán Larraín, Matta, Pérez Varela, Pizarro, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa las señoras Allende, Muñoz y Lily Pérez y los señores De Urresti, Girardi, Guillier, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Quintana y Rossi.



No votaron, por estar pareados, los señores Moreira y Quinteros.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- 
¿Se entiende que el ARTÍCULO 5° queda aprobado en el resto de sus incisos?



Aprobado el ARTÍCULO 5º, con la misma votación anterior.

)-------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señoras y señores Senadores, en este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señores Moreira y Larraín, señoras Van Rysselberghe y Von Baer, señores Coloma, Pérez Varela y García-Huidobro, señora Pérez San Martín y señores Allamand, Araya, Chahuán, Espina, García, Harboe, Horvath, Lagos, Matta, Pizarro, Prokurica, Patricio Walker y Zaldívar, por medio del cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, realice los esfuerzos diplomáticos y administrativos necesarios para obtener la extradición del señor Raúl Escobar Poblete por su responsabilidad en el homicidio del ex Senador don Jaime Guzmán Errázuriz (boletín Nº S 1.938-12) (Véase en el Anexo, documento 11).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se pondrá en votación de inmediato.



Acordado.
ESFUERZOS DIPLOMÁTICOS Y ADMINISTRATIVOS PARA EXTRADICIÓN DE SEÑOR RAÚL ESCOBAR POBLETE. PROYECTO DE ACUERDO
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Como se señaló recién, se trata de un proyecto de acuerdo presentado por varios señores Senadores y señoras Senadoras, con el objetivo de pedir a la Presidenta de la República que lleve a cabo los esfuerzos diplomáticos y administrativos correspondientes para lograr la extradición del señor Raúl Escobar Poblete por su responsabilidad en el homicidio del ex Senador don Jaime Guzmán Errázuriz.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.938-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 22ª, en 13 de junio de 2017.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Hay acuerdo para aprobar la iniciativa?



--Se aprueba.
RECONOCIMIENTO Y PROTECCIÓN DE DERECHO DE IDENTIDAD DE GÉNERO

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Continúa la discusión en particular del proyecto sobre reconocimiento y protección de derecho de identidad de género.


Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde dirigirse ahora a la página 20 del boletín comparado. Ahí se intercala el siguiente título nuevo:



“Título III 


“Del procedimiento excepcional”


Dicha enmienda se aprobó por mayoría de votos y, además, incorpora un conjunto de artículos. 



Cabe recordar que, aparte de las indicaciones renovadas, se ha pedido votar separadamente cada artículo.



El primero dentro del título señalado corresponde al ARTÍCULO 6º, nuevo (páginas 20 a 23), al cual se le han formulado varias indicaciones.



La número 16 busca incorporar, al final del epígrafe, que dice: “DE LA SOLICITUD EFECTUADA POR PERSONA MAYOR DE EDAD CON VÍNCULO MATRIMONIAL NO DISUELTO”, la siguiente frase: “O CON ACUERDO DE UNIÓN CIVIL VIGENTE”.

 El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

La señora GOIC.- Señor Presidente, deseo plantear un aspecto reglamentario.

El señor ALLAMAND.- Por supuesto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la señora Senadora.

La señora GOIC.- Señor Presidente, todas las indicaciones renovadas a este artículo tratan sobre lo mismo. Entiendo que corresponden a las Nos 16 a 25 y 28. 



Por ello, sugiero que las discutamos y votemos en conjunto. 



No me cabe duda de que el Senador Allamand se va a referir al tema.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, la Senadora Goic me leyó el pensamiento.



La verdad es que quiero hacer un planteamiento general con relación a todo el ARTÍCULO 6º.



Entiendo que esta norma fue aprobada por unanimidad en la Comisión, de manera que no hay -por así decirlo- controversia en el texto propuesto.



El ARTÍCULO 6° discurre, básicamente, sobre la siguiente pregunta: ¿qué pasa si el solicitante de cambio registral de sexo y de nombre se encuentra con un vínculo matrimonial vigente, o sea, casado? 



La Comisión convino en que esa persona debía someterse a un procedimiento distinto de aquel que corresponde a una persona soltera, divorciada o viuda, que sigue la vía meramente administrativa de la que hemos estado discutiendo.



Entonces, señor Presidente, toda la disposición en análisis es absolutamente correcta.



El inciso primero señala que, en caso de existir un vínculo matrimonial no disuelto, la solicitud respectiva se deberá efectuar en sede judicial. 



En el inciso segundo, se dispone que el juez debe ordenar la notificación al cónyuge, dándole a conocer la citación a una audiencia especial. 



Posteriormente, como se trata del término del matrimonio, se establece la posibilidad de demandar compensación económica. 



Y, finalmente, se declara el fin del matrimonio en virtud de una causal completamente razonable.



El planteamiento de las indicaciones renovadas es el siguiente: todas las disposiciones del ARTÍCULO 6º, referidas al matrimonio, deben aplicarse exactamente igual, desde mi punto de vista, al acuerdo de unión civil.



Hace un rato alguien habló sobre cómo algunos parlamentarios se vanaglorian de defender los derechos. En verdad, quizás a algunos les molesta que el acuerdo de unión civil haya sido una iniciativa del Gobierno anterior y, en particular, de que su autor haya sido un parlamentario de estas bancas, quien les habla.



Yo no hago gárgaras ni digo ninguna cosa, pero me da la impresión de que la Ley que crea el Acuerdo de Unión Civil debe ser, desde el punto de vista de los derechos de las minorías en Chile, el paso más importante. 



¡Y ahí está la ley, avanzando!



Dicho eso, no se puede degradar el acuerdo de unión civil al extremo de tratar -como se pretende con esta norma- a quienes lo han suscrito como si fueran propiamente solteros. Todas las razones que existen -¡todas!- para establecer el procedimiento para las personas casadas concurren de manera idéntica para los que contraen una unión civil, sean estos homosexuales o heterosexuales.



Señor Presidente, quiero hacer presente el absurdo al que podría llegarse si no incorporamos la unión civil en esta norma. Faltas de consideración y de respeto podrían ocurrir.



¿Qué pasa si una persona está en una unión civil -me da exactamente lo mismo si es homosexual o heterosexual- y no incorporamos las indicaciones que estoy planteando? Podría llegar a suceder la siguiente situación: que uno de los convivientes fuera a cualquier oficina del Servicio de Registro Civil y cambiara su sexo, y posteriormente, le notificara a su pareja que la unión civil contraída ahora es con una persona que tiene otro sexo y otro nombre.



Francamente, eso no solo es degradar hasta el extremo el valor que el acuerdo de unión civil posee para nuestra sociedad, sino que, además, constituye una falta de consideración y de respeto.



Fíjense en la definición respectiva: “El acuerdo de unión civil es un contrato celebrado entre dos personas que comparten un hogar, con el propósito de regular los efectos jurídicos derivados de su vida afectiva en común, de carácter estable y permanente”. Constituye ni más ni menos que un estado civil. Pero, curiosamente, por alguna razón que no logro entender, no se le aplican las mismas normas que al matrimonio.



Señor Presidente, para no extenderme, hago presente que las referidas indicaciones -la Secretaría las puede leer, de acuerdo a lo que ha solicitado la Senadora Goic- recaen en los incisos donde se menciona el matrimonio y buscan agregar a continuación el acuerdo de unión civil.



Esa es la argumentación que me corresponde formular en esta oportunidad.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora NARVÁEZ (Ministra Secretaria General de Gobierno).- Señor Presidente, esas indicaciones presentan el problema de pretender que el cambio de nombre y de sexo registral signifique el término del acuerdo de unión civil, igualando la situación con que fue tratado el matrimonio en el proyecto que nos ocupa.



En tal sentido, en el ARTÍCULO 6º se establece un procedimiento de carácter contencioso a aplicar en caso de que un solicitante posea vínculo matrimonial no disuelto.



¿Por qué creemos, como Ejecutivo, que no es posible igualar el acuerdo de unión civil con el matrimonio en la presente iniciativa?



1.- En cuanto al sexo de los contratantes:


Para el matrimonio, el sexo de los contrayentes es un aspecto relevante, toda vez que el artículo 102 del Código Civil establece que el matrimonio “es un contrato solemne en virtud del cual un hombre y una mujer se unen actual e indisolublemente, y por toda la vida, con el fin de vivir juntos, de procrear, y de auxiliarse mutuamente.”.



En cambio, para el acuerdo de unión civil, el sexo no es un aspecto determinante, toda vez que puede ser suscrito entre personas de igual o diferente sexo. Así, el artículo 1º de la ley N° 20.830, que crea el Acuerdo de Unión Civil, señala que: “El acuerdo de unión civil es un contrato celebrado entre dos personas que comparten un hogar, con el propósito de regular los efectos jurídicos derivados de su vida afectiva en común, de carácter estable y permanente. (...)”.


Dada la actual legislación, la diversidad de sexo de los contrayentes es un requisito de existencia del matrimonio, situación que no ocurre con el acuerdo de unión civil.


El Nº 4 del artículo 54º de la Ley de Matrimonio Civil establece como causal de divorcio la “conducta homosexual”, algo que no sería posible invocar en el acuerdo de unión civil.


2.- En cuanto a su terminación:


En el actual proyecto se dispuso que, si una persona quiere cambiar su nombre y sexo registral y posee un vínculo matrimonial no disuelto, debe acudir al procedimiento que se contempla en el ARTÍCULO 6°, el cual contempla notificaciones, audiencias y requisitos que deben cumplirse.



Sin embargo, según se establece en la letra e) del artículo 26º de la ley Nº 20.830, por la voluntad unilateral de uno de los convivientes civiles, y mediando solo una notificación, se puede poner fin al acuerdo de unión civil.



En tal sentido, si uno de los contratantes estima que no desea perseverar en dicho acuerdo, podrá ponerle término mediante una simple notificación.



Si se acogen las indicaciones renovadas, de manera innecesaria, se hará más engorroso el procedimiento para finalizar el acuerdo de unión civil.


Gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- A usted, señora Ministra.



Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, si algo puedo celebrar y reconocer -y efectivamente el Senador Allamand fue el autor-, es haber aprobado el proyecto que creó el acuerdo de unión civil, que en su momento la UDI no quiso apoyar. 



Asimismo, cuando presentamos la iniciativa sobre disolución del vínculo matrimonial -nosotros fuimos sus autores-, también recibimos una oposición férrea. Después de harto tiempo -¡pasaron muchos años!-, el país logró ver que era posible. Nos demoramos años en analizarlo con el Senador Ignacio Walker y la entonces Diputada Mariana Aylwin. Trabajamos en ello intensamente. 



Nos costó mucho, ¡mucho!, lograr que hubiera divorcio en nuestro país y que se permitiera a las personas contraer de nuevo matrimonio, ni más ni menos.



Bueno, en ese proceso legislativo obtuvimos una oposición férrea.



¿Qué quiero señalar con lo anterior? 



En primer lugar, que haber aprobado un acuerdo de unión civil, iniciativa presentada durante el Gobierno pasado y cuya tramitación se prolongó hasta la Administración actual, fue muy importante. ¡Tremendamente importante! 



Estamos hablando de dar un espacio con dignidad y un derecho para que lo ejerzan quienes así lo estimen pertinente.



Por otro lado, recordé la dificultad enorme que enfrentamos para despachar la iniciativa relativa a la disolución del vínculo matrimonial. 



Cabe reafirmar que el matrimonio -por desgracia, así es- no significa lo mismo que el acuerdo de unión civil. De hecho, el Código Civil define el vínculo matrimonial como un contrato entre un hombre y una mujer, lo cual difiere del acuerdo de unión civil, que puede ser contraído por dos personas del mismo sexo o heterosexuales. ¡Hay una tremenda diferencia entre ambos contratos!



Entonces, no podemos comparar el matrimonio con el acuerdo de unión civil. Reitero que este último corresponde a un contrato celebrado entre dos personas que comparten un hogar común y que buscan regular los efectos jurídicos que implica su vida afectiva, personal, emocional, en pareja. Ese contrato es entre personas del mismo o distinto sexo.



Por lo tanto, no es lógico que se incluya, en las normas sobre solicitud de rectificación de sexo presentada por personas con vínculo matrimonial no disuelto, el acuerdo de unión civil y tampoco que se notifique de la petición al conviviente, sobre todo considerando que para tal contrato el género no resulta relevante -¡es irrelevante!-, pues no se necesita que las personas tengan distinto sexo, como sí ocurre, de acuerdo a nuestra legislación, en el caso del matrimonio.



En consecuencia, considero que se comete un error al tratar de homologar ambos sistemas. 



Me alegra mucho que dignifiquemos el acuerdo de unión civil, como hemos procurado hacerlo hasta ahora. Pero soy de los que creen que en cierto momento Chile va a evolucionar de alguna manera y va a aceptar lo que en muchos países es una realidad: el matrimonio igualitario, lo cual me parece perfectamente posible.



Por tales razones, señor Presidente, en las circunstancias y condiciones aquí señaladas considero que sería un error acoger las indicaciones renovadas. Por eso, voy a votarlas en contra.



El caso del matrimonio es distinto, como hemos sostenido. Dado que solo se celebra entre un hombre y una mujer, la rectificación del género de uno de los esposos provoca efectos en la disolución del vínculo. En el fondo, no se cumpliría un requisito de la esencia misma de dicha institución.



Por eso se establece una serie de procedimientos en los incisos del ARTÍCULO 6º. Entre ellos, se contempla una audiencia especial de terminación del matrimonio, que no se exige en los casos del acuerdo de unión civil, para los cuales -como bien sabemos- existe un mecanismo de disolución bien simplificado. Es radicalmente diferente de lo que ocurre para el caso del matrimonio.



Señor Presidente, estimo que las indicaciones renovadas no son correctas, por lo que las voy a votar en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, tal como manifestó la Ministra, el matrimonio es entre un hombre y una mujer. 



Por su parte, en el acuerdo de unión civil, el sexo de los contratantes no resulta determinante para la celebración del respectivo contrato.



De hecho, la ley Nº 20.830 entrega una definición en su artículo 1º, que dice: “El acuerdo de unión civil es un contrato celebrado entre dos personas que comparten un hogar, con el propósito de regular los efectos jurídicos derivados de su vida afectiva en común, de carácter estable y permanente. Los contrayentes se denominarán convivientes civiles y serán considerados parientes para los efectos previstos en el artículo 42 del Código Civil.”.



El precepto habla de “personas”, sin señalar como determinante su sexo.



En el caso del matrimonio, el sexo de los contratantes es expresamente determinante para suscribir el contrato, pues solo puede celebrarse entre un hombre y una mujer. En efecto, el artículo 102 del Código Civil señala que “El matrimonio es un contrato solemne por el cual un hombre y una mujer se unen actual e indisolublemente, y por toda la vida, con el fin de vivir juntos, de procrear, y de auxiliarse mutuamente”. 



La interpretación en virtud de la cual el sexo significa, necesariamente, un cambio en la identidad de la persona, tendría como consecuencia el término de todos los contratos llamados “intuitu personae”.



Aquí quiero hacer la diferencia, señor Presidente. 



Se dice que, en el caso del acuerdo de unión civil, cuando una persona cambia de sexo el contrato tiene que terminar. La pregunta es por qué debe terminar ese contrato, donde el sexo de la persona no es determinante, y no otros contratos donde el sexo de la persona tampoco es determinante.



Entonces, en todos aquellos contratos que se celebran en consideración a la persona, que los abogados llaman “intuitu personae”, donde la persona es determinante, debieran terminar. Así, tendrían que terminar todos los contratos de trabajo, las sociedades colectivas, los derechos de usufructo, habría que retrotraer donaciones, terminar con los derechos de uso, de habitación, etcétera, todos los contratos donde es importante la persona.



Por lo tanto, resulta lógico que en este proyecto estemos hablando de la misma persona, donde lo único que pasa a cambiar es su sexo. En este caso tiene que ver con la persona y no con el sexo, que es la diferencia con el matrimonio. Por ende, solo debe ponerse término a aquellos contratos donde la ley señala expresamente que el sexo es determinante. 



Y aquí quiero volver a insistir en el punto.



Desde nuestra perspectiva, no debe ponerse término a todos los contratos que los abogados llaman “intuitu personae”, o sea, los que se celebran en consideración a la persona, sino solo a aquellos donde es determinante el sexo de las personas que contraen el vínculo. Y el único contrato, ¡el único!, donde el sexo de las personas resulta determinante es el matrimonio, porque es un contrato entre un hombre y una mujer. 



En consecuencia, señor Presidente, nosotros consideramos que el contrato que debe disolverse en el momento del cambio de sexo de una persona es el matrimonio, porque es el que se funda en el hecho de que hay dos personas de distinto sexo.



Esa es la diferencia. El matrimonio no es igual al acuerdo de unión civil. 



Es por eso que nosotros creemos que el matrimonio tiene que mantenerse como tal, esto es, entre un hombre y una mujer, porque es distinto -repito- al acuerdo de unión civil.



Y es por eso que nosotros vamos a defender el matrimonio, por ser diferente de otros contratos. Es el único entre un hombre y una mujer.



Por lo tanto, señor Presidente, en defensa del matrimonio, nosotros votamos en contra de esta indicación, pues consideramos que hay una diferencia entre el matrimonio y la unión civil, que es la que planteaba la señora Ministra. El matrimonio es el único contrato entre un hombre y una mujer, y lo vamos a defender como tal, en su naturaleza propia: como un contrato entre dos personas de distinto sexo.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Seré muy breve, señor Presidente, porque la idea es tratar de despachar este proyecto cuanto antes.



Considero que las argumentaciones de la señora Ministra y de la Senadora Von Baer son superclaras, por lo que no logro entender bien el sentido de la indicación del Senador Allamand, salvo en un aspecto, que no es el que se plantea acá.



Pongo la siguiente hipótesis, que formulo como inquietud.



Me parece que la norma no se aplica al acuerdo de unión civil, que es un contrato entre personas, las que, para el caso del matrimonio, deben ser, como dice el Código Civil, un hombre y una mujer, como requisito de su esencia. 



Eso está claro y, en mi opinión, despejado. Así que la similitud no ayuda. 



Donde sí considero que se plantea un tema de derechos o de valores es en la situación que voy a indicar.



Yo celebro un acuerdo de unión civil con otro varón, nos separamos de hecho y, al cabo de un tiempo, la persona con la que celebré dicho acuerdo cambia o pretende cambiar su identidad de género. La pregunta es si yo debo ser informado. Creo que ahí podría proceder, si es que a mí no me parece terminar esa relación contractual. 



¿Me explico?



Cuando vi la indicación pensé que lo que el Senador Allamand perseguía no era poner término al acuerdo de unión civil. Porque ¿qué ocurre si una persona quiere seguir compartiendo con su pareja, aunque haya cambiado su identidad de género? La indicación, tal como la plantea mi colega, no da esa posibilidad. ¿Me explico? 



Establece que, si alguien cambia su identidad de género, se notifica a la pareja y se procede, en consecuencia, a disolver el matrimonio y, en este caso, tal como propone el Senador Allamand, el acuerdo de unión civil.



Si parto de la base de que el acuerdo de unión civil permite un vínculo entre personas del mismo o distinto sexo, al menos podría considerarse la voluntad de las partes de decir: “Sí, efectivamente mi pareja cambió su identidad de género, pero yo sigo con ella”. Sin embargo, como se halla planteada la norma, se terminaría la relación.



Por eso no comparto la indicación, porque el matrimonio es una cosa distinta, y porque, además, ella es tremendamente injusta. Lo único que yo rescataría es la notificación a la persona que contrae un acuerdo de unión civil con un hombre o una mujer que después cambia de género sin su consentimiento, porque aquello, en mi concepto, era parte de la relación, caso en el cual, ocurrido eso, nace el derecho, para aquel de los contrayentes que no ha cambiado de género, de decir “Sigo con este acuerdo de unión civil”, o “Hasta aquí llego”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, creo que esta discusión ha estado caminando por orillas equivocadas.



Pienso que esta es, esencialmente, una cuestión de naturaleza jurídica. Y por eso muchas de las explicaciones, entre ellas la de la Senadora Von Baer, en el sentido de que esto se explica en el matrimonio y no en otras figuras de carácter jurídico distinto, no son, a mi juicio, las más correctas, las más aceptadas en cuanto a la naturaleza jurídica de lo que estamos discutiendo.



¿Por qué digo lo anterior? Porque el acuerdo de unión civil, posible de llevarse a cabo entre dos mujeres, entre dos hombres o entre un hombre y una mujer, puede ser indistinto, es cierto, cualquiera que sea el camino, pero en cada una de esas determinaciones la persona con la que se contrae el acuerdo es esencial. Si un hombre celebra un acuerdo de unión civil con otro hombre, esto es esencial para dicha figura, lo mismo que lo es para un matrimonio cuando se contrae con una mujer. En cada una de las relaciones en que se concreta un acuerdo de unión civil es esencial, a mi juicio, el hecho de que sea entre dos hombres, entre dos mujeres o entre un hombre y una mujer.



Por lo tanto, si un hombre celebró el acuerdo de unión civil con otro hombre y con el tiempo uno de ellos, por ser trans, cambia de género, es evidente que la relación, desde un punto de vista formal y jurídico, cambia: no es el mismo acto que había al principio. Idéntica situación se da en el matrimonio: si un hombre se casa con una mujer y la mujer o el hombre cambia de género, la relación no es la misma que la que existía al comienzo. En consecuencia, lo que se dice de lo uno se dice de lo otro, o, dicho de otra manera, donde existe la misma razón existe la misma disposición.



Tal es el raciocinio jurídico, porque, si no, se podría dar una situación muy absurda. 



La mayoría de los acuerdos de unión civil se realizan entre hombres y mujeres, más que entre personas del mismo sexo. Es lo que indica la aplicación de la ley durante estos años.



Podría darse, entonces, un acuerdo de unión civil entre un hombre y una mujer, en que la mujer es trans, y un matrimonio donde la mujer es trans. Si la mujer cambia a hombre se produciría la disolución en un caso y no en el otro, en circunstancias de que, si bien son de naturaleza jurídica distinta, se trata de instituciones similares para estos efectos, por cuanto las personas y su sexo resultan determinantes para la decisión de contraer el vínculo.



Por lo tanto, si el artículo 6°, tal cual está redactado, es razonable, resulta evidente que también hay que incorporar en él al acuerdo de unión civil. Y no lo digo simplemente por una mera formalidad jurídica, por cuanto estamos frente a una cuestión que dice relación con la naturaleza jurídica del referido acuerdo. De lo contrario, estaríamos convirtiendo esta figura en cualquier cosa.



Aquí se ha subrayado que costó mucho sacarlo, y es efectivo. Así fue. Hubo quienes cambiaron su manera de pensar después del debate, lo cual es sano y positivo. Yo lo creía necesario solo para parejas del mismo sexo. Pero en fin. Fue aprobado de una manera distinta y las cosas operan como operan.



Considero fundamental, señor Presidente, tratar de tener coherencia en esta discusión, no meramente formal, entre un artículo y otro -como yo reclamaba a propósito de otra disposición-, sino en la esencia de las instituciones. 



Aquí hay una cuestión esencialmente jurídica de por medio. Y cuando existe razón para disolver una institución que en esta materia guarda similitudes con otra, no se ve por qué en un caso ello debe ocurrir y en el otro no.



En consecuencia, creo que se debe incorporar el acuerdo de unión civil en la norma, para darle coherencia, fuerza y además respetabilidad a lo que hicimos al contemplar dicha figura en nuestra legislación.



Por eso, con mucha convicción, apoyo la propuesta del Senador Allamand.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero quedarme con la frase final de quien me antecedió, el Senador Hernán Larraín, en términos de lo que significa la respetabilidad de la relación.



Me parece que es menospreciar la unión civil que se ha generado cuando ella afecta a quienes la conforman (dos hombres, dos mujeres, o un hombre y una mujer) y ni siquiera se le notifica a la otra parte el cambio en las condiciones en que esa relación se pretende llevar adelante.



Quiero explicarlo brevemente.



Si no me equivoco, con Su Señoría nos tocó tramitar en la Comisión de Constitución la iniciativa que creó el acuerdo de unión civil. Fue un muy buen proyecto, iniciado por el Senador Allamand, el cual, como se señala expresamente, regula los efectos jurídicos derivados de la vida afectiva en común, de carácter estable y permanente. O sea, se celebra con el objeto de regular los efectos jurídicos de la vida afectiva en común.



Por lo tanto, cuando se regula una relación cuyo origen es la vida afectiva en común, resulta evidente que uno de los factores que se tienen a la vista es la consideración de si la persona con la cual se establece esa vida en pareja, en común, es hombre o es mujer. Por tal motivo, si uno de los contrayentes de la unión civil toma la decisión de cambiar su sexo registral de hombre a mujer, es obvio que ello afecta a la contraparte de la relación. ¡Cómo se puede suponer que le va a ser indiferente!



Eso me parece un profundo error. Significa menospreciar y menoscabar a quienes forman parte de una unión civil.



Si dos hombres deciden celebrar dicho pacto es porque tienen una relación afectiva de carácter estable y permanente y porque ambos poseen la condición de hombres. Sin embargo, acá se está diciendo que una de las partes de una unión civil -sea entre dos hombres, entre dos mujeres o entre un hombre y una mujer- puede, unilateralmente, cambiar su identidad y no comunicárselo nunca a la otra, la que simplemente se enteraría por el diario o por amigos u otros terceros. 



Estamos hablando de una relación entre dos personas que ha generado efectos jurídicos. Y nosotros estamos permitiendo que, tratándose de una institución creada por ley, con ciertas formalidades y cuyo objeto es regular una relación seria, una de las partes puede cambiar, de la noche a la mañana, su sexo registral -o sea, pasar de hombre a mujer o de mujer a hombre-, sin tener que avisarle a la otra, ignorándola.



Me parece que la indicación presentada es de todo sentido común. No aprobarla significaría un desprecio hacia una relación de afecto. Sinceramente, pienso que excluir la unión civil de la norma es despreciar el valor de una relación afectiva entre dos personas y suponer que el cambio de sexo de una de ellas no producirá ningún efecto en esa relación personal.



¿Por qué el legislador se va a atribuir el derecho de establecer que en una relación de afecto, de carácter personal, uno de los contrayentes puede cambiar unilateralmente de sexo y que eso no afecte la relación afectiva?



Entonces, si se trata de un matrimonio entre un hombre y una mujer, se notifica. Si es una unión civil entre un hombre y una mujer, entre dos mujeres o entre dos hombres, la relación afectiva no vale nada; se la menosprecia. Y al conviviente civil afectado se le dice: “Mire, usted se enterará circunstancialmente, a través de un amigo u otro tercero, de que su pareja, con la que usted realizó una ceremonia de unión, con la que usted ha desarrollado relaciones patrimoniales, con la que usted mantiene una relación afectiva, ha cambiado unilateralmente de sexo”.





Eso, señor Presidente, significa menospreciar el valor de las relaciones de afecto. 



Excluir la unión civil de la disposición es simplemente considerar que ella no cobija ninguna relación de afecto estable y que jamás se tuvo en consideración, ¡jamás!, las características o la condición sexual de los contrayentes.



Por lo tanto, me parece que la indicación presentada por el Senador Allamand es de toda justicia. Y, si no se aprueba, lo que hará el Senado será menospreciar dicha relación. La estará ninguneando, quitándole valor, por el solo hecho de ser una relación entre dos personas del mismo sexo, lo cual considero extraordinariamente injusto.



Por eso, se cometerá un grave error si no se incluye la unión civil dentro de las normas que regirán cuando en un matrimonio uno de los cónyuges cambie de sexo. Será una discriminación sin ningún sentido.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, esta fue una larga discusión que se dio en el seno de la Comisión y que se basó, en parte, en el hecho de que el artículo 102 del Código Civil establece, específicamente, que el matrimonio es un contrato que regula la relación afectiva entre un hombre y una mujer.



En tal virtud, era evidente que si uno de los cónyuges cambiaba de sexo, el matrimonio quedaba celebrado, desde el punto de vista civil o contractual, entre dos hombres o dos mujeres. De ahí que nos pareció razonable aprobar el texto presentado por el Ejecutivo. 



Por lo tanto, no estamos de acuerdo con la indicación que ha formulado el Senador Allamand. Cuando hablamos de un acuerdo de unión civil, estamos refiriéndonos a la regulación afectiva entre dos personas, que pueden ser de distinto sexo pero también del mismo sexo.



Esa fue la esencia de la discusión que se dio en el seno de la Comisión.



Sobre tal base, estimamos razonable que esta causal de término se mantuviera solo para el matrimonio. En un acuerdo de unión civil, sea entre dos personas del mismo o de diferente sexo, siempre existe la posibilidad de terminar el vínculo de manera unilateral, volviendo nuevamente los contrayentes a su estado de solteros. No sucede lo mismo en el matrimonio, pues, si no se da una causal de término, lo que corresponde es recurrir al divorcio, donde los cónyuges no vuelven a ser solteros sino que pasan a adquirir el estado civil de divorciados. Por lo tanto, si queremos que vuelvan a ser solteros, lo que procede es dar por terminado el matrimonio.



Pensamos que homologar dos figuras distintas, como son el acuerdo de unión civil y el matrimonio, es un error. Y por eso no estamos de acuerdo con la indicación presentada por el Senador Allamand y sí aprobamos la formulada por el Ejecutivo, que consigna como causal de término del matrimonio el cambio de sexo registral.



Creemos que eso resguarda lo que plantea el Código Civil en el sentido de que esta figura jurídica se aplica entre personas de sexo opuesto.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para abrir la votación?

El señor COLOMA.- ¿Las indicaciones son todas iguales, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No, señor Senador.



Pondré en votación las indicaciones renovadas que se refieren al acuerdo de unión civil -son todas del Senador señor Allamand-, y que recaen sobre el ARTÍCULO 6º del proyecto.



¿Habría acuerdo para abrir la votación?

El señor LARRAÍN.- Conforme.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Pero yo había pedido la palabra, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Así es, señora Senadora. Está inscrita y podrá hacer uso de la palabra a continuación.



En votación las indicaciones renovadas que indiqué.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito la autorización de la Sala para que, en algunos minutos más, me reemplace en la testera el Honorable señor Tuma.



Acordado.


--Pasa a dirigir la sesión el Senador señor Tuma, en calidad de Presidente accidental.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, voy a apoyar las indicaciones del Senador Allamand por argumentos distintos a los que algunos colegas han dado.



Creo que estas indicaciones le dan al acuerdo de unión civil un peso jurídico casi equivalente al del matrimonio igualitario, aun cuando no lo sea.



Para quienes somos partidarios del matrimonio igualitario obviamente el acuerdo de unión civil es un paso adelante.



Hoy día aquí muchos hablan de ese acuerdo, pero una gran mayoría lo votó en contra.



Quiero recordar que el proyecto de ley sobre la materia fue presentado durante la Administración del entonces Presidente Piñera -él lo presentó y lo defendimos solo algunos Senadores de la actual Oposición que estamos en la Sala- y fue promulgado en el actual Gobierno de la Presidenta Bachelet.



En mi concepto, el acuerdo de unión civil tiene efectos muy importantes.



Y si Sus Señorías se remiten a las cifras que entrega el Registro Civil observarán que cerca del 70 por ciento de las parejas que han concurrido al acuerdo de unión civil son heterosexuales, no de un mismo sexo, que conviven y que, por diversas razones, no podían o no querían casarse.



Insisto: cerca del 70 por ciento son parejas heterosexuales.



Por lo tanto, los efectos de dicho acuerdo son idénticos a los de un matrimonio.



Por eso, al aprobar estas indicaciones estamos dando reconocimiento a los efectos jurídicos del acuerdo de unión civil, homologándolo y poniéndolo prácticamente al mismo nivel y estatus jurídico que el matrimonio igualitario, pues en el futuro ese será el próximo paso.



Así que voy a apoyar las indicaciones.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, obviamente uno tiene que actuar conforme a sus convicciones y, tratando de buscarle la mejor buena voluntad a las indicaciones del Senador Allamand, lo cierto es que al final, luego de una reflexión interna, no las comparto. Ello porque, aun cuando entiendo que se trata de materias discutibles como todas las cosas en este ámbito, considero que el matrimonio es un contrato donde expresamente el sexo del hombre y de la mujer es determinante.



Por algo no puede existir un matrimonio entre contrayentes del mismo sexo, pues conforme al artículo respectivo del Código Civil esta institución es un contrato solemne en que un hombre y una mujer se unen actual e indisolublemente para los efectos que hemos visto.



Entonces, es de la esencia del matrimonio el que se contraiga entre un hombre y una mujer.



En el acuerdo de unión civil, el sexo no es determinante, no es de la esencia. Se habla de personas. Tan poco determinante es el sexo que, tal como quedó establecido, puede contraerse entre dos hombres, entre dos mujeres o entre un hombre y una mujer.



Entonces, no puede ser de la esencia algo que, por su naturaleza, no se exige en la institución.



El problema es qué ocurre cuando se registra un cambio en el sexo de uno de los contrayentes. Y el efecto no puede ser el mismo en una institución donde el sexo es esencial que en aquella donde no lo es.



En consecuencia, igualar una institución con otra, a mi juicio, es un error. El carácter determinante del sexo solo tiene que ver con los efectos en el matrimonio.



Además, si uno extendiera el argumento y dijera que al modificar el sexo cambia necesariamente la identidad de la persona, entonces habría que disolver todos los contratos intuitu personae, que son bastantes: las donaciones, los derechos de uso, las sociedades colectivas, los contratos de trabajo, los derechos de usufructo. 



Todos esos instrumentos están hechos en función de la persona, no en función de su sexo.



Esa es la profunda diferencia entre un caso y otro.



Por eso, a mí me parece que -curiosamente para estos efectos este tema conforma todo el resto de la discusión- la solución planteada por el Gobierno es la correcta, en el sentido de no extender los efectos de una institución a los de la otra.



Asimismo, considero importante reconocer la argumentación que se ha dado en torno a cuáles son las consecuencias de estos cambios en el ARTÍCULO 6º. El efecto del cambio de sexo en el matrimonio es la disolución del vínculo, porque dicha institución está hecha en función de un hombre y una mujer. Si uno iguala esa institución al acuerdo de unión civil, como en este último el sexo de los contrayentes no es determinante, perfectamente puede suceder que, a pesar de que uno de ellos cambie de sexo, los contrayentes no tengan la intención de colocar término al vínculo. Y, por último, eso se puede lograr unilateralmente ante el Registro Civil.



Por eso, señor Presidente, pienso que esta discusión no es menor, es bien jurídica y tiene un trasfondo que dice relación con la identificación de las instituciones.



Y desde mi perspectiva, la mejor forma de defender el matrimonio entre un hombre y una mujer es darle el carácter de especial y no a la diferencia entre las personas, como lo hace el acuerdo de unión civil.



Por esas razones, señor Presidente, en este caso no voy a aprobar las indicaciones.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, no logré comprender la argumentación del Senador Coloma, porque lo que está claro es que el acuerdo de unión civil -y se encuentra en la Sala el autor de la ley, el Senador Allamand, quien dedicó vida, pasión, sudor y lágrimas a ella- permite la unión civil entre personas de distinto sexo. De esa manera, muchas parejas que convivían y que habían estado juntas durante larguísimos años pudieron establecer un vínculo que les diera protección. ¡Es extraordinariamente positivo!



Y también dicha modalidad permite la unión de convivientes del mismo sexo sin importar esa condición, toda vez que no es un matrimonio, sino una figura legal que el Senado aprobó y que ahora es ley de la república.



Por lo tanto, ante la exigencia de que al cambiar el sexo de uno de los integrantes tenga que disolverse la unión civil, en la misma ley se contemplan ambas opciones, y lo que se hace es pasar de la opción A a la B, generando la misma legalidad, el mismo reconocimiento. No varía, porque ambos casos están contemplados: es decir, cuando se trata de una unión civil entre heterosexuales y cuando son dos personas del mismo sexo.



El que dentro de una pareja heterosexual uno de sus integrantes cambie de sexo también está contemplado en la legislación.



Esa fue la tremenda virtud...

El señor COLOMA.- ¿Qué está contemplado?

El señor NAVARRO.- Está contemplado que haya unión civil entre personas del mismo sexo y también entre heterosexuales.



Y en caso de que en una pareja heterosexual alguien cambie de sexo, quedando ambas personas del mismo sexo, la ley contempla que siga la unión civil...

El señor COLOMA.- ¡Eso es lo que dije yo!

El señor NAVARRO.- Disculpe, Senador. Lo entendí mal.



Entonces, digámoslo francamente. Hicimos un debate en la Comisión de Derechos Humanos y hoy día estamos haciendo otro que cambia sustantivamente todo lo que discutimos durante tres años en ella.



Y el Senador Allamand, como es estudioso de estas materias, asertivamente ha traído a la Sala indicaciones que perdió en la Comisión, a fin de reponerlas.



Entonces, creo que este es un tema que el Senador Allamand debiera comprender de manera efectiva.



Me parece que el alcance de la indicación que agrega la frase “O CON ACUERDO DE LA UNIÓN CIVIL VIGENTE”, si se mantiene aquel espíritu, no debiera generar problemas. Pero no es el caso del matrimonio, que ya está desechado. 



Recuerdo que yo estuve en contra de establecer el divorcio obligatorio, o la imposición del divorcio, por cambio de sexo, pues me parecía, por cierto, una situación contradictoria de parte de los defensores de tal vínculo. ¡Yo no soy defensor del matrimonio! Sin embargo, obligar a divorciarse a las personas es una contradicción ineludible desde el punto de vista estricto de la institución “matrimonio”, más allá de la diversidad de sexo. 



No escuché la defensa del Senador Allamand de su indicación, pero sí oí lo que otros colegas opinaron respecto de ella, y puedo señalar que me parece adecuado si en la unión civil se mantiene -por su intermedio, señor Presidente, se lo hago presente al señor Senador- que en ambos casos (heterosexuales y homosexuales) no haya variación, porque en definitiva la norma pertinente contempla las dos situaciones. 



He dicho.

El señor TUMA (Presidente accidental).- No tengo más inscritos. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Presidente accidental).- Terminada la votación. 



--Se rechaza el conjunto de indicaciones renovadas al ARTÍCULO 6°, relacionadas con el acuerdo de unión civil (13 votos en contra, 7 a favor y 2 abstenciones).



Votaron por la negativa las señoras Allende, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, De Urresti, Girardi, Guillier, Lagos, Montes, Pizarro y Quintana.


Votaron por la afirmativa las señoras Goic y Lily Pérez y los señores Allamand, Espina, Hernán Larraín, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Se abstuvieron los señores García y Navarro.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, habría que votar la proposición de la Comisión de Derechos Humanos para intercalar el ARTÍCULO 6°, nuevo, al proyecto. 

El señor TUMA (Presidente accidental).- En votación. 



--(Durante la votación).
El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Espina, para fundamentar su voto.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, lo que ocurre es que nosotros defendimos la tesis de que esta norma debería aplicarse al acuerdo de unión civil, al igual que al matrimonio. Eso fue rechazado, por tanto solo regirá para el vínculo matrimonial. 



Obviamente, somos partidarios de que en el caso del matrimonio se notifique al cónyuge que se ha producido un cambio de sexo registral y, en consecuencia, se inicie todo el procedimiento para la disolución de ese vínculo. 



Simplemente quiero dejar constancia de eso, y anunciar que me voy a abstener, porque no deseo enviar una señal confusa en esta materia.



Nuestra meta era que dicha disposición se aplicara tanto para el matrimonio como para el acuerdo de unión civil. Como no se aprobó, entonces lo razonable es abstenerse, no porque seamos contrarios a que rija para el matrimonio, sino porque no se alcanza el objetivo de extender la norma a lo que nosotros señalamos. 



Quiero hacer constar tal situación para la historia fidedigna de la ley, a objeto de que no se interprete que tampoco queríamos que eso rigiera para el matrimonio; al contrario, pretendíamos que además de a aquel, se aplicara a la unión civil. 



Esa es la razón de nuestra abstención. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Presidente accidental).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el ARTÍCULO 6°, nuevo, propuesto por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía (15 votos a favor y 3 abstenciones). 



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Coloma, De Urresti, García, Girardi, Guillier, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana y Patricio Walker. 


Se abstuvieron los señores Allamand, Espina y Hernán Larraín. 

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Correspondería, dentro del “Título III Del procedimiento excepcional” que se intercala, pronunciarse sobre la incorporación del ARTÍCULO 7°, nuevo -página 24 del boletín comparado-: “DE LA ORDEN DEL TRIBUNAL PARA EFECTUAR LA RECTIFICACIÓN DE LA PARTIDA DE NACIMIENTO Y LOS DOCUMENTOS DE IDENTIFICACIÓN.”.

El señor TUMA (Presidente accidental).- En discusión. 



Ofrezco la palabra. 



Ofrezco la palabra. 



Cerrado el debate.

El señor PIZARRO.- Nadie se opone, señor Presidente.

El señor ALLAMAND.- Votación nomás.

El señor TUMA (Presidente accidental).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el ARTÍCULO 7°, nuevo, propuesto por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía (13 votos a favor, uno en contra, 2 abstenciones y un pareo). 



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Allamand, De Urresti, Espina, Girardi, Guillier, Montes, Pizarro, Quintana y Patricio Walker. 


Votó por la negativa el señor Navarro.


Se abstuvieron los señores Chahuán y Hernán Larraín. 


No votó, por estar pareado, el señor Tuma.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, habría que ocuparse del ARTÍCULO 7°, que ha pasado a ser ARTÍCULO 8°, que figura entre las páginas 25 y 29 del boletín comparado. 



Se ha pedido votación separada de esta norma, pero además pronunciamiento aparte de su inciso final completo (página 29 del comparado) y de una parte de él, que es la frase que expresa: “y la forma en que se emitirán los certificados de terceros vinculados con la persona que ha modificado su sexo y nombre, como sus hijos e hijas, o el o la ex cónyuge, cuando no se haya solicitado rectificar las partidas vinculadas a dichos terceros.”. 



Respecto del ARTÍCULO 7°, que ha pasado a ser ARTÍCULO 8°, podrían votarse las modificaciones propuestas por la Comisión de Derechos Humanos que van desde las páginas 25 a 29, hasta el penúltimo inciso.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- ¿Les parece a Sus Señorías que votemos el ARTÍCULO 8°, que figura entre las páginas 25 y 29 del comparado, hasta el penúltimo inciso?

El señor LARRAÍN.- ¿Hay alguna indicación de votación separada, señor Presidente?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Como ya señalé, se pidió votación separada del ARTÍCULO 8°, que la Comisión de Derechos Humanos modificó (páginas 25 a 29 del boletín comparado). Y solo se solicitaron, en forma especial además, dos votaciones separadas en su inciso final.



De consiguiente, si Sus Señorías lo desean, en primer lugar podría votarse dicho artículo hasta su penúltimo inciso. 

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, tengo una consulta de carácter formal.



El inciso tercero, que se consigna en la página 26, se refiere a los documentos de identidad. Y dice: “Los documentos de identidad anteriores no podrán ser usados, solicitados o exhibidos bajo ninguna circunstancia y en ninguna entidad pública o privada, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 11.”.



Mi pregunta es si acaso ello guarda relación con la reserva de la información, pues se trata de documentos públicos. Por lo tanto, declarada la reserva de los documentos, ¿el referido inciso no debería ser votado con quorum especial, conforme a lo dispuesto en el artículo 8° de la Constitución?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, a propósito de lo planteado por el Senador Larraín, el inciso tercero señala: “Los documentos de identidad anteriores no podrán ser usados, solicitados o exhibidos bajo ninguna circunstancia y en ninguna entidad pública o privada, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 11.”.



Pero respecto del ARTÍCULO 11 aprobado en general por el Senado -según consta en el boletín comparado que tenemos a la vista-, se aprobó en la Comisión una indicación para suprimirlo.



Entonces, no sé a qué norma se va a referir el inciso tercero del ARTÍCULO 8°.



Si se suprime el ARTÍCULO 11 aprobado en general (la indicación pertinente se acordó en forma unánime en la Comisión), nos quedaremos sin norma a la cual hacer referencia.



Porque acá dice…

El señor LARRAÍN.- Se refiere al ARTÍCULO 11 final. Está bien la referencia.

El señor PIZARRO.- Entonces, el que se suprime es el ARTÍCULO 11. DERECHO AL LIBRE DESARROLLO PERSONAL, y no el que se halla relacionado con LA RESERVA DEL PROCEDIMIENTO Y DE LA CONFIDENCIALIDAD.



O sea, la referencia está hecha a este último artículo.



Porque el ARTÍCULO 10 es el que tiene que ver con la CONFIDENCIALIDAD. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, la referencia al ARTÍCULO 11 debiera entenderse al ARTÍCULO 10, que pasa a ser ARTÍCULO 11. Porque justamente es el que se refiere a LA RESERVA DEL PROCEDIMIENTO Y DE LA CONFIDENCIALIDAD DE LOS DOCUMENTOS RECTIFICADOS.

El señor PIZARRO.- Está bien, señor Presidente.



Por eso se suprime el antiguo ARTÍCULO 11.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Si se está pidiendo la reserva, ya que se trata de documentos públicos, en el fondo es una excepción al artículo 8° de la Constitución.



La opinión de la Secretaría es que eso requeriría quorum calificado. 

El señor PIZARRO.- ¿Ese inciso o todo el artículo?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Pero en el informe ello no está señalado expresamente.



Me da la impresión de que la Senadora señora Van Rysselberghe lo planteó así cuando se rindió el informe.

El señor PIZARRO.- ¿El ARTÍCULO 11 o el inciso pertinente?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, solo quiero confirmar que efectivamente el inciso tercero es de quorum calificado. Y luego podemos tomar la misma decisión respecto del ARTÍCULO 11 completo. Ello, para evitar cualquier duda de constitucionalidad que pueda surgir con posterioridad.

El señor COLOMA.- Tiene que ver con la reserva.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, no sé si hubo fundamentación para solicitar votación separada en esta materia.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, creo que el artículo es extremadamente complejo, porque lo cierto es que si bien a primera vista parece ser coherente y razonable, no comulga ni “conversa” con el resto de la legislación vigente.



La disposición expresa que los nuevos documentos de identidad “reemplazarán para todos los efectos legales” a los anteriores y que se informará a todas las instituciones que se señalan.



Entonces, un hombre que cambia de sexo y pasa a ser mujer -lo consulté específicamente en la Comisión-, ¿puede jubilar a los sesenta años?



De acuerdo con el texto, eventualmente podría hacerlo; pero la jubilación a esa edad encuentra su raíz en el hecho de ser biológicamente mujer.



Si una mujer cambia de sexo y pasa a ser civilmente un hombre, mantiene su condición biológica y los aparatos reproductores femeninos. Tiene útero y puede quedar embarazada.



Nuestra legislación laboral determina que derechos como el prenatal y el posnatal son de “las” trabajadoras, no de “los” trabajadores.



El Senador Allamand planteó en la discusión el caso en que vaya a competir en una olimpiada un hombre que ha pasado a ser mujer, civilmente. ¿Le corresponderá hacerlo en la categoría femenina o la masculina? La separación obedece a una distinción biológica. Ni siquiera media una cuestión de identidad.



A mi juicio, la forma como se está configurando la normativa que nos ocupa no comulga con el resto de la legislación.



Nadie puede decir que el derecho maternal no es de las madres. Pues bien, a partir de ahora podría corresponderle también, eventualmente, a alguien que es un varón, desde el punto de vista civil.



Más allá de que me parece que la discusión del último inciso es distinta, repito que el texto no comulga ni “conversa” con el resto de nuestra legislación, además de generar una serie de inconvenientes no abordados adecuadamente en el debate en la Sala.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- ¿Les parece que votemos el ARTÍCULO 7°, que pasa a ser ARTÍCULO 8°, con excepción de los incisos tercero y último?

El señor LARRAÍN.- Pido la palabra.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Puede intervenir, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, a mi juicio, este es un artículo muy importante, porque, si entiendo bien, una vez que se produce la rectificación de la partida lo que se hace es emitir nuevos documentos e informar de ello a una serie de organismos públicos como los que allí se mencionan (Servicio Electoral, Servicio de Impuestos Internos, Tesorería General de la República, Policía de Investigaciones, Gendarmería de Chile, Superintendencia de Pensiones, Fondo Nacional de Salud, etcétera), ya que si antes era hombre y ahora pasa a ser mujer la persona tiene un trato como tal y, por lo tanto, se suma a todas las consecuencias jurídicas que eso significa.



Ahora bien, en el penúltimo inciso (página 29 del comparado) se señala: “Toda información o comunicación entre instituciones, ya sean públicas o privadas, deberá ser tratada conforme a la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.”. Esto me parece muy esencial. En mi concepto, nuevamente se trata de información que se busca mantener reservada, pues es sensible. Y debe entenderse así porque la persona posee una nueva identidad, y hay que protegerla y resguardarla. Este es el sentido de la disposición.



Insisto en que, por su contenido, la norma ha de ser aprobada, conforme a lo dispuesto en el artículo 8° de la Constitución, con quorum calificado. Sin embargo, pienso que eventualmente no tenemos votación suficiente, por la asistencia que en este minuto se registra en la Sala, y no quisiera que esta disposición no prosperara. 


Señalo aquello porque esa norma me parece esencial para la protección de la persona una vez que se ha producido la rectificación de la partida, al objeto de que efectivamente tenga de ahí en lo sucesivo, en todo el ordenamiento legal, el trato que corresponde a su nuevo sexo y nombre registrales, pero sin que se haga ni se pueda hacer la pesquisa de la historia. Eso es lo que se quiere proteger, pues por algo la persona cambió la identidad de género, y será de su voluntad la decisión de publicarlo o no. Pero el sistema no puede estar abierto para que cualquiera investigue y llegue al origen de su situación personal.



Considero muy importante esa disposición para el respeto de las personas en su nueva identidad. Y no quisiera que se rechazara, porque para que se garantice la reserva la norma debe ser aprobada por un quorum que en este minuto puede no existir en la Sala.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Propongo que votemos el ARTÍCULO 8° sin el inciso tercero, que es de quorum especial, y sin el último inciso, respecto del cual se pidió votación separada.



Se podría pedir segunda discusión para dichas normas.



Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, lo que pasa es que nosotros podríamos aprobar el resto del artículo y el día de mañana, cuando se exija, no alcanzar el quorum para la reserva. Por lo tanto, esos documentos quedarían sin reserva de la historia.



En consecuencia, creo que más vale pedir aplazamiento de la votación del ARTÍCULO 8° y pronunciarnos después sobre él como una sola unidad, para que queden resguardados los derechos y la reserva de información en todo el aparato estatal, como busca este precepto respecto de la información de rectificación de la identidad.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- La Mesa está de acuerdo con esa propuesta. Creo que es lo que otorga mejores garantías.


Por lo tanto, se aplazará la votación de este artículo.



--Queda aplazada la votación del ARTÍCULO 8º.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la Senadora Van Rysselberghe ha planteado ciertas dificultades en cuanto a efectos legales en otras normas producto del cambio de sexo.



Lo que estamos discutiendo en el inciso tercero es el derecho de los cónyuges y de los hijos a solicitar la documentación en que conste la suscripción relativa a la rectificación de sexo de una persona. ¿Para qué fines? La pregunta es: ¿Lo pueden hacer siempre, sin autorización del titular, de quien cambió de sexo?



El artículo pertinente señala que hay autorización. Tanto en el inciso anterior como en el tercero se consigna: “quienes gocen de su autorización expresa”. Y luego se hace referencia a los hijos y a los excónyuges. Entiendo que solo con autorización expresa del titular, de quien ha cambiado de sexo. Los hijos o la mujer podrán pedir los certificados respectivos, pues no existe una condición especial parental. Se habla de la persona que haya hecho la rectificación, y luego, de quienes gocen de su autorización expresa. Es decir, la petición que se plantea más adelante requerirá autorización expresa de quien ha realizado el cambio de sexo y de nombre.



Creo que esa debiera ser la interpretación. Porque, al parecer, lo que se busca con la eliminación del artículo es que sea solo con la autorización.



Por eso solicité que se argumentara por qué se pedía suprimir el inciso tercero.



Pero en su argumentación la Senadora Van Rysselberghe nos señala que al pasar a ser mujer la persona podría jubilar a los sesenta años. Toda la normativa relativa a la mujer reviste carácter progresivo y de protección. Hay mujeres que no son madres y jubilan a los sesenta años. El ser madre no es una condición para establecer la edad de jubilación. Se trata más bien de una convención cultural. Lo mismo sucede al establecerse que los jueces cesan en sus funciones al cumplir setenta y cinco años; en la Corte Suprema hombres y mujeres se retiran a esa edad, es decir, no hay una distinción de sexo para la edad tope de jubilación.



Además, lo que estamos haciendo en toda nuestra legislación es incorporar más derechos. Por ejemplo, que en las listas de postulantes a cargos de elección popular haya al menos 40 por ciento de candidatos de un mismo sexo. Se han ido agregando derechos de carácter positivo.


En consecuencia, hay que explicitar que esto debe ser en positivo.



En el caso particular de la jubilación, por cierto, existe un efecto muy concreto. El ser madre no es lo que determina esta protección a las mujeres, sino que se trata de una convención cultural basada, por ejemplo, en la precaria situación de las mujeres sometidas a cinco, seis horas de trabajo diario no remunerado. Siguiendo la argumentación de la Senadora Van Rysselberghe, si una mujer pasa a ser hombre tendrá que esperar cinco años más para jubilar. Como mujer, le asistía el derecho de retirarse a los sesenta años, y luego, en su condición de hombre, deberá hacerlo a los sesenta y cinco años.


Por lo tanto, todo indica que se tendría que mantener el requisito que la ley establece en ese caso particular, porque en ambas situaciones se genera una asintonía con la convención cultural de asignarles sesenta años a las mujeres y sesenta y cinco años a los hombres, que no es el caso del inciso tercero que estamos discutiendo. Y no me queda claro por qué la Oposición pide que se elimine.



Yo deduzco que es porque se establece que la persona que haya rectificado su sexo y nombre, así como quienes gocen de su autorización, podrán pedir los certificados pertinentes.


No sé si alguien de las bancas de enfrente podrá argumentar por qué quieren eliminar ese inciso. No logro comprenderlo.



Señor Presidente, yo estoy por votar a favor de esa norma.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Como ya se estableció, ha quedado aplazada la votación respecto del ARTÍCULO 8º. Daremos por entendido que la discusión ya se realizó.



Mañana continuaremos con el tratamiento de esta iniciativa.



--Queda pendiente la discusión particular del proyecto.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Por haberse cumplido su objetivo, levantaré la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor CHAHUÁN:



Al señor Ministro de Hacienda, solicitándole informar sobre PRESUPUESTO PARA FONDO DE ADMINISTRACIÓN PESQUERO, EJECUCIÓN DEVENGADA Y DESTINO DE RECURSOS DURANTE AÑOS 2016 Y 2017.


Y al señor Presidente de la Empresa Portuaria de Valparaíso, consultándole antecedentes relativos a PAGO POR CONCESIÓN DE EMPRESA ZONA DE EXTENSIÓN DE APOYO LOGÍSTICO (ZEAL).


Del señor DE URRESTI:



A los señores Ministro de Obras Públicas, Alcalde de Corral y Vicepresidente Ejecutivo del Consejo de Monumentos Nacionales, para que informen con relación a INDAGATORIAS EN CERCANÍAS DE FUERTE DE CORRAL POR PRESUNTOS DAÑOS Y HALLAZGOS ARQUEOLÓGICOS TRAS OBRAS REALIZADAS EN BORDE COSTERO, Y TIEMPO ESTIMADO PARA REINICIO DE FAENAS.


A las señoras Ministra de Bienes Nacionales y Presidenta del Consejo de Defensa del Estado y a los señores Director Nacional de Gendarmería y Fiscal Regional de Los Ríos, a fin de que remitan antecedentes acerca de SUMARIO ADMINISTRATIVO E INVESTIGACIÓN PENAL POR SUSTRACCIÓN DE BARROTES DE CELDAS, PUERTAS Y TECHUMBRES DESDE EX CÁRCEL DE VALDIVIA.



Y al señor Director Nacional de Gendarmería, pidiéndole dar RESPUESTA A SEÑORITA KARINA CORTÉS BÓRQUEZ, FUNCIONARIA DE VALDIVIA, ALEJADA DE LA INSTITUCIÓN DEBIDO A ENFERMEDAD.



Del señor GARCÍA:



Al señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura, para que envíe LISTA DE CONCESIONES ACUÍCOLAS SIN APROBACIÓN O ENTREGA DEFINITIVA A SOLICITANTES.



Y a la señora Directora Nacional de Obras Portuarias, con el propósito de que informe ESTADO DE AVANCE Y CRONOLOGÍA ESPERADA DE PROYECTO DE DRENAJE RÍO TOLTÉN, SECTOR DE “LA BARRA”, COMUNA DE TOLTÉN.



Del señor HARBOE:



Al señor Contralor General de la República, manifestándole su preocupación por DEMORA EN TRAMITACIÓN Y TOMA DE RAZÓN DE DECRETOS SUPREMOS PARA MATERIALIZAR REBAJA DE TARIFAS ELÉCTRICAS CONSIDERADA EN LEY N° 20.928.



Al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, solicitándole CALIFICACIÓN DE “SUMA” URGENCIA A PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE CONSAGRA EL DERECHO A LA PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES.



Al señor Director Nacional (s) de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, pidiéndole informar sobre NÚMERO DE MANIPULADORAS DE ALIMENTOS (PROGRAMA DE ALIMENTACIÓN ESCOLAR) Y REGISTRO DE PERÍODOS SIN COTIZACIONES DE ESTAS TRABAJADORAS EN AFP.



Y a la señora Directora Nacional del Fondo Nacional de Salud, requiriéndole antecedentes acerca de MANIPULADORAS DE ALIMENTOS (PROGRAMA DE ALIMENTACIÓN ESCOLAR) QUE ACCEDEN A PRESTACIONES DE SALUD VÍA FONASA y NÚMERO DE LICENCIAS MÉDICAS PRESENTADAS POR ESTAS TRABAJADORAS.



Del señor HORVATH:



A la señora Intendenta y al señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de Aisén, solicitándoles ENCAUZAMIENTO DE RÍO CLARO Y PROYECTO DE CONSTRUCCIÓN DE PASARELA PARA SOLUCIÓN DE SITUACIONES DE EMERGENCIA. 



De los señores HORVATH Y BIANCHI:



Al señor Ministro de Energía, solicitándole evaluar e informar sobre FACTIBILIDAD DE QUE ENAP DE MAGALLANES ABASTEZCA DE GAS NATURAL A REGIÓN DE AISÉN.



Del señor MATTA:



Al señor Superintendente de Electricidad y Combustibles, para que informe con respecto a PROCEDIMIENTOS DE FISCALIZACIÓN CONTRA EMPRESAS DISTRIBUIDORAS DE ENERGÍA ELÉCTRICA EN REGIÓN DEL MAULE A RAÍZ DE INCENDIOS FORESTALES REGISTRADOS A PRINCIPIOS DE 2017 (Reiteración de oficio).



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Desarrollo Social y al señor Alcalde de Coronel, pidiéndoles antecedentes relativos a PROYECTO DE CONSTRUCCIÓN DE EDIFICIO CONSISTORIAL EN COMUNA DE CORONEL, REGIÓN DEL BIOBÍO.



Al señor Ministro de Agricultura, al señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero y al señor Director del Instituto de Desarrollo Agropecuario, requiriéndoles información tocante a PROGRAMAS DE RECUPERACIÓN DE SUELOS QUE SE ESTÁN LLEVANDO A CABO EN LA ACTUALIDAD.



A la señora Ministra de Salud, solicitándole información acerca de HALLAZGO POR UNIVERSIDAD DEL BIOBÍO DE BACTERIA CRONOBACTER SAKAZAKII EN PREPARADOS DE LECHE y de MONITOREO EN SECTOR PÚBLICO DE RECOMENDACIÓN DE OPS/OMS SOBRE LACTANCIA MATERNA EXCLUSIVA EN 6 PRIMEROS MESES DE VIDA, CON INDICACIÓN DE REPORTES EN CUANTO A FÓRMULAS ALTERNATIVAS PROMOVIDAS POR CENTROS DE SALUD PRIVADOS.



Al señor Ministro del Medio Ambiente, requiriéndole APOYO PARA ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL DE AMPLIACIÓN DE PLANTA DE LODOS POR EMPRESA BIODIVERSA EN CABRERO.



A los señores Intendente del Biobío y Alcalde de Cabrero, pidiéndoles su OPINIÓN SOBRE AMPLIACIÓN DE PLANTA DE LODOS POR EMPRESA BIODIVERSA EN CABRERO.


Al señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, para que se informe acerca de FISCALIZACIÓN DE CONSTRUCCIÓN DE EDIFICIO CONSISTORIAL DE CORONEL, FECHA DE ENTREGA DE FONDOS Y DE LICITACIONES, Y MOTIVO DE RETRASO.



Al señor Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente del Biobío, a fin de que remita COPIA DE PLAN DE DESCONTAMINACIÓN PARA LOS ANGELES.



Al señor Superintendente de Salud, con el objeto de que envíe COPIA DE INFORME SOBRE DENUNCIAS Y FISCALIZACIONES EN BIOBÍO DURANTE 2016.



Y al señor Fiscal Adjunto de Región del Biobío, para consultar por DENUNCIAS DE ABUSO Y ACOSO SEXUAL CONTRA UNIVERSITARIOS EN ÚLTIMOS CINCO AÑOS.

)------------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:29.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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1
OFICIO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS CON EL QUE COMUNICA QUE HA APROBADO LA PROPOSICIÓN FORMULADA POR LA COMISIÓN MIXTA CONSTITUIDA PARA RESOLVER LAS DIVERGENCIAS SUSCITADA DURANTE LA TRAMITACIÓN DEL PROYECTO QUE MODIFICA EL DECRETO LEY N° 3.500, DE 1980, QUE ESTABLECE NUEVO SISTEMA DE PENSIONES, CON EL OBJETO DE ELIMINAR EL BENEFICIO DE QUE GOZAN LAS AFP EN MATERIA DE INTERESES DE LAS COTIZACIONES PREVISIONALES ADEUDADAS

(10.708-13)

Oficio Nº 13.362
VALPARAÍSO, 8 de junio de 2017
Tengo a honra comunicar a V.E. que la Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto que modifica el decreto ley N° 3.500, de 1980, que Establece Nuevo Sistema de Pensiones, con el objeto de eliminar el beneficio de que gozan las AFP en materia de intereses de las cotizaciones previsionales adeudadas, correspondiente al boletín N° 10.708-13.
Acompaño la totalidad de los antecedentes.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Enrique Jaramillo Becker, Presidente accidental de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
2

INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA DEL PROYECTO QUE MODIFICA EL DECRETO LEY N° 3.500, DE 1980, QUE ESTABLECE NUEVO SISTEMA DE PENSIONES, CON EL OBJETO DE ELIMINAR EL BENEFICIO DE QUE GOZAN LAS AFP EN MATERIA DE INTERESES DE LAS COTIZACIONES PREVISIONALES ADEUDADAS 
(10.708-13)

HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS:

HONORABLE SENADO:





La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, propone la forma y modo de resolver la divergencia surgida entre la Cámara de Diputados y el Senado durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, que se originó en una moción de las Diputadas señoras Sepúlveda, Girardi y Pascal y de los Diputados señores Alvarado, Andrade, Boric, Fuentes, Mirosevic, Pérez y Vallespín.

 



La Cámara de Diputados, en sesión de 10 de mayo de 2017, designó como integrantes de la Comisión Mixta a los Diputados señores Andrade, Barros, De Mussy, Monckeberg, don Nicolás y Vallespín.





El Senado, por su parte, en sesión de fecha 10 de mayo de 2017, designó a las Senadoras y Senadores que integran la Comisión de Trabajo y Previsión Social, señoras Goic y Muñoz y señores Allamand, Larraín y Letelier.





Previa citación del Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 30 de mayo de 2017, con la asistencia de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y de los Senadores señores Larraín y Letelier y de los Diputados señores Andrade, Barros, De Mussy, Monckeberg, don Nicolás y Vallespín, eligiendo como Presidente a la Senadora señora Carolina Goic Boroevic e inmediatamente se abocó al cumplimiento de su cometido.





A la sesión en que se consideró este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión, la Subsecretaria de Previsión Social, señora Jeannette Jara; el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río Correa, el asesor del mismo Ministerio, señor Ariel Rossel, el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy y los asesores de la Subsecretaría de Previsión Social señores Roberto Barraza, Yuri Vásquez y Sergio Vargas. El Superintendente de Pensiones, señor Osvaldo Macías y el Fiscal de dicha entidad, señor Andrés Culagovski. Además, estuvieron presentes los asesores legislativos del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Alejandro Fuentes y señora Constanza González y el señor Renato Valenzuela; el asesor legislativo de la Fundación Jaime Guzmán, señor Diego Vicuña; la asesora legislativa del Instituto Igualdad, señora Vanesa Salgado; el asesor de la Diputada Sepúlveda, señor Xavier Palominos; el asesor de la Senadora Goic, señor Gerardo Bascuñán y el asesor del Comité Demócrata Cristiano del Senado, señor Sebastián Silva.





La Diputada señora Alejandra Sepúlveda Órbenes concurrió a la sesión celebrada el 30 de mayo de 2017.

MATERIA DE LA DIVERGENCIA

La controversia se originó en el rechazo, por parte de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de una de las modificaciones introducidas por el Senado al texto despachado en el primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados.

DISCUSIÓN DE LA DIVERGENCIA Y ACUERDO ADOPTADO A SU RESPECTO

ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO INCORPORADO POR EL SENADO, REFERIDO A LA NO APLICACIÓN DE LA LEY A LOS INTERESES Y RECARGOS, DEVENGADOS Y NO PAGADOS, A CUYO RESPECTO LAS ADMINISTRADORAS DE FONDOS DE PENSIONES HAYAN INICIADO LA COBRANZA JUDICIAL ANTES DEL 1 DE ABRIL DE 2017





El proyecto de ley tiene como objetivo principal establecer que los reajustes e intereses que derivan del cobro de cotizaciones previsionales adeudadas, incluidos sus recargos, serán abonados conjuntamente con el valor de las cotizaciones en la cuenta de capitalización individual del afiliado. Asimismo, propone que sólo serán de beneficio de la respectiva administradora de fondos de pensiones las costas de cobranza que hubieren obtenido.


 


En la actualidad, es de beneficio de las Administradoras de Fondos de Pensiones hasta un 20% de los intereses que devenguen las cotizaciones adeudadas a los trabajadores.




El Senado, en el segundo trámite constitucional, realizó modificaciones de carácter formal y también de fondo al texto despachado por la Cámara de Diputados. Estas últimas consisten en la incorporación de dos artículos transitorios.





La Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, aprobó las enmiendas realizadas por el Senado, con excepción del artículo segundo transitorio, cuyo texto es el siguiente:

 



“Artículo segundo.- La presente ley no se aplicará a los intereses, incluidos los recargos a que se refieren los incisos décimo primero y décimo segundo del artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, devengados y no pagados, respecto de los cuales las Administradoras de Fondos de Pensiones hayan iniciado la cobranza judicial antes del 1° de abril de 2017.”.

-------

 



Al iniciarse el estudio de la divergencia entre las dos Cámaras, la Diputada señora Sepúlveda sugirió a los integrantes de la Comisión Mixta la aplicación de la iniciativa a todos los intereses y recargos devengados que no hayan sido pagados al momento de la entrada en vigencia del proyecto, salvo aquellos a cuyo respecto haya recaído sentencia definitiva firme en un procedimiento ejecutivo de cobranza.

 



En efecto, afirmó que sólo la sentencia firme dictada en un procedimiento judicial constituye derechos permanentes para las partes, de modo tal que únicamente dicho factor puede determinar el ámbito de aplicación de la iniciativa.

 



En la misma línea y efectuando igual propuesta, el Diputado señor Andrade explicó que existe coincidencia, entre ambas Cámaras, respecto de la necesidad de eliminar el beneficio de las administradoras de fondos de pensiones, consistente en percibir hasta un 20% de los intereses que devenguen las cotizaciones adeudadas a los trabajadores. Detalló que dicha norma se fundamentaba en la necesidad de estimular las gestiones de cobro que deben desplegar dichas entidades, lo que actualmente no resulta pertinente habida cuenta de las comisiones que reciben y de las disposiciones legales que las obligan a realizar dichos procedimientos.

 



Enseguida, expuso los fundamentos que explican el rechazo, por parte de la Cámara de Diputados, de la modificación introducida por el Senado, durante el segundo trámite constitucional de la iniciativa.

 



Primeramente, explicó que los aportes previsionales del trabajador provienen de sus remuneraciones -esto es, de la contraprestación que reciben por los servicios que prestan al empleador- de modo tal que su ingreso íntegro a sus cuentas de capitalización individual, incluyendo la totalidad de sus intereses y reajustes, es consecuencia de ello.

 



De ese modo, afirmó que, aun cuando la legislación contempla un incentivo para que las administradoras de fondos de pensiones procedan al cobro de las cotizaciones adeudadas, dicho mecanismo carece de sentido toda vez que, en la actualidad, éstas pueden ser sancionadas cuando no hubieren ejercido las acciones destinadas a obtener el reintegro de los recursos.

 



Asimismo, añadió que no resulta adecuado el criterio contenido en la norma incorporada por el Senado, y a cuyo respecto se originó la controversia con la Cámara de Diputados, que radica en considerar el inicio de la cobranza judicial antes del 1° de abril de 2017 como factor de aplicación temporal de la propuesta en estudio. En específico, aseveró que dicho elemento configura una mera expectativa de obtener el reintegro de los montos adeudados, a diferencia de lo que ocurre con la existencia de una sentencia definitiva firme, en que se establecen derechos permanentes en favor de las partes.

 



La Subsecretaria de Previsión Social, señora Jeanette Jara, valoró el contenido, el propósito y los fundamentos de la iniciativa legal en estudio, particularmente en lo que respecta a garantizar que la totalidad del aporte previsional de los trabajadores, incluyendo las multas, intereses y reajustes, se incorporen a sus cuentas de capitalización individual.

 



Sin embargo, explicó que, para efectos de determinar la vigencia temporal de la propuesta legal, existen una serie de disposiciones que regulan el procedimiento de cobranza laboral -tales como la ley N° 17.322, que establece normas para la cobranza judicial de cotizaciones, aportes y multas de las instituciones de seguridad social-, las que establecen, como criterio general, que las causas en tramitación se regían por el procedimiento vigente al momento de la notificación de la demanda, restringiendo, de ese modo, el efecto retroactivo de sus disposiciones.

 



Del mismo modo, añadió que la ley N° 18.010, que establece normas para las operaciones de crédito y otras obligaciones de dinero que indica, prescribe que las obligaciones a que se refiere, anteriores a la fecha de su vigencia, se regirán por la ley aplicable a la época en que fueron contraídas.

 



Asimismo, afirmó que el 81% de las cobranzas previsionales se resuelven dentro de los cuatro primeros meses de su etapa prejudicial, de cuyo universo el 43% se recupera en el primer mes de atraso. Respecto de aquellas cuyo cobro se pretende obtener por vía judicial, detalló que las administradoras de fondos de pensiones inician el procedimiento por vía ejecutiva, considerando que el título que le sirve de fundamento da cuenta de un derecho adquirido, a raíz del carácter indubitado de la deuda.

 



En consecuencia, aseveró que, en opinión del Ejecutivo, establecer que la ley no se aplicará a los intereses, incluidos los recargos devengados y no pagados, respecto de los cuales las Administradoras de Fondos de Pensiones hayan iniciado la cobranza judicial antes del 1° de abril de 2017, permite ordenar la aplicación temporal de su aplicación, otorga certeza a las entidades del sector y considera el alto porcentaje de recuperación de los montos adeudados en sede administrativa.

 



Seguidamente, el Superintendente de Pensiones, señor Osvaldo Macías, explicó que la iniciativa resuelve adecuadamente una materia de gran relevancia, considerando que, actualmente, no existe fundamento para mantener un beneficio en favor de la administradoras, consistente en percibir las costas de cobranza y la parte del recargo de los intereses, equivalente a un 20% de los intereses que habría correspondido pagar de aplicarse interés simple sobre la deuda reajustada, habida cuenta de las comisiones que perciben por la administración de los fondos previsionales.

Monto que ingresa a las AFP por el beneficio que les entrega la ley en la actualidad

 



Detalló que el monto que ingresa a las administradoras de fondos de pensiones, a raíz del beneficio que contempla la legislación actualmente vigente, asciende, aproximadamente, a siete mil millones de pesos. Asimismo, añadió que, si se pudiera recuperar todas las deudas previsionales vigentes, el beneficio equivalente al 20% de los intereses que habría correspondido pagar ascendería a 150 millones de dólares.

 



Sin embargo, afirmó que existe la necesidad de especificar el ámbito de vigencia temporal de la norma, para efectos de su aplicación en el caso concreto.

 



El Diputado señor Monckeberg, don Nicolás, puntualizó que la regla general es que los contratos se rigen por la ley vigente al momento de su celebración, de modo tal que la iniciativa, en lo que respecta a su aplicación temporal, supone una profunda modificación de dichos instrumentos.

 



Asimismo, manifestó que si ya se iniciaron las gestiones propias de un juicio de cobranza, no resulta adecuado modificar las disposiciones que regulan la forma y el modo en que se deben percibir los montos obtenidos a raíz de los procedimientos judiciales.

 



Por su parte, el Senador señor Larraín coincidió en la pertinencia del propósito que persigue la iniciativa en estudio.

 



En específico, explicó que resulta adecuado que únicamente los gastos de cobranza judicial sean percibidos por las respectivas administradoras, toda vez que se ocupan de iniciar los respectivos procedimientos judiciales de cobro. 

 



Sin embargo, respecto del 20% de los intereses que habría correspondido pagar de aplicarse interés simple sobre la deuda reajustada, sostuvo que se trataba de un incentivo para iniciar las gestiones de cobro, aun cuando la legislación vigente obliga a realizar dichas gestiones, de modo tal que el referido beneficio carece de fundamento.

 



Por otra parte, añadió, que el principio general consiste en la aplicación temporal de la ley desde el momento de su publicación. Sin embargo, aseveró que, tratándose de la iniciativa en estudio, existen buenas razones para ampliar dicho ámbito de aplicación, haciéndolo extensivo salvo en aquellos casos en que se hubiere obtenido sentencia ejecutoriada, toda vez que se trata de una resolución judicial que, junto con fallar el asunto sometido a su conocimiento, establece derechos permanentes en favor de las partes. 

 



De ese modo, manifestó que, cuando se está ante el inicio de la cobranza judicial de los montos adeudados, sólo se está ante una mera expectativa que no debe ser utilizada como factor para determinar la vigencia temporal de la iniciativa.

 



El Diputado señor Vallespín coincidió con dicha observación, particularmente considerando que la sola existencia de un título ejecutivo, respecto de la existencia de una deuda previsional con el trabajador, constituye una mera expectativa, a diferencia de una sentencia definitiva que establece el deber de reintegrar los montos adeudados.

 



A continuación, el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, explicó que la propuesta contiene una disposición, que no fue objeto de controversias entre ambas Cámaras, en cuya virtud el proyecto entrará en vigencia el día primero del mes posterior a su publicación en el Diario Oficial, respecto de la cobranza en sede administrativa. De ese modo, en consideración a dicha norma, afirmó que la propuesta del Ejecutivo, incorporada durante el segundo trámite constitucional de la iniciativa, apuntaba a regular la cobranza judicial al establecer que no aplicará cuando las administradoras de Fondos de Pensiones hayan iniciado la cobranza judicial antes del 1° de abril de 2017.

 



Acerca de la existencia de una sentencia definitiva, como factor de determinación de la vigencia de la propuesta, sostuvo que se trata de un requisito equívoco, toda vez que, afirmó, según su parecer, las sentencias definitivas son más bien propias de los juicios declarativos.

 



Asimismo, afirmó que, al considerar el inicio de la cobranza judicial antes del 1° de abril de 2017, es posible mantener los incentivos para la terminación de los juicios que se hubieren iniciado, y evitar un perjuicio a aquellas administradoras que hubieren iniciado oportunamente su tramitación.

 



En la misma línea, el asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Ariel Rossel, expuso que, tratándose del juicio de cobranza laboral, se debe atender a la fecha del requerimiento de pago si no opuso excepciones, o desde la fecha de la notificación de la sentencia de primera instancia que niegue lugar a ellas, toda vez que, aseveró, en dicho tipo de juicio no existe un equivalente a la sentencia definitiva, la que, en su opinión, sería característica del juicio declarativo.

 



El Senador señor Larraín, en sentido contrario, arguyó que no es posible sostener que el proyecto de ley desincentivará la terminación del cobro, por vía judicial, de las cotizaciones adeudadas, toda vez que la normativa contenida en la ley N° 17.322, que establece normas para la cobranza judicial de cotizaciones, aportes y multas de las instituciones de seguridad social, se ocupa de establecer sanciones en dicha hipótesis.

 



Enseguida, afirmó que el criterio general debe consistir en requerir la existencia de una sentencia definitiva pronunciada por un órgano jurisdiccional, considerando que se trata de un momento en que se determinan los derechos de las partes con autoridad de cosa juzgada, no habiendo instancias procesales pendientes.

 



En consecuencia, afirmó que como regla para la aplicación temporal de la iniciativa se debe atender a la existencia de una resolución judicial estimativa de las pretensiones del demandante, dictada con autoridad de cosa juzgada durante el juicio ejecutivo, en lo que atañe al pago de las cotizaciones, intereses y reajustes adeudados por el empleador.

 



-La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Diputados señores Andrade, Barros, De Mussy, Monckeberg, don Nicolás, y Vallespín, y Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senador señor Larraín, acordó aprobar un artículo segundo transitorio que clarifica la situación de aquellos intereses y recargos que estén en cobranza judicial a la fecha de entrada en vigencia de la ley.

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA





En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, la Comisión Mixta viene en proponer la resolución de la discrepancia entre ambas ramas del Congreso Nacional con la incorporación del siguiente artículo segundo transitorio:

 



“Artículo segundo transitorio.- Las disposiciones de esta ley se aplicarán a todos a los intereses, incluidos los recargos a que se refieren los incisos undécimo y duodécimo del artículo 19 del decreto ley N° 3.500 de 1980, que estén devengados y no pagados, con excepción de aquellos que, a la fecha de su entrada en vigencia, estén en cobranza judicial, y en cuyas causas haya transcurrido el plazo para oponer excepciones sin que el ejecutado lo haya hecho o que, habiéndolas opuesto, éstas hayan sido rechazadas.”.

TEXTO DEL PROYECTO





En caso de ser aprobada la proposición de la Comisión Mixta, el texto del proyecto de ley es el siguiente:

 



“Artículo único.- Sustitúyese el inciso vigésimo del artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que Establece Nuevo Sistema de Pensiones, por el siguiente:

 



“Los reajustes e intereses, incluidos los recargos a que se refieren los incisos undécimo y duodécimo, serán abonados conjuntamente con el valor de las cotizaciones en la cuenta de capitalización individual del afiliado. Serán de beneficio de la Administradora sólo las costas de cobranza.

Disposiciones Transitorias

 



Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia el día primero del mes posterior a su publicación en el Diario Oficial.

 



Artículo segundo transitorio.- Las disposiciones de esta ley se aplicarán a todos a los intereses, incluidos los recargos a que se refieren los incisos undécimo y duodécimo del artículo 19 del decreto ley N° 3.500 de 1980, que estén devengados y no pagados, con excepción de aquellos que, a la fecha de su entrada en vigencia, estén en cobranza judicial, y en cuyas causas haya transcurrido el plazo para oponer excepciones sin que el ejecutado lo haya hecho o que, habiéndolas opuesto, éstas hayan sido rechazadas.





Acordado en sesión realizada el 30 de mayo de 2017, con asistencia de la Senadora señora Goic (Presidenta de la Comisión), de la Senadora Muñoz y de los Senadores señores Larraín y Letelier y de los Diputados señores Andrade, Barros, De Mussy, Monckeberg, don Nicolás y Vallespín.







Valparaíso, a 2 de junio de 2017.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión Mixta.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE PROPORCIONA REPARACIÓN Y ASISTENCIA EN REHABILITACIÓN A LAS VÍCTIMAS DE EXPLOSIÓN DE MINAS U OTROS ARTEFACTOS EXPLOSIVOS MILITARES ABANDONADOS O SIN ESTALLAR 

(9.109-02)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera.


A la sesión en que la Comisión consideró este asunto asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas:


Del Ministerio de Defensa Nacional, la Subsecretaria para las Fuerzas Armadas señora Paulina Vodanovic; el Jefe de Asesores Jurídicos del Gabinete del Ministro, señor Sebastián Salazar, y el asesor de la Subsecretaria para las Fuerzas Armadas, señor Elir Rojas.
- - -


Cabe señalar que la presente iniciativa legal fue aprobada por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional, y posteriormente rechazada en su totalidad por el Senado, en segundo trámite constitucional.

Habiéndose constituido la Comisión Mixta establecida en el artículo 70 de la Constitución Política de la República, con fecha 5 de abril de 2017 propuso, como forma y modo para resolver la divergencia suscitada entre ambas Cámaras, aprobar el proyecto de ley despachado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional.


Dicha propuesta fue aprobada por la Cámara de Diputados el día 30 de mayo de 2017. La Sala del Senado, a su turno, dispuso que antes de quedar en estado de Tabla, la iniciativa debía ser conocida por la Comisión de Hacienda 

- - -

DISCUSIÓN





Previo a la consideración de los asuntos de competencia de la Comisión, la Subsecretaria para las Fuerzas Armadas señora Paulina Vodanovic, puso especial acento en el gasto fiscal asociado al proyecto de ley. En un universo de 140 funcionarios, indicó, de acuerdo con el Informe Financiero Sustitutivo elaborado por la Dirección de Presupuestos –del que se da cuenta más delante en el presente informe, el mayor gasto ascenderá, en el primer año, a $ 2.077.372 miles. En dicho monto se incluyen 900 UF para los herederos de víctimas fallecidas, 900 UF para víctimas sobrevivientes con 67% o más de discapacidad, y hasta 660 UF para víctimas sobrevivientes con 66% o menos de discapacidad. Para el segundo año, en tanto, el gasto fiscal se reduce a $ 96.032 miles, en atención a que los pagos se realizan por una sola vez.

Enseguida, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca de las siguientes disposiciones del proyecto de ley despachado en primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados (que corresponde a la proposición de la Comisión Mixta constituida con arreglo al artículo 70 de la Carta Fundamental): artículos 1°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9°, 10, 13, 14 y 15. De todas ellas, así como del acuerdo adoptado a su respecto, se da cuenta a continuación:

Artículo 1°

Prescribe que el objeto de la ley es proporcionar reparación y asistencia en rehabilitación e inclusión social a las víctimas de accidentes ocasionados por minas o artefactos explosivos de cargo de las Fuerzas Armadas, que quedaren abandonados y sin estallar.

Artículo 5°

Declara que, a las personas que corresponda, el Estado de Chile les proporcionará los beneficios de reparación económica, asistencia en rehabilitación e inclusión social previstos en la ley que el presente proyecto propone.

Artículo 6°

Establece las siguientes reparaciones económicas a ser otorgadas:

a) Novecientas unidades de fomento a los beneficiarios señalados en la letra b) del artículo 3° (quienes tengan la calidad de herederos de la persona que fallezca a cauda de la explosión de una mina o artefacto explosivo de las Fuerzas Armadas).

Dicha reparación económica será distribuida entre los herederos de la víctima fallecida, en la proporción que resulte de aplicar las reglas contempladas en el Libro III del Código Civil.

Este derecho no formará parte de la herencia de la víctima.

b) Novecientas unidades de fomento a los beneficiarios señalados en la letra a) del artículo 3° (quienes resulten con una o más deficiencias físicas o sensoriales a causa de la explosión de una mina o artefacto explosivo de las Fuerzas Armadas) que, de acuerdo con la calificación referida en el artículo 12 (la del Título III de la ley N° 20.422, que que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad), estén afectados por una discapacidad igual o superior a 67%.

c) Hasta seiscientas sesenta unidades de fomento a los beneficiarios señalados en la letra a) del artículo 3° que, de acuerdo con la calificación referida en el artículo 12, estén afectados por una discapacidad igual o inferior a 66%.

En estos casos, el monto exacto y definitivo será equivalente a diez unidades de fomento por cada punto porcentual de grado de discapacidad de la víctima, correspondiendo una reparación de seiscientas sesenta unidades de fomento a la persona que presente un grado de discapacidad de 66%.

Agrega que las reparaciones económicas contenidas en las letras a), b) y c) precedentes, serán incompatibles entre sí, y el derecho a percibirlas será intransferible e intransmisible por causa de muerte.

Artículo 7°

Da cuenta de los beneficios médicos que se proponen. Indica que los beneficiarios señalados en el artículo 3°, letra a), que sean parte del subsistema FONASA, se entenderán incluidos en el Grupo A del artículo 160 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N°2.763, de 1979, y de las leyes N°18.933 y N°18.464, y tendrán derecho a recibir en forma gratuita y preferente, respecto de los restantes usuarios, todas las prestaciones que contemple dicha norma legal, en la modalidad de atención institucional.
Adicionalmente, de acuerdo con el inciso segundo, los beneficiarios que requieran el uso de prótesis y órtesis tendrán derecho a acceder a éstas, y al recambio que corresponda de conformidad al período de vida útil de las mismas o a la prescripción médica competente, en forma gratuita.

Artículo 8°

Relativo a los gastos médicos inmediatos, señala que los beneficiarios señalados en el artículo 3° tendrán derecho a un reembolso de hasta novecientas unidades de fomento por los gastos de hospitalización o atención médica, quirúrgica, dental, prótesis, órtesis, implantes, farmacéutica y cualquiera otra que se requiera para su rehabilitación, en que la víctima haya debido incurrir para la atención de las afecciones que directamente provengan de la explosión de una mina o artefacto explosivo de cargo de las Fuerzas Armadas que quedare abandonado y sin estallar, siempre que incurra en dichos gastos dentro del plazo de un año contado desde la fecha del accidente.

Añade el inciso segundo que dicho reembolso establecido sólo podrá solicitarse dentro del plazo de dieciocho meses contados desde la misma fecha, y operará respecto de los gastos que no cubra el sistema de salud o de seguros del beneficiario.

Consagra, finalmente, la compatibilidad del beneficio con las reparaciones económicas establecidas en los artículos 6° y 9° de esta ley.

Artículo 9°

Establece un beneficio de asignación especial por fallecimiento. Indica que quienes acrediten haberse encargado de los gastos fúnebres de la víctima, tendrán derecho a una asignación especial de cuarenta y cinco unidades de fomento para cubrir dichos gastos, siempre que ella hubiere fallecido con ocasión de la explosión o dentro del plazo de tres años contado desde que ésta se hubiere verificado, como consecuencia de las lesiones o heridas corporales causadas por el accidente.

Esta asignación especial, agrega el inciso segundo, sólo podrá solicitarse dentro del plazo de dieciocho meses contado desde la fecha del fallecimiento.

Artículo 10

Prescribe que a los beneficiarios señalados en el artículo 3°, letra a), les será aplicable lo dispuesto en la ley N°20.422 que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.

Artículo 13

Ordena que el Ministerio de Defensa Nacional lleve, a través de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, un Registro de Beneficiarios de la ley que el presente proyecto propone, cuyo objetivo será reunir y mantener los antecedentes de las personas cuya calidad de beneficiario hubiere sido certificada. Agrega que el reglamento de la ley deberá establecer la estructura, funcionamiento y publicidad del registro.

Artículo 14

Prescribe que el pago de las reparaciones económicas, los gastos médicos inmediatos y la asignación especial por fallecimiento a que se refieren los artículos 6°, 8° y 9° de la ley que se propone, será efectuado por la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas sobre la base del valor de la unidad de fomento correspondiente a la fecha de dictación del acto administrativo que lo ordene.
Dichos beneficios monetarios no estarán sujetos a cotización alguna, no constituirán remuneración ni ingreso para todos los efectos legales y quedarán exentos de todo impuesto.
Artículo 15

Establece que el mayor gasto fiscal que irrogue la  ley durante el año de su entrada en vigencia, se financiará con cargo a los recursos contemplados en el presupuesto vigente del Ministerio de Defensa Nacional y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. En los años siguientes, se financiará con los recursos que con ese fin contemple la ley de presupuestos.

Puestos en votación los artículos 1°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9°, 10, 13, 14 y 15, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes, Pizarro y Quinteros.

- - -

INFORME FINANCIERO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 21 de agosto de 2013, señala, textualmente, lo siguiente:

“I. Antecedentes

1. El proyecto de ley tiene como objetivo principal proporcionar reparación y asistencia en rehabilitación física y psicológica, e inclusión social y laboral, a las víctimas dé explosiones de minas u otros artefactos explosivos militares que quedaren abandonados o sin estallar.

2. Para el logro de lo anterior, el proyecto de ley establece un conjunto de medidas de reparación económica y: asistencia en rehabilitación e inclusión social y laboral, destinadas a las víctimas sobrevivientes, y de reparación económica, para las herederos de las víctimas que hubiesen fallecido, todas como consecuencia de la explosión de minas u otros artefactos explosivos militares que quedaren abandonados o sin estallar.

3. Reparación Económica:

- 900 UF a los herederos de quienes hubieren fallecido con ocasión de la explosión de una mina u otros artefactos explosivos militares que quedaren abandonados o sin estallar.

- 900 UF a quienes hubiesen resultado con lesiones o heridas corporales con ocasión de la explosión de una mina u otros artefactos explosivos militares que quedaren abandonados o sin estallar, que impliquen una discapacidad igual o superior a un 67%.

- Hasta 600 UF a quienes hubiesen resultado con lesiones o heridas corporales con ocasión de la explosión, que impliquen una discapacidad igual o Inferior a 66%.

El monto exacto y definitivo corresponderá, en estos casos, a 10 UF por cada punto porcentual de grado de discapacidad de la víctima

Cabe señalar, que las reparaciones antes señaladas serán incompatibles entre sí.

4. Beneficios Médicos:

Quienes hubiesen resultado con lesiones o heridas corporales con ocasión de la explosión de una mina u otros artefactos explosivos militares que quedaren abandonados o sin estallar serán considerados beneficiarios Grupo A del artículo N° 160 letra a) del DFL N°1 que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763 de 1979 y de las leyes N° 18.933 y N° 18.464.

5. Gastos Médicos Inmediatos:

Reembolso de hasta 900 UF para todos los beneficiarios de la ley, por los gastos de hospitalización o atención médica, quirúrgica, dental, prótesis, implantes, farmacéutica y cualquier otra que se requiera para su rehabilitación, siempre que incurra en dichas prestaciones o gastos dentro del plazo de un año contado desde la fecha del accidente.

6. Beneficio de Asignación Especial por Fallecimiento:

Los herederos de quienes hubieren fallecido con ocasión de la explosión de una mina u otros artefactos explosivos militares que quedaren abandonados o sin estallar, tendrán derecho a una asignación especial para los gastos fúnebres, de 45 UF, siempre que-el causante fallezca con ocasión de la explosión o bien, como consecuencia de las lesiones o heridas corporales causadas por la misma dentro del plazo de un año.

7. Normas sobre Igualdad de Oportunidades e Inclusión Social de Personas con Discapacidad:

A quienes hubiesen resultado con lesiones o heridas corporales con ocasión de la explosión de una mina u otros artefactos explosivos militares que quedaren abandonados o sin estallar, les será aplicable lo dispuesto en la ley N°20.422.

8. Otras disposiciones:

- La acreditación de calidad de víctima será hecha en forma privativa por el Ministerio de Defensa Nacional a través de la Comisión Nacional de Desminado.

- Los organismos calificadores de discapacidad serán las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez.

- El Ministerio de Defensa Nacional, a través de la Comisión Nacional de Desminado, llevará un Registro de Víctimas de Accidentes con Explosivos Militares.

- El pago de las reparaciones económicas, los gastos médicos inmediatos y la asignación especial por fallecimiento, se efectuará por la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas.

II. Efectos del proyecto de Ley sobre los Gastos Fiscales

El proyecto de ley tiene gastos por una vez asociados al pago de la reparación económica, para un número de 140 beneficiarios, por un monto de $1.567.063 miles.

Asimismo, genera un gasto permanente asociado a los beneficios médicos para los 140 beneficiarios, por un monto de $228.361 miles en el primer año y de $84.666 miles en los años siguientes.

El proyecto de ley irroga un mayor gasto fiscal con la siguiente gradualidad:

	                                       Miles de $ 2013

	
	Año 1
	Año 2 y siguientes (*)

	Gasto total
	1.795.424
	84.666


(*) Sobre la base de 140 beneficiarios

El mayor gasto fiscal que implica este proyecto al momento de su promulgación, se financiará con cargo a los recursos contemplados en el presupuesto vigente del Ministerio de Defensa Nacional y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. En los años siguientes con los recursos que contemplara la ley de presupuestos para este fin.”.

Posteriormente, con fecha 24 de mayo de 2017, la Dirección de Presupuestos emitió el siguiente Informe Financiero Sustitutivo:

“I. Antecedentes

El proyecto de ley tiene como objetivo principal proporcionar reparación y asistencia en rehabilitación física y psicológica, e inclusión social y laboral a las víctimas de explosiones de minas u otros artefactos explosivos militares que quedaren abandonados o sin estallar.

II. Efectos del proyecto de Ley sobre los Gastos Fiscales

El proyecto de ley tiene gastos por una vez asociados al pago de la reparación económica, para un número de 140 beneficiarios, por un monto de $1.818.353 miles.

Asimismo, genera un gasto permanente asociado a los beneficios médicos para los 140 beneficiarios, por un monto de $259.019 miles en el primer año y de $96.032 miles en los años siguientes.

Conforme a lo señalado, el proyecto de ley irroga un mayor gasto fiscal con la siguiente gradualidad:

	                                                                                 Miles de $ 2017

	
	Año 1
	Año 2 

	Gasto total (sobre la base de 140 beneficiarios)
	2.077.372
	96.032


El mayor gasto fiscal que implica este proyecto, se financiará con cargo a los recursos contemplados en el presupuesto vigente del Ministerio de Defensa Nacional y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. En los años siguientes con los recursos que contemplará la ley de presupuestos para este fin.”.


Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -


De conformidad con el acuerdo precedentemente expuesto, la Comisión de Hacienda propone la aprobación de la proposición de la Comisión Mixta constituida en virtud del artículo 70 de la Constitución Política de la República.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 12 de junio de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), José García Ruminot, Rabindranath Quinteros Lara y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, 12 de junio de 2017.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO EN MATERIA DE DISCRIMINACIÓN E IGUALDAD DE REMUNERACIONES DE HOMBRES Y MUJERES 

(9.322-13)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción de las Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic, Isabel Allende Bussi, Adriana Muñoz D´Albora, Lily Pérez San Martín y Jacqueline Van Rysselberghe Herrera.


Se hace presente que no obstante tratarse de una iniciativa de artículo único, la Comisión la discutió sólo en general y acordó proponer a la Sala que adopte igual decisión, con el propósito de introducir los perfeccionamientos que sean necesarios durante la discusión en particular.

OBJETIVOS DEL PROYECTO


-Desarrollar el principio de igualdad de remuneraciones entre trabajadoras y trabajadores incorporando los conceptos de trabajo de igual valor y coincidencia de cada elemento de la remuneración.


-Distinguir entre discriminación directa basada en el sexo de la persona que presta servicios y discriminación indirecta sustentada en criterios aparentemente neutrales.

-------


A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, el coordinador legislativo de dicho Ministerio, señor Francisco del Río; la asesora de la Ministra, señora Andrea Bórquez; los asesores del mismo Ministerio, señores Ariel Rossel, Claudio Fuentes y Osvaldo Badenier; el asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy; la abogada y la economista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señoras Paola Álvarez e Irina Aguayo, respectivamente; el asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Alejandro Fuentes; el asesor del Centro Democracia y Comunidad, señor Pedro Mayorga; el asesor del Comité del Partido Demócrata Cristiano, señor Gerardo Bascuñán; la asesora legislativa del Instituto Igualdad, señora Vanesa Salgado. El asesor del Comité del Partido Socialista, señor Francisco Aedo. Los asesores del Instituto Libertad y Desarrollo, señores Sergio Morales y Esteban Ávila. Asesores parlamentarios: de la Senadora Muñoz, el señor Luis Díaz y la periodista señora Andrea Valdés; de la Senadora Goic, la señora María Soledad Flores y el señor Jorge Pereira; la periodista del Senado, señora Carolina Quintanilla. Asimismo estuvo presente el fotógrafo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Pablo Yovane. También estuvieron presentes en la sesión celebrada el 7 de junio de 2017, la Vicepresidenta de CUT Mujer, señora Julia Requena y la Vicepresidenta, señora Amalia Pereira.

-------


Especialmente invitada concurrió a la sesión del 12 de abril de 2017, la Directora del Área de Estudios de COMUNIDADMUJER, señora Paula Poblete, acompañada por la periodista del área de comunicaciones de esta entidad, señora Josefina Court.


Especialmente invitadas e invitados a la sesión de 3 de mayo de 2017 concurrieron: la Vicepresidenta de CUT Mujer, señora Julia Requena; la Directora de la Asociación de Funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles AJUNJI, señora Grimilda Bruna y las representantes de la Federación de Manipuladoras del Programa Alimentación Escolar (FECEMAP), señoras Alejandra Muñoz y Grisel Valenzuela. El Abogado del Programa Legislativo del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sergio Morales y el Cientista Político del Programa Legislativo de la Fundación Jaime Guzmán, señor Felipe Rössler.


Especialmente invitadas a la sesión de 10 de mayo de 2017 concurrieron: las investigadoras de la Unidad de Asesoría Técnica Parlamentaria de la Biblioteca del Congreso Nacional (BCN), la Economista, señora Irina Aguayo y la Abogada, señora Christine Weidenslaufer.


Especialmente invitados a la sesión de 7 de junio de 2017 asistieron: el Presidente de la Confederación de la Producción y del Comercio (CPC), señor Alfredo Moreno y las analistas de la Biblioteca del Congreso Nacional, señoras Paola Álvarez y Christine Weidenslaufer.

-------

OPINIÓN DE LA CORTE SUPREMA.

 
Mediante oficio N° 369/SEC/14, de 23 de abril de 2014, la Secretaría del Senado puso en conocimiento de la Corte Suprema el número 2 del artículo único, con la finalidad de recabar su parecer sobre dicha disposición. 

 
 El número 2 del artículo único sustituye el inciso segundo del artículo 485 del Código del Trabajo, que se refiere al procedimiento de tutela laboral y hace mención del derecho fundamental de la no discriminación contenido en el numeral 16 del artículo 19 de la Carta Fundamental.

 
La Corte Suprema, por medio del oficio N°46-2014, de fecha 10 de junio de 2014, formuló algunas observaciones que fueron analizadas oportunamente por la Comisión.

 
-En todo caso, la Comisión acordó determinar que la disposición consultada no tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por tratarse de una regulación procedimental.

-------

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


-La Constitución Política de la República, especialmente el inciso tercero del numeral 16 de su artículo 19, que establece el derecho fundamental a la no discriminación en el empleo.


-El Código del Trabajo.


-La ley N° 20.348, de 2009, que resguarda el derecho a la igualdad en las remuneraciones.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

La moción que da origen a este proyecto de ley, entre sus fundamentos explica que la ley N°20.348, de 2009, que resguarda el derecho a la igualdad de remuneraciones, tuvo por objetivo promover el principio de igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres. 

En efecto, sostiene la iniciativa, aun cuando la protección que en este ámbito provee la legislación laboral constituye un progreso en el reconocimiento del principio de igualdad en el empleo, la legislación vigente ha sido objeto de severas observaciones, toda vez que presenta dificultades para su aplicación práctica y no recogería la terminología promovida y utilizada por la Organización Internacional del Trabajo en instrumentos internacionales.

En ese sentido, agrega la moción, la Cámara de Diputados desarrolló un estudio sobre la eficacia en la aplicación de la referida ley, mediante el Comité de Diputados para la Evaluación de la Ley, el que formuló una serie de observaciones y recomendaciones, las que suponen, en algunos casos, la promoción de reformas legislativas y, en otros, la revisión de políticas públicas y de los procedimientos administrativos que operan en cada caso.

En consecuencia, la iniciativa propone contribuir al perfeccionamiento de la legislación sobre igualdad en el empleo, con la finalidad de garantizar de mejor manera su eficacia práctica. Con miras a ello, entre sus propósitos, la moción apunta a explicitar el principio de igualdad remuneratoria no sólo respecto de un mismo trabajo, sino que también en relación con trabajos comparables. Ello supone, agrega, adoptar las expresiones utilizadas por instrumentos internacionales y otras legislaciones nacionales, y recoger el desarrollo doctrinal y jurisprudencial a partir de tales nociones.

Asimismo, la moción pretende consagrar que la igualdad remuneracional entre hombres y mujeres debe considerar los distintos elementos que componen la retribución, separadamente o en su conjunto; identificar como discriminación directa aquellas distinciones en la remuneración que se basen en el sexo de los trabajadores; explicitar la figura de discriminación indirecta respecto de los sistemas remuneratorios; delimitar los supuestos en que las diferencias de remuneración no son discriminatorias, especificando los criterios que podrían justificar la diferencia y exigiendo que, aunque ellos estén presentes, sólo han de considerarse si revisten importancia para la prestación de los servicios.

Finalmente, la propuesta legislativa propone establecer la voluntariedad del procedimiento previo de reclamación y consagrar que el procedimiento de tutela laboral resulta aplicable respecto de la vulneración del derecho fundamental a la no discriminación y, en consecuencia, procede para conocer y resolver cuestiones acerca de los actos discriminatorios a que se refieren el artículo 2° y artículo 62 bis del Código del Trabajo.

-------

DISCUSIÓN EN GENERAL 


El proyecto de ley en informe se compone de un artículo único que, mediante dos numerales, propone modificar los artículos 62 bis y 485 del Código del Trabajo.



En efecto, el numeral 1 sustituye el inciso primero del artículo 62 bis, incorporando la obligación del empleador de dar cumplimiento al principio de igualdad de remuneraciones entre trabajadoras y trabajadores para un mismo trabajo o para un trabajo de igual valor. 


Seguidamente, dicho numeral propone calificar como discriminatoria cualquier distinción retributiva basada en el sexo de los trabajadores o que, basada en criterios aparentemente neutrales, tengan por efecto establecer una remuneración inferior para las trabajadoras, salvo que ello derive de una finalidad legítima y exista adecuación y necesariedad entre dicha medida y el fin que persigue.


Por otra parte, dicho numeral somete el conocimiento de las denuncias por infracción al principio de igualdad de remuneraciones al procedimiento de tutela laboral que establecen los artículos 485 y siguientes del Código del Trabajo. 


El numeral 2 del proyecto de ley en informe establece la aplicación de dicho procedimiento ante la vulneración del derecho fundamental a la no discriminación en el empleo que consagra el inciso tercero del numeral 16° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, esto es, ante la ocurrencia de los actos discriminatorios que establecen los artículos 2° y 62 bis del Código del Trabajo.

-------

SESIÓN CELEBRADA EL 5 DE ABRIL DE 2017

 
Al iniciarse el estudio de la iniciativa, la Senadora señora Goic, en su calidad de coautora del proyecto, explicó que la propuesta legal recoge las observaciones emanadas del Departamento de Evaluación de la Ley de la Cámara de Diputados, en relación a los efectos que ha generado en el ámbito laboral la entrada en vigencia de la ley N° 20.348, que resguarda el derecho a la igualdad en las remuneraciones, de 2009.

 
En efecto, detalló que dicho cuerpo legal introdujo el artículo 62 bis, nuevo, al Código del Trabajo, para establecer que el empleador deberá dar cumplimiento al principio de igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres que presten un mismo trabajo, no siendo consideradas arbitrarias las diferencias objetivas en las remuneraciones que se funden, entre otras razones, en las capacidades, calificaciones, idoneidad, responsabilidad o productividad, estableciendo un principio general de no discriminación en el empleo.

 
Con todo, aseveró que en nuestro país se siguen verificando una serie de prácticas que dificultan la aplicación de dicha normativa, tal como ocurre en diversos países que consagran similares instrumentos. 

 
En específico, señaló que no existen criterios que permitan justificar las diferencias existentes entre las remuneraciones que perciben trabajadoras y trabajadores que desempeñan un cargo similar, sobre todo en aquellos casos en que se utilizan subterfugios para encubrir una situación de desigualdad hacia las trabajadoras.

 
A continuación, el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, expuso sus observaciones respecto del proyecto de ley en estudio.

 
En primer lugar, afirmó que existen una serie de componentes culturales que han dificultado la aplicación de las disposiciones contenidas en la ley N° 20.348, publicada el año 2009, que resguarda el derecho a la igualdad en las remuneraciones, sobre todo considerando que la obligación que dicha norma contempla, en los términos en que se encuentra establecida actualmente, presenta contornos particularmente difusos.

 
En ese sentido, afirmó que la iniciativa constituye un avance en materia de igualdad de remuneraciones entre trabajadoras y trabajadores. En específico, detalló que el proyecto, al establecer que el principio de igualdad entre trabajadoras y trabajadores operará para un mismo trabajo o para un trabajo de igual valor, recoge las dos opciones que existen, en la legislación comparada, para asegurar el cumplimiento de dicho propósito.

 
Sin embargo, tratándose del criterio consistente en el igual valor del trabajo, afirmó que se trata de una noción que deriva de un complejo proceso que llevan a cabo los distintos actores que intervienen en el mundo laboral para determinar los distintos valores de los trabajos que se desarrollan en empresas distintas, con empleadores distintos y con condiciones, en general, muy disímiles entre sí.

 
En consecuencia, puntualizó que utilizar el valor del trabajo como un criterio unificador supone equiparar labores que se desarrollan en contextos muy distintos, con capacidades, requisitos y responsabilidades muy diferentes, mediante un complejo proceso de comparación entre tales funciones.

 
Asimismo, añadió que el sistema de gestión de recursos humanos en Chile, particularmente en pequeñas y medianas empresas, carece de los instrumentos que permitan comparar el valor de las funciones que se desarrollan en ellas, lo que, junto con la existencia de sistemas de remuneraciones variables, dificultaría la consideración de dicho factor como un elemento para igualar las remuneraciones entre trabajadoras y trabajadores.

 
La Senadora señora Muñoz valoró el propósito que persigue la iniciativa, sobre todo considerando que la ley N° 20.348, que resguarda el derecho a la igualdad en las remuneraciones, no ha cumplido, en general, con los objetivos que se tuvieron en consideración al momento de su aprobación.

 
En ese sentido, aseveró que la iniciativa puede contribuir a remover una serie de prácticas discriminatorias que se verifican en el ámbito laboral, las que se encuentran fuertemente arraigadas, y que suponen que el trabajo que desarrolla una trabajadora es de menor valor que aquellas que realiza un trabajador.
SESIÓN CELEBRADA EL 12 DE ABRIL DE 2017


En la primera sesión dedicada a escuchar la opinión de entidades, estudiosos y especialistas, sobre el contenido del proyecto de ley, se recibió a la representante de la Corporación Comunidad Mujer.

CORPORACIÓN COMUNIDAD MUJER

Imposición de roles estereotipados

Corresponsabilidad de hombres y mujeres frente al trabajo y la familia

 
La Directora de Estudios de Comunidad Mujer, señora Paula Poblete, expuso ante la Comisión respecto del proyecto de ley en estudio, considerando la brecha salarial de género y la legislación vigente en la materia.

 
En primer lugar, se refirió a la brecha salarial de género existente en el país.

 
En ese sentido, comentó que se trata de un fenómeno con múltiples causas, tales como la socialización temprana que impone roles estereotipados y áreas de desarrollo profesional diferenciados por sexo, la segmentación de funciones al interior de las empresas y entre estas, la existencia de prejuicios y sesgos inconscientes en la sociedad, la poca capacidad negociadora de las organizaciones sindicales y la existencia de una legislación laboral que no considera la corresponsabilidad parental.

 
Asimismo, aseveró que la regulación vigente, contenida en el artículo 62 bis del Código del Trabajo, constituye un avance relevante pero insuficiente para estimular un cambio cultural e igualar los costos de contratación entre hombres y mujeres.

 
En efecto, indicó que, aunque en 25 años los salarios reales se han duplicado, lo cierto es que actualmente estos continúan siendo muy bajos mientras que, según diversos indicadores, el ingreso medio de los trabajadores de ambos sexos corresponde a $505.000, con un promedio, para los trabajadores, de $587.000 y de $402.000 para las trabajadoras, y con una mediana de $340.000, donde los hombres tienen una de $390.000 y las mujeres de $293.000.

 
Afirmó que esta diferencia salarial puede asociarse a factores de discriminación cultural, la división sexual del trabajo, machismo o sesgos inconscientes, o por cuestiones normativas, tales como el sistema de protección a la maternidad contenido en el Código del Trabajo.

 
Es así, indicó, que dicho cuerpo normativo no reconoce la co-parentalidad ni otorga derechos ni obligaciones a padres trabajadores, lo que queda de manifiesto al constatar los costos de contratación diferenciados por sexo, la normativa sobre pre y post natal, fuero maternal, derecho de alimentación y sala cuna. En tal contexto, manifestó que el artículo 195 del Código del Trabajo otorga a los trabajadores que se convierten en padres el derecho irrenunciable a un permiso paternal de cinco días en el primer mes de nacido el hijo/a, el que, al ser pagado por el empleador, no está garantizado y no hay monitoreo respecto de su aplicación. 

 
Ello ha generado, añadió, que un bajo porcentaje de padres haya utilizado el beneficio, tal como ocurre con el permiso posnatal parental que puede ejercer el padre, toda vez que constituye una opción que apenas han ejercido el 0,26% de los trabajadores.

 
En consecuencia, expresó que, bajo la legislación vigente, la maternidad se transforma en un castigo para las trabajadoras, mientras que constituye un bono para los trabajadores. En el mismo sentido, manifestó que, en Estados Unidos, según un estudio publicado en 2014, “lo peor para la carrera laboral de una mujer es tener hijos/as. Las madres tienen menos probabilidades de ser contratadas, de ser percibidas como competentes y de que se les pague tanto como a sus colegas hombres con las mismas calificaciones. Para los hombres, en cambio, tener un hijo/a es bueno para sus carreras. Los que son padres, tienen más probabilidades de ser contratados que los hombres sin hijos/as, y se les tiende a pagar más después de tenerlos. Los ingresos de los hombres aumentan en promedio más de un 6% cuando tienen hijos/as (si viven con ellos), mientras que los de las mujeres se reducen un 4% por cada hijo que tienen.”

 
En la misma línea, señaló que, en 2016, el World Economic Forum ha indicado que Chile ocupa el lugar 133, de 135 países, en el ranking de igualdad de salarios entre hombres y mujeres que realizan trabajos similares, con una brecha promedio que alcanza al -31,6% en desmedro de las mujeres, mientras que, controlando por variables observables -tales como sector económico, oficio, categoría ocupacional, región y el tamaño de la empresa-, la brecha llega a -17,2%, a raíz de las hipótesis de discriminación que se verifican en el sector.

 
En la misma línea, describió que el Instituto Nacional de Estadísticas, en 2015, ha señalado que la parte explicada de la brecha que opera a favor de las mujeres no alcanza a compensar, bajo ningún supuesto, la parte no explicada a raíz de discriminación.

 
Seguidamente, se refirió a las disposiciones contenidas en la iniciativa legal en estudio.

 
En primer lugar, valoró los avances del proyecto de ley contenidos en el Boletín Nº 9322-13, toda vez que permite considerar, como factor de igualdad laboral, no solo el igual trabajo, sino también el igual valor, lo que resulta coherente con el Convenio N° 100 de OIT, sobre igualdad de remuneración, de 1951, ratificado por Chile el 20 de septiembre de 1971.

 
Asimismo, valoró que el proyecto apunte a especificar el concepto de remuneración para que haya igualdad en todos los elementos, y no solo en la suma total, junto a la restricción de las razones que puede esgrimir el empleador para disponer “diferencias objetivas” entre los trabajadores, junto al establecimiento del carácter voluntario del procedimiento de reclamación interno.

 
Sin embargo, aseveró que el proyecto de ley presenta ausencias relevantes.

 
En efecto, sostuvo que resulta pertinente establecer mecanismos que permitan identificar brechas salariales mediante el conocimiento de la planilla de remuneraciones y la operacionalización de las normas que establecen la igualdad de remuneraciones.

 
Asimismo, puntualizó que se debe hacer exigible la definición del cargo y las funciones que desempeñan los trabajadores en empresas de 50 trabajadores o más; consagrar la confidencialidad de la denuncia ante la Dirección del Trabajo, considerando los bajos niveles de sindicalización en nuestro país; mejorar la capacidad fiscalizadora de la Dirección del Trabajo y garantizar que la sanción sea la rectificación de la desigualdad salarial y no solo una multa. Del mismo modo, añadió que resulta necesario mejorar los índices de conocimiento de la ley por parte de los trabajadores y los empleadores.

 
Finalmente, enfatizó que mientras no se avance en una igualdad real de oportunidades, basada en la corresponsabilidad de hombres y mujeres frente al trabajo y la familia, resulta particularmente complejo terminar con la brecha salarial que existe en nuestro país. 

CONSULTAS

 
El Senador señor Larraín coincidió en que la iniciativa puede contribuir a remover la desigualdad salarial que se verifica en Chile, considerando que las modificaciones legales que se han producido en el último tiempo no ha producido el efecto esperado. 

 
En ese sentido, preguntó acerca de la necesidad de introducir una regulación que apunte, preferentemente, a igualar los costos de la contratación laboral, de modo tal que, por esa vía, se produzca una reducción de la brecha salarial existente en el país.

 
Por otra parte, consultó respecto de los indicadores que son considerados para determinar la forma de cálculo de las remuneraciones pagadas, en promedio, a las trabajadoras y trabajadores.

 
En relación a la igualdad de valor del trabajo, como un elemento para implementar la igualdad salarial, quiso conocer los factores que deben ser considerados para establecer el valor de dicho indicador.

 
Finalmente, subrayó que la iniciativa pretende igualar las remuneraciones entre trabajadoras y trabajadores, sin embargo, opinó que en cada uno de estos grupos se verifican, simultáneamente, distintos tipos de discriminación por razón de discapacidad u orientación sexual, entre otras.

 
El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, consultó acerca de los efectos que produce el fuero para efectos de la igualdad de remuneraciones entre trabajadoras y trabajadores y en el acceso al trabajo.

 
En relación al permiso post natal parental, que presenta una baja utilización por parte de los padres trabajadores, consultó respecto de la necesidad de establecer la obligatoriedad de dicho instrumento.

 
Finalmente, consultó sobre la eventual desigualdad salarial que podría producir la utilización de un sistema variable de remuneraciones, y los parámetros objetivos que permiten distinguir una hipótesis de discriminación y una diferenciación por capacidad o idoneidad profesional.

 
La Senadora señora Muñoz manifestó que la iniciativa debe propender a equiparar las responsabilidades que derivan de la maternidad, de modo tal de evitar que ella constituya una causal que implica una discriminación laboral hacia las mujeres trabajadoras. Asimismo, abogó por incorporar los lineamientos de igualdad salarial en las negociaciones colectivas al interior de las empresas.

 
La Directora de Estudios de Comunidad Mujer, señora Paula Poblete, expuso que la Subsecretaría del Trabajo ha manifestado su voluntad en orden a incorporar los aspectos relativos a igualdad de remuneraciones entre trabajadoras y trabajadores dentro de los lineamientos de formación sindical, de modo tal de propender a su establecimiento mediante los procedimientos de negociación colectiva.

 
En cuanto a la corresponsabilidad por maternidad y paternidad, abogó por establecer los mecanismos legales que apunten en esa dirección, considerando el descenso que ha experimentado nuestro país en materia de tasas de natalidad.

 
En relación a los mecanismos que operan en otros países para promover la igualdad salarial, reiteró que la experiencia comparada da cuenta de un contexto cultural y educacional que promueve una igual consideración para hombres y mujeres, junto a una regulación laboral que apunta en la misma dirección.

 
Acerca de la brecha salarial de género, y su relación con los índices de capacitación laboral, aseveró que la diferencia entre los niveles de remuneración aumenta a medida que existe mayor capacitación entre los trabajadores.

 
Respecto del trabajo de igual valor, como factor para determinar la igualdad entre remuneraciones, coincidió en que se trata de un elemento de compleja cuantificación. Al efecto, detalló que la Organización Internacional del Trabajo ha indicado que se debe atender a la función de producción al interior de una organización, de modo tal de valorar las distintas funciones que se desarrollan en estas.

 
Enseguida, afirmó que ninguna de las hipótesis de discriminación que se verifican al interior de las empresas resulta comparable con la distinción entre hombres y mujeres, toda vez que, lejos de constituir una minoría, se trata, en la práctica, de una mayoría minorizada.

 
Asimismo, añadió que dentro de cualquiera de los grupos que sufren de discriminación –tales como etnias o personas con discapacidad- siempre las trabajadoras deben enfrentar una situación desmejorada en comparación a los trabajadores.

 
En lo que atañe al fuero, como un elemento que pudiere introducir desigualdad en la contratación, afirmó que, aun cuando dicho beneficio no implica un costo económico, sí puede afectar la facultad de dirección de la empresa, al limitad el derecho del empleador a despedir a un trabajador. En consecuencia, explicó que, para evitar una afectación en la contratación de trabajadoras, resulta pertinente equiparar el otorgamiento del fuero a los padres trabajadores.

 
Acerca del sistema de remuneración variables y la igualdad de remuneraciones, sostuvo que, en ocasiones, ello puede constituir una discriminación hacia las mujeres trabajadoras, toda vez que, considerando que deben cumplir con una serie de obligaciones que derivan de la maternidad, a raíz de las falencias existentes en materia de corresponsabilidad parental, perciben una menor remuneración que los padres trabajadores.

 
Finalmente, en relación a los parámetros objetivos para determinar las remuneraciones, afirmó que se trata de una noción que permite evitar hipótesis de discriminación, debiendo considerar, en cualquier caso, la naturaleza de las funciones o servicios que se desempeñan.

SESIÓN CELEBRADA EL 3 DE MAYO DE 2017


En esta sesión, la Comisión de Trabajo y Previsión Social continuó escuchando la opinión de distintos invitados sobre la finalidad de la iniciativa en análisis.

CENTRAL UNITARIA DE TRABAJADORES

La igualdad de remuneraciones entre la mano de obra masculina y la mano de obra femenina, por un trabajo de igual valor, es un imperativo de justicia social
 
La vicepresidenta de CUT Mujer, señora Julia Requena, expuso las observaciones de la organización respecto del proyecto de ley en estudio.

 
Entre los antecedentes a considerar en la discusión, sostuvo que la igualdad entre hombres y mujeres es una cuestión de derecho humano fundamental, toda vez que la igualdad en los ingresos es expresión de este derecho humano en el ámbito de la justa retribución por el trabajo, lo que requiere considerar su valor sin consideración o sesgos de género. 

 
En ese sentido, afirmó que, como derecho humano fundamental, garantizar la igualdad de ingresos entre hombres y mujeres, y la inserción de las mujeres en el mercado del trabajo y en la economía en igualdad de condiciones que los hombres, es una obligación del Estado Chileno que emana de múltiples tratados de derechos humanos, entre los que destacan la CEDAW y la Convención Interamericana de Derechos Humanos, y particularmente el Convenio N°100 de la OIT sobre igualdad de remuneración, ratificado por Chile el 20 de septiembre de 1971.

 
Sin embargo, sostuvo que el “Informe sobre la Aplicación de la Ley 20.348 sobre Igualdad de Remuneraciones”, que efectuó la Cámara de Diputados, señala que se trata de una legislación desconocida que no contempla incentivos y que, en opinión de la Central Unitaria de Trabajadores en el marco del procedimiento de consulta en ciudadana realizada para evaluar la ley, no ha tenido impacto en materia de igualdad de ingresos entre hombres y mujeres. 

 
En efecto, aseveró que el más visible defecto de dicho cuerpo legal dice relación con que sólo reconoce el principio de igualdad de remuneraciones respecto de hombres y mujeres que presten un mismo trabajo, lo que implica rebajar el estándar del principio, pues éste tiene que ver con el valor del trabajo y no con el “tipo” de trabajo.

 
Asimismo, afirmó que hay una deficiencia en la forma de protección o tutela eficaz del principio, ya que para quedar habilitado a ejercer el procedimiento de tutela de derechos fundamentales se exige cumplir con un procedimiento de reclamación obligatoria previa ante la empresa. Con todo, sostuvo que los reclamos sólo pueden ser interpuestos por la trabajadora o trabajadoras afectadas, de modo tal que no pueden hacerlo las organizaciones sindicales, lo que implica restringir la controversia pues se termina comparando la historia de contratación de la reclamante con el o los trabajadores en referencia -es decir, aquellos con la remuneración más alta-, y, en ese contexto, es más fácil que predomine el principio de libertad de contratación o de autonomía de la voluntad. 

 
Por otra parte, añadió que el procedimiento de tutela previsto en la ley 20.348 es de ejercicio más gravoso para la trabajadora, ya que respecto de otro tipo de discriminaciones o afectaciones a derechos fundamentales no se exige una reclamación previa ante el empleador. 

 
En lo concerniente al empleo público, agregó que la ley solo consideró una modificación que afecta el empleo a contrata. Al efecto, detalló que, durante la tramitación del proyecto de ley que le dio origen, la Mesa de Igualdad de Oportunidades del Sector Público, que agrupa a representantes de organizaciones del sector público, planteó que se requería también de descripción de cargos bajo pautas libres de sesgos de género, evaluación del valor de los puestos de trabajo bajo criterios objetivos, una entidad experta que asesorara o revisara estas evaluaciones y un instrumento de protección eficaz de las discriminaciones que puedan darse en las remuneraciones asignadas a trabajos de igual valor. 

 
No obstante, manifestó que tales consideraciones no fueron atendidas, pese a que están en consonancia con las políticas y medidas implementadas en los países que han tenido avances positivos en esta materia. En ese contexto, aseveró que la percepción del sector, sobre los efectos de la ley N° 20.348, es que no mejoró tampoco la asignación igualitaria de grados. 

 
Habida cuenta de lo anterior, afirmó que, para la Central Unitaria de Trabajadores, la igualdad de remuneraciones entre la mano de obra masculina y la mano de obra femenina, por un trabajo de igual valor, es un imperativo de justicia social y forma parte de su resolución programática, consistente en luchar en contra de las desigualdades que persisten y afectan a nuestra sociedad.

 
A este respecto, añadió que la ley debe establecer que las mujeres deben tener oportunidades para capacitarse y acceder a las promociones o ascensos en consideración a las barreras que enfrentan, es decir, debe igualar lo que no es hasta ahora naturalmente igual por la división sexual del trabajo y la sobrecarga de trabajo de la mujer. A modo de ejemplo, sostuvo que la antigüedad puede ser un elemento de sesgo, pues las mujeres no cuentan con trayectorias laborales similares a los hombres en cuanto deban hacerse cargo de asumir responsabilidades parentales, domésticas o por la maternidad, y, de igual modo, una retribución económica que se vea afectada por inasistencias por  licencias maternales o parentales resulta contraria a criterios de género.

 
Para cumplir dicha finalidad, propuso que un órgano técnicamente preparado revise el cumplimiento de las obligaciones de los empleadores, pudiendo debe tener acceso a la información contable y a las remuneraciones de la empresa para develar incumplimientos o errores en las medidas que debieran haberse adoptado o proponer otras adecuadas, de modo tal de perseguir el cambio de conducta mediante una sanción que opera solo en caso de que los empleadores insistan en malas prácticas, o que éstas sean evidentes. 

 
Enseguida, se refirió a las disposiciones contenidas en la iniciativa en estudio.

 
En general, afirmó que el proyecto recoge una parte importante de las observaciones de la entidad en lo que respecta a explicitar que el principio de igualdad de remuneraciones se refiere no sólo a remuneraciones respecto de un mismo cargo o función, sino también a trabajos de igual valor; establecer la voluntariedad del procedimiento previo de reclamación; y clarificar que el procedimiento de tutela es aplicable respecto de las diferencias de remuneraciones entre hombres y mujeres, pudiendo ejercer la acción también las organizaciones sindicales, como también ocurre con otros derechos fundamentales cautelados por la acción de tutela laboral. 

 
Afirmó que tal disposición es muy importante, por cuanto lo que más interesa es resolver dicha problemática de manera global en la empresa y para cada caso individual no trabajadora a trabajadora, de modo tal de producir cambios en las definiciones en materia de salarios en forma general.

Asimismo, valoró la incorporación de aquella norma que establece que la discriminación puede darse en forma directa o indirecta pero, por sobre todo, afirmó que es importante la referencia a la discriminación indirecta, esto es, a las diferencias en las remuneraciones que, basadas en criterios aparentemente neutrales, tengan por efecto que la retribución de las trabajadoras sea inferior a la de los trabajadores, salvo que pueda justificarse objetivamente en una finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean adecuados y necesarios.

Añadió que, del mismo modo, es importante señalar que aun cuando, en principio, no se consideran discriminatorias las diferencias objetivas en las remuneraciones que se funden en las capacidades, calificaciones, idoneidad, responsabilidad o productividad, ello se entenderá así en cuanto  tales consideraciones revistan importancia para la prestación de los servicios. 

En cuanto a las remuneraciones a considerar para efectos de determinar la brecha de salarios, manifestó que deben considerarse todos los beneficios en dinero y en especie que puedan ser avaluados en dinero, pero hay que analizar con detenimiento aquellos que puedan responder al cumplimiento de una obligación en materia de protección a la maternidad, como es el caso de sala cuna. En ese sentido, afirmó que al imputar el valor o costo de sala cuna en la remuneración de la trabajadora se da una apariencia de disminución de la brecha, no obstante que con ello se sigue favoreciendo la discriminación hacia la mujer trabajadora y la madre que debe asumir sola el costo de la maternidad en la sociedad. 

Finalmente, sostuvo que la modificación al artículo 485 del Código del Trabajo es muy positiva no solo para evitar la discriminación en materia de género, sino también para la protección en contra de otros actos de discriminación en el empleo.

A continuación, la Consejera Nacional de la Central Unitaria de Trabajadores, señora Alejandra Muñoz, expuso que, tratándose de la prestación de servicios en el marco de licitaciones públicas, tales como aquellas que desempeñan las manipuladoras de alimentos en establecimientos educacionales, resulta adecuado establecer un criterio de igualdad de remuneraciones dentro de un mismo género.

INSTITUTO LIBERTAD Y DESARROLLO

Se requiere promover un mayor índice de negociación y una mayor flexibilidad de horario para las mujeres trabajadoras

El abogado del Programa Legislativo del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sergio Morales, expuso acerca del proyecto de ley en estudio.

 
En primer lugar, explicó que el proyecto amplía y explicita el principio de igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres, el que ya está consagrado en la ley laboral, al establecer que la igualdad de remuneraciones se aplica no sólo a un mismo trabajo, sino también para un trabajo de igual valor; prohíbe las discriminaciones “aparentemente neutrales”, pero que producen el efecto de establecer remuneraciones inferiores para las trabajadoras; y permite que las denuncias por vulnerar estas disposiciones se ceñirán al procedimiento de tutela laboral, el cual podrá impetrarse incluso después de reclamar conforme al reglamento interno de la empresa, en su caso.

 
En atención a ello, afirmó que el principio de no discriminación arranca del derecho fundamental universalmente reconocido de igualdad ante la ley, el cual, en su aspecto negativo, implica la orden de no establecer discriminaciones basadas en factores injustificados o arbitrarios. En el ámbito laboral, afirmó que dicho mandato implica asegurar el respeto al derecho a la igualdad de trato mediante la prohibición de utilizar criterios de distinción o preferencia que no se basen en la capacidad o la idoneidad del trabajador. 

 
A este respecto, enfatizó que dicho principio ha sido reconocido tanto a nivel internacional como también en nuestro derecho interno, tal como consta en el artículo 2° de la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la “Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer” y diversos  Convenios de la Organización Internacional del Trabajo.

 
Asimismo, añadió que en nuestro país dicho principio ha sido consagrado en  el artículo 1° de la Constitución Política de la República, que establece que las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos, entregando al Estado el deber de asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional. Del mismo modo, detalló que el numeral 2 de su artículo 19 reconoce el derecho a la igualdad ante la ley, establece que no existen personas ni grupos privilegiados y que la autoridad no podrá establecer diferencias arbitrarias, y puntualiza que “hombres y mujeres son iguales ante la ley”.  A su turno, añadió que, en el ámbito laboral, el numeral 16 del artículo 19 de la Constitución Política de la República consagra el derecho a la no discriminación laboral, el cual supone, tanto para particulares como para el Estado, la prohibición de discriminar, salvo cuando su fundamento se base en la capacidad o idoneidad personal, sin perjuicio que la ley en determinados casos exija la nacionalidad chileno o límites de edad para determinados trabajos. 

 
Acerca de la regulación contenida en el Código del Trabajo, sostuvo que las normas relativas a la discriminación se encuentran contenidas principalmente en su artículo 2°, el cual señala que son contrarios a la legislación laboral los actos de discriminación, entendiendo por tal las distinciones, exclusiones o preferencias basadas en motivos de raza, color, sexo, edad, estado civil, sindicación, religión, opinión política, nacionalidad, ascendencia nacional u origen social que tengan por objeto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en empleo y la ocupación.

Asimismo, afirmó que el Código del Trabajo establece ciertos criterios de distinción que son permitidos, los cuales dicen relación con las calificaciones exigidas para un empleo determinado. Sobre el particular, afirmó que nuestra legislación no sólo protege a los trabajadores de actos de discriminación que tengan lugar durante el desarrollo de la relación laboral, sino que se extiende incluso a la etapa precontractual, es decir, a las ofertas de empleo.

En materia de discriminación laboral por motivos de sexo, específicamente referida a las mujeres trabajadoras, afirmó que la legislación vigente dispone, a propósito de las normas sobre protección de la maternidad, que ningún empleador podrá condicionar la contratación de trabajadoras, su permanencia o renovación de contrato, o la promoción o movilidad de su empleo, a la ausencia o existencia de embarazo, ni exigir para dichos fines, certificado o examen alguno para verificar, estableciendo que el cumplimiento de estas normas es entregada a competencia de la Dirección del Trabajo, en su etapa administrativa, quien podrá imponer multas a los empleadores infractores, así como a los Tribunales del Trabajo. 

Enseguida, explicó que con la dictación de la ley N° 20.348, que resguarda el derecho a la igualdad en las remuneraciones, se introducen nuevas modificaciones al Código del Trabajo, entre un nuevo artículo 62 bis por medio del cual se reconoce explícitamente el principio de igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres que presten un mismo trabajo. 

De igual manera, detalló que se establecen excepciones que permiten establecer diferenciaciones remuneracionales basadas en capacidades, calificaciones, idoneidad, responsabilidad o productividad, lo que resulta adecuado considerando que la ley establece que las empresas de doscientos o más trabajadores deben contar con un sistema previo de reclamación, consignado en el reglamento interno de orden, higiene y seguridad, mientras que los trabajadores de empresas con un menor número de trabajadores podrán accionar directamente en los Tribunales del Trabajo.

Así las cosas, y considerando la gran cantidad de normas citadas, sostuvo que actualmente existe una extensa regulación positiva respecto de la materia, la que encuentra una consagración amplia a nivel internacional y nacional; constitucional y legal;  administrativa y judicial, por lo que adicionar mayores regulaciones resulta del todo innecesario y puede originar más problemas interpretativos y prácticos que beneficios a los trabajadores que se pretende proteger. 

Enseguida, se refirió, en específico, a la regulación aplicable en materia de igualdad de remuneraciones. 

Al efecto, sostuvo que no es novedad que durante las últimas décadas son cada vez más las mujeres que ingresan al mercado laboral, toda vez que la tasa de participación laboral femenina se ha incrementado, de 30.9%, en los años 90, al 47.6%, en 2013, mientras que, en los mismos años, el porcentaje en que las mujeres aportan al ingreso del hogar aumentó del 28.7% al 38.6%. Del mismo modo, de acuerdo a la Encuesta Suplementaria de Ingresos (NESI) 2014, afirmó que el 27,9% de las mujeres trabajan part time, en comparación con los hombres, que sólo lo hacen en un 12,5%.

Asimismo, sostuvo que de acuerdo a la Encuesta de Empleo de la Universidad de Chile y el Informe del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), de 2010, en la década del sesenta las mujeres ganaban, en promedio la mitad de lo que obtenían los hombres. Sin embargo, esta brecha se ha ido acortando paulatinamente, toda vez que en 2014 la encuesta NESI demostró que en materia de brecha de ingreso medio remuneracional es de un 17.9%, en relación con la misma medición de 2013, en que la diferencia fue de 20.1%, mientras que, en relación con el ingreso medio por hora, la diferencia es menor y corresponde a un 10,3%, menor a la medición de 2013, en que dicha diferencia correspondía a un 11,8%.

Por su parte, afirmó que al desagregar la información por nivel de estudio las cifras demuestran que, así como sucede en otros países, la brecha de ingresos promedio es menor si se analiza por concepto de horas trabajadas, lo que deja en evidencia que, por distintas razones, la mujer en promedio trabaja menos horas que los hombres. Además, agregó que otra gran diferencia que se aprecia al respecto dice relación con que las diferencias se producen de manera más acentuadas dependiendo del nivel educacional, toda vez que, en el caso de las mujeres que sólo cuentan con educación primaria, la diferencia es de un 14,9%, mientras que en los casos en que las mujeres cuenten con educación secundaria completa la diferencia es de un 20.9%, mientras que en caso que la mujer cuente con educación técnica dicha diferencia alcanza un 19.1%. Asimismo, en caso de educación universitaria completa, la brecha aumenta a un 20.6% y, en caso de trabajadoras con post grado, ésta se incrementa a un 29,0%.

En ese contexto, afirmó que aun cuando no son aceptables los actos arbitrarios de discriminación que incidan directamente en las condiciones de trabajo y en las remuneraciones, es preciso tomar en cuenta una serie de factores que afectarían en cierta medida la igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres, de modo tal que, a partir de estos datos y del análisis del mercado del trabajo, es posible sostener que las diferencias en las remuneraciones se deben a la existencia de áreas de especialización de las mujeres, las que tienden a hacerlo en áreas menos productivas desde el punto de vista económico, como por ejemplo, servicios, educación o turismo.

Además, indicó que se requiere promover un mayor índice de negociación y una mayor flexibilidad de horario -toda vez que, de acuerdo a cifras de la encuesta Casen, las mujeres profesionales trabajan menos horas que el promedio-, y, añadió, se requiere favorecer la búsqueda de trabajos en lugares más cercanos a su hogar, para poder atender más fácilmente las necesidades domésticas, junto a la necesidad de considerar la existencia de la menor experiencia que alcanzan las mujeres que han dejado de trabajar durante el período de crianza de sus hijos.

En cuanto al trabajo por cuenta propia, detalló que el Centro Latinoamericano de Políticas Económicas y Sociales, de la Pontificia Universidad Católica de Chile, publicó un informe que da cuenta que las mujeres que trabajan por cuenta propia ganan en promedio $140.000 menos al mes en relación a un hombre trabajador por cuenta propia, de modo tal que, según este estudio, en el caso de los hombres el ingreso laboral promedio mensual es de $342.441, y en el de las mujeres, $200.344, por lo que el ingreso de los hombres por cuenta propia es 70,9% superior al de las mujeres que ejercen un empleo bajo esta modalidad.

Enseguida, se refirió a los criterios de igual trabajo y trabajo de igual valor según los proyectos de ley.

Al efecto, explicó que la ley N° 20.348, que resguarda el derecho a la igualdad en las remuneraciones, utiliza como criterio para determinar la existencia de discriminación remuneracional, por medio de factores arbitrarios, al hecho de que hombre y mujer presten “un mismo trabajo”, de tal forma que de acuerdo a lo que señala la OIT, “una remuneración igual por un trabajo igual implica que hombres y mujeres de cualificación similar recibirán la misma remuneración cuando realicen el mismo trabajo, o prácticamente el mismo, en condiciones equivalentes”. 

Sin embargo, afirmó que el proyecto de ley, basándose en el Convenio 100 de la OIT, pretende ir más allá, al señalar como criterio que se debe utilizar para determinar si existe o no discriminación el hecho que pueda tratarse de “trabajos de igual valor”, lo que supone que  no sólo casos en que el trabajador y la trabajadora desempeñan un trabajo igual o similar, sino además trabajos diferentes, toda vez que, como ha establecido dicha organización, cuando una mujer y un hombre llevan a cabo un trabajo de contenido diferente, que requiere de capacidades o cualificaciones diferentes que se desempeña en condiciones diferentes, pero en general es de igual valor, deberían recibir una remuneración igual.

Sin embargo, sostuvo que el establecimiento de un criterio como el mencionado no parece apuntar en la línea correcta, toda vez que dicho concepto jurídico indeterminado puede ser utilizado, por la jurisprudencia administrativa y judicial, para desconocer principios básicos relativos a la autonomía de la voluntad matizados por los derechos laborales irrenunciables, así como la intimidad de las personas, en cuanto afecta a sus remuneraciones. 

De este modo, sostuvo que podrían ser considerados trabajos de igual valor una reponedor de medicamentos en una farmacia y un reponedor de transformadores eléctricos o de químicos altamente inflamables, en circunstancias que ello implica desconocer la peligrosidad de la labor, las condiciones de trabajo o la capacitación requerida, entre otros factores, pese a que cada uno de ellos aparentemente suponen para el trabajador el mismo esfuerzo físico o intelectual. 

Agregó, sostuvo que, en su opinión, tales criterios suponen una revisión de las remuneraciones que perciben todos los trabajadores dentro de la misma empresa o en otras, llegando a comparaciones absurdas como ya ha ocurrido en países donde se ha implementado esta medida. Así, por ejemplo, de acuerdo a datos de la OIT, afirmó que, en Islandia, la Corte Suprema de Justicia se pronunció a favor de una demanda de igualdad de remuneración entre una directora del departamento de asuntos sociales de un municipio y un ingeniero.

Afirmó que resulta relevante considerar muchos factores que inciden en la determinación de la remuneración de un trabajador en atención a su especial función, profesión u oficio, lo que hace muy difícil comparar con otros tipos de trabajadores. Dentro de dichos factores, sostuvo que se cuentan la capacitación y especialización en el oficio, la antigüedad, la escasez del profesional o de la habilidad que se requiere, la flexibilidad de jornadas, el valor del trabajo realizado, comparado con similares puestos de trabajo demandados por los empleadores o productores, las habilidades físicas requeridas y la contribución del trabajador a la producción. 

Así las cosas, afirmó que establecer el criterio de “trabajos de igual valor” puede llevar a situaciones muy complejas que afectarán directamente la contratación de trabajadoras y la intervención del mercado laboral por medio de la fijación heterónoma de remuneraciones, o de asimilar funciones de manera artificial y antojadiza.

En el mismo sentido, aseveró que la igualdad de remuneraciones ya está regulada a propósito de la no discriminación e igualdad de trato, de modo tal que, al existir un reconocimiento expreso a la igualdad de trato, tanto para el trabajador como para la trabajadora, se hace innecesario volver nuevamente a regular una materia que ya encuentra su consagración expresa. Asimismo, sostuvo que resulta necesario reconocer las facultades propias de la Dirección del Trabajo, en virtud de las cuales puede realizar las fiscalizaciones y atender de las reclamaciones que se presenten por trabajadores o trabajadoras, en el evento de considerar que este principio-derecho se estaría vulnerando, lo que exige avanzar más en educación que en pretender terminar hipótesis de discriminación mediante una norma legal. 

Afirmó que ello queda de manifiesto al constatar que, durante el año 2011, las denuncias en la materia correspondieron a 12; en 2012 a 6 y en 2013 a 2, mientras que, en cuanto a las multas, en 2012 se registraron 406 multas y, en 2013, apenas 31.

En razón de lo anterior, propuso alternativas de tutela frente a actos discriminatorios.

Al efecto, sostuvo que la legislación actual prevé una serie de mecanismos que resguardan el derecho a la no discriminación por razones de sexo, tales como la acción de protección contemplada en el artículo 20 de la Constitución Política de la República, respecto de la garantía contenida en el inciso tercero del numeral 16 del artículo 19, relativo al derecho a lo discriminación en el empleo. Asimismo, añadió que, ante estos mismos actos, el artículo 485 del Código del Trabajo permite el ejercicio de una acción de tutela laboral de derechos fundamentales, considerando claramente su procedencia respecto de actos discriminatorios, mientras que le corresponde a la Dirección del Trabajo la fiscalización de la normativa laboral, de oficio o previa denuncia, pudiendo aplicar las multas de que da cuenta el artículo 506 del Código del Trabajo.

Asimismo, afirmó que un acto discriminatorio por razones de sexo que se manifieste, por ejemplo, en la desigualdad de remuneraciones de una trabajadora frente a un trabajador por un mismo trabajo, implica una vulneración al artículo 2° del Código del Trabajo, lo que presupone un incumplimiento del contrato de trabajo, pues la prohibición de actos de discriminación se entienden incorporada al contrato como una obligación más para las partes, y en concreto, para el empleador.

Así, considerando los distintos mecanismos de tutela, aseveró que la solución no debiera ir por promover mayor regulación y mecanismos legales que incentiven la judicialización de los conflictos, sino que resulta necesario mejorar la educación y la instrucción de los trabajadores acerca de sus derechos y de las vías que la ley les brinda para su adecuada protección, tema que sin duda no se soluciona por medio de una ley. Agregó que, del mismo modo, la ley 20.609 que establece medidas contra la discriminación -conocida como ley Zamudio-, regula discriminaciones basadas en sexo, lo cual claramente incluye toda distinción, exclusión y restricción en el ámbito laboral.

Por otra parte, añadió que el artículo 153 del Código del Trabajo establece que las empresas que estén obligadas por ley a contar con un reglamento interno de orden, higiene y seguridad –es decir, aquellas que cuentan con 10 o más trabajadores permanentes-, deben necesariamente contemplar un procedimiento de reclamación ante supuestos actos de discriminación laboral basada en el sexo del trabajador. Asimismo, para efectos de facilitar la prueba, se exige que las empresas que tengan 200 o más trabajadores deban incluir en el reglamento interno la descripción de cargos y funciones y sus características técnicas esenciales y exige, en cualquier caso, una etapa previa, al interior de la empresa, consistente en una solicitud por escrito, cuya respuesta por parte del empleador deberá hacerse de la misma forma en un plazo no mayor a 30 días. Asimismo, una vez que se responda el reclamo, dependiendo de la decisión, el trabajador podrá recurrir a la Inspección del Trabajo, quien buscará llegar a acuerdo vía mediación, sin perjuicio de recurrir directamente a los juzgados del trabajo para que resuelvan la contienda. 

Sin embargo, afirmó que el proyecto busca transformar este procedimiento previo en una instancia voluntaria para el trabajador, siendo posible acudir directamente a los Tribunales o a la Inspección del trabajo a fin de que resuelva.

Dicha propuesta, añadió, no considera que el reglamento interno de orden, higiene y seguridad es un importante instrumento por medio del cual la empresa establece regulaciones y procedimientos internos referentes a distintas áreas, el que no sólo debe ser entendido como una manifestación de la potestad del empleador para organizar, dirigir y administrar una empresa, sino que debe ser considerada como un mecanismo de solución de controversias de autocomposición entre las partes afectadas y como una garantía para el trabajador respecto del conocimiento de reglas claras y transparentes acerca del modo de proceder del empleador. 

En virtud de lo anterior, propuso privilegiar instancias de diálogo y de mediación al interior de las empresas, y no directamente por medio de la judicialización de los conflictos, toda vez que, sostuvo, ello genera mayores costos, tiempo, ansiedad y tensión en las relaciones entre empleador y trabajador. Por otra parte, afirmó que rebajar de 200 a 5 el número de trabajadores que se exigen para contar con el reglamento interno resulta una exageración. 

En materia de capacitación y formación profesional, añadió que más que el aumento de la carga administrativa y burocrática para las empresas y el Estado, y el estímulo a la judicialización de todos los conflictos, según investigación de la misma OIT, la capacitación y formación profesional son piezas claves en materia de igualdad de trato, toda vez que mejoran las condiciones de participación social, económica y política de las mujeres, reduce las brechas entre los géneros, tanto en salarios como en su posicionamiento, y permite una mejor capacidad de negociación con el empleador. De ese modo, aseveró que los esfuerzos del Estado deben ir enfocados en promover incentivos y el desarrollo de políticas de capacitación y de perfeccionamiento profesional de las mujeres, así como permitir que los empleadores premien, independientemente del sexo del trabajador, el mérito, el esfuerzo personal y el compromiso con la empresa.

En la misma línea, agregó que con la aprobación de la ley 20.940, conocida como reforma laboral, se incorporó un nuevo artículo 376 al Código del Trabajo, el que establece un pacto para trabajadores con responsabilidades familiares para permitir que las trabajadoras puedan acceder a sistemas de jornadas que combinen tiempos de trabajo presencial y desde el hogar, lo que constituye una oportunidad relevante para avanzar en adaptabilidad pactada que permita derribar barreras de acceso al trabajo de las mujeres.

Añadió que otra de las medidas para rebajar las brechas en materia de remuneración dice relación con la modificación al actual sistema de salas cunas, lo que desincentiva la contratación de 20 ó más mujeres, independientemente del tamaño de la empresa. Para ese fin, propuso revisar las distintas iniciativas que contemplan un sistema de financiamiento tripartito, para efecto de dar cobertura a las salas cunas de las mujeres trabajadoras.

Finalmente, a modo de comentario general, reiteró que el principio de igualdad de remuneraciones de hombres y mujeres se inserta dentro de un principio más amplio, relativo a la igualdad de trato en materia laboral, lo que implica la prohibición de discriminación basada en sexo con respecto de otras condiciones como raza, estado civil, sindicalización, opinión política, etc. 

 
En ese sentido, sostuvo que la idea de brindar protección a la mujer debiera apuntar a dar mayor flexibilidad en materia laboral mediante políticas públicas que generen incentivos a la contratación de trabajadoras y su capacitación y formación profesional, y reconocer el deber de las empresas de proponer planes de igualdad salarial, como opera en el caso canadiense, en lugar de imponer exigencias, reglamentaciones innecesarias y una orientación a la judicialización de estas materias, de modo tal de alcanzar, de mejor manera, el fin último la iniciativa, consistente en que hombres y mujeres puedan acceder al mercado laboral en igualdad de condiciones, sin que ello implique establecer un estatuto diferenciado, rígido y gravoso, que lleve a los empleadores a optar por contratar hombres en vez de mujeres.

OBSERVACIONES

 
La vicepresidenta de CUT Mujer, señora Julia Requena, expuso que las normas vigentes no resultan suficientes para garantizar el ejercicio de derechos laborales en igualdad de condiciones, como queda de manifiesto al constatar las deficiencias que se han constatado respecto del deber de confidencialidad de las denuncias que se hubieren presentado.

 
Asimismo, en materia de las normas sobre protección a la maternidad, abogó por evitar que cualquier modificación legal genere una afectación en los derechos que ejercen actualmente las trabajadoras.

FUNDACIÓN JAIME GUZMÁN

Se hace necesario disminuir los costos de contratación de las mujeres y facilitar nuevas formas de trabajo para ellas, y mejorar el sistema de garantías laborales para los padres

 
El cientista político de la Fundación Jaime Guzmán, señor Felipe Rössler, expuso ante la Comisión respecto del proyecto de ley en estudio.

 
Al iniciar su exposición, afirmó que la iniciativa apunta a explicitar el principio de igualdad remuneratoria no sólo respecto de un mismo trabajo, sino que también en relación con trabajos comparables; consagrar que la igualdad remuneracional entre hombres y mujeres debe considerar los distintos elementos que componen la retribución, tanto separadamente como en su conjunto; e identificar como discriminación directa aquellas distinciones en la remuneración que se basen en el sexo de los trabajadores.

 
Sin embargo, afirmó que, como principio general, la legislación laboral debería resolver las injusticias que se producen en el ámbito del trabajo en lugar de atender a las desigualdades que se verifican en él, tal como ocurriría a propósito de algunas disposiciones que impiden el ejercicio del rol parental para los padres trabajadores.

 
Al efecto, presentó el siguiente gráfico, relativo a las cifras de ingreso promedio en atención a los años de escolaridad para las trabajadoras y trabajadores, las que dan cuenta que, a mayor escolaridad, aumenta la brecha, a raíz del carácter estratégico de ciertas funciones:
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Asimismo, afirmó que en nuestro país las trabajadoras cuentan con menores índices de participación laboral, a raíz de las labores de cuidado familiar que culturalmente se les asigna, y se verifica una brecha según grupos etáreos particularmente en el período de maternidad, lo que ocurre en nuestro país del mismo modo en que ocurre en los demás países de América Latina en consideración a los años de escolaridad.

 
Enseguida, se refirió al contexto global de normas sobre protección a la maternidad, considerando que nuestro país se ubica dentro de aquellos países que consagran un descanso post natal de mayor extensión.

 
Al efecto, explicó que la legislación laboral vigente contempla una serie de mecanismos que apuntan a proteger a la trabajadora en materia de ejercicio de la maternidad.

 
Sin embargo, aseveró que dicha regulación ha encarecido el costo de contratación laboral de las mujeres trabajadoras, lo que debe ser corregido. Con dicha finalidad, aseveró que la CEPAL ha propuesto mejorar los espacios de negociación colectiva, mejoras los índices de salario mínimo e implementar una regulación que contemple las mismas responsabilidades para los padres trabajadores en el cuidado de sus hijos.

 
Del mismo modo, añadió que la OCDE ha propuesto ayudar a las mujeres a entrar en el mercado del trabajo y facilitar una mejor repartición de las responsabilidades en el hogar mediante políticas familiares diseñadas adecuadamente; implementar y promover establecimientos para el cuidado de los niños, tales como salas-cuna y jardines infantiles de calidad y al alcance de todos; mejorar la repartición de los permisos pre- y post-natal entre ambos progenitores; y dar oportunidades de trabajo a tiempo parcial y mayor flexibilidad en cuanto al lugar de trabajo.

 
Habida cuenta de lo anterior, dio cuenta de la necesidad de disminuir los costos de contratación de las mujeres, mejorando el sistema de garantías laborales para los padres, tal como ocurriría con al establecimiento de un fuero paternal en el artículo 203 del Código del Trabajo. Del mismo modo, abogó por flexibilizar el mercado laboral, facilitando nuevas formas de trabajo especialmente pensadas para mujeres, jóvenes y adultos mayores, tal como ocurre tratándose de los pactos para trabajadores con responsabilidades familiares. Asimismo, señaló que, antes de combatir la brecha salarial, es necesario hacerse cargo de los distintos costos de contratación entre hombres y mujeres y promover una nueva cultura empresarial, donde la mujer juega un rol central y muchas veces exclusivo.

OBSERVACIONES

 
El Senador señor Allamand sostuvo que, en rigor, la diferencia existente en los costos de la contratación laboral influye en los índices de ingreso al mundo del trabajo, pero no justifican una diferencia en las remuneraciones que reciben los trabajadores.

 
En consecuencia, abogó que, dentro de los mecanismos para evitar una diferencia salarial entre hombres y mujeres, resulta pertinente consagrar un mecanismo de reclamo por vía no judicial, tal como un sistema de arbitraje al interior de cada empresa, para garantizar la igualdad de remuneraciones conforme a criterios objetivos. Agregó que, de aplicarse dicha propuesta en las empresas de mayor tamaño, se producirá un efecto de imitación por parte de aquellas de menor tamaño, generando el cambio cultural que propone la iniciativa.

 
El Senador señor Larraín consultó acerca de los parámetros que permiten determinar que dos trabajos tienen el mismo valor, para efectos de aplicar el criterio de igualdad de remuneraciones que propone el proyecto.

 
La Senadora señora Muñoz insistió en la dificultad que deriva de establecer cambios legales que requieren modificaciones culturales arraigadas, tales como aquellas que han impedido la igualdad de remuneraciones al interior de las empresas. En ese contexto, aseveró que resulta necesario implementar un marco normativo que permitan cambiar dichas prácticas, tales como aquellas que apuntan a un mayor grado de corresponsabilidad parental entra trabajadoras y trabajadores.

 
La Consejera Nacional de la Central Unitaria de Trabajadores, señora Alejandra Muñoz, abogó por remover las barreras culturales que impiden el igual reconocimiento de las remuneraciones de trabajadoras y trabajadores, considerando que no existen razones que permitan justificar dicha distinción.

SESIÓN CELEBRADA EL 10 DE MAYO DE 2017


Prosiguiendo con las audiencias sobre la finalidad de la iniciativa en análisis, la Comisión de Trabajo y Previsión Social recibió a las profesionales de la Biblioteca del Congreso Nacional que participan de la Unidad de Asesoría Técnica Parlamentaria.

Unidad de Asesoría Técnica Parlamentaria 

de la BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL

 
La economista de la Unidad de Asesoría Técnica Parlamentaria de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Irina Aguayo, y las abogadas de dicho servicio, señoras Christine Weidenslaufer y Paola Álvarez, expusieron ante la Comisión acerca de los resultados de una investigación relativa al principio de igualdad de remuneraciones y la brecha salarial de género.

 
La economista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Irina Aguayo, expuso a la Comisión acerca de los aspectos metodológicos utilizados en la investigación.

 
En primer lugar, explicó que existen varios conceptos para definir la brecha salarial de género, los que miden el mismo indicador desde distintos puntos de vista. Dentro de ello, afirmó que el Gender Wage Gap -o índice de diferencia salarial por género-, utilizado por la OCDE, mide cuánto menos ganan las mujeres en relación a los hombres, mientras que otro parámetro, denominado Gender Pay Gap, considera la diferencia relativa de las ganancias promedio en horas, entre hombres y mujeres, dentro del conjunto de la economía, siendo utilizado por la Unión Europea para los países pertenecientes a ella.

 
Para efectos del análisis que presentó, indicó que se utilizó el criterio denominado Gender Wage Gap, habida cuenta de la cantidad de países en que se aplica dicho parámetro de comparación.

 
Asimismo, añadió que la OIT ha formulado observaciones respecto de la brecha salarial. En efecto, explicó que ha descrito que los factores determinantes de la brecha de género dicen relación con el nivel educacional, la experiencia laboral, la segregación profesional horizontal –es decir, la asignación de ciertas labores a determinado género-, la segregación profesional vertical, la infrarrepresentación de mujeres en cargos directivos, el trabajo a tiempo completo y trabajo a tiempo parcial, el tamaño de la empresa o índice de sindicalización, la discriminación salarial y la sanción o penalización salarial de las madres que trabajan, versus el incentivo o la prima salarial de paternidad. 

 
Enseguida, afirmó que, en conformidad a los estándares de dicha organización, los hombres y las mujeres deberían recibir no sólo un salario igual por un trabajo igual o similar, sino también cuando llevan a cabo un trabajo completamente diferente pero que, de acuerdo con criterios objetivos, es de igual valor. 

 
Añadió que, dentro de los criterios que permiten determinar que dos trabajos tienen el mismo valor, se deben medir y comparar trabajos diferentes sobre la base de las competencias personales, las condiciones de trabajo, las responsabilidades y el esfuerzo.

 
Al efecto, comentó que dicha organización internacional utiliza un método de carácter analítico que considera una serie de factores, tales como las capacidades y calificaciones adquiridas por medio de la educación, la formación o la experiencia; la responsabilidad por el equipamiento, el dinero y las personas; el esfuerzo físico, mental y psicológico; y las condiciones de trabajo, considerando aspectos físicos, tales como ruido, polvo, temperatura y peligros para la salud, como psicológicos, entre los que se encuentra el estrés, aislamiento, interrupciones frecuentes, solicitudes simultáneas y agresiones de clientes.

 
Agregó que todos esos factores son ponderados obteniéndose un valor numérico que, en caso de ser equivalente, genera la obligación de contemplar una misma remuneración.

 
A continuación, expuso el siguiente gráfico, relativo a las brechas de remuneraciones aplicando el indicador  denominado Gender Wage Gap, al año 2015, a partir de la información obtenida de la OCDE, mientras que en el caso chileno, neozelandés e irlandés, se utiliza la información disponible al año 2014. Asimismo, detalló que en el caso chileno, el indicador correspondiente al 29,7%, se utilizan los datos de la Nueva Encuesta Suplementaria de Ingresos (NESI), desarrollada por el Instituto Nacional de Estadísticas.
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Enseguida, presentó los siguientes gráficos, representativos, respectivamente, de la brecha salarial en cada una de las regiones del país y según el tamaño de las empresas:
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A partir de dichos indicadores, afirmó que es posible concluir que la brecha salarial se ha producido a raíz de la “feminización y masculinización” del trabajo, junto al mayor número de horas extras que, por lo general, cumplen los hombres. Asimismo, añadió que aun cuando la ocupación se ha desplazado desde el sector agrícola al de servicios, las mujeres siguen teniendo una mayor participación en el sector de servicios, mientras que, en materia de emprendimiento, una tercera parte de las micro y pequeñas empresas están compuestas por mujeres en mercados saturados y con menor acceso al crédito. 

 
Finalmente, reiteró que, aun cuando se trata de un indicador que se ha incrementado en los últimos años, la representación en cargos directivos de las mujeres sigue siendo baja.

 
Habida cuenta de lo anterior, aseveró que, según los lineamientos emanados de la Organización Internacional del Trabajo, se requiere mejorar los índices de educación en materia de igualdad entre hombres y mujeres, desde la enseñanza primaria.

 
Enseguida, la abogada de la Unidad de Asesoría Técnica Parlamentaria de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Christine Weidenslaufer, se refirió a la regulación contenida en el derecho comparado respecto de la igualdad salarial entre hombres y mujeres, a la luz del derecho internacional público y la legislación interna de los países que lo consagran.

 
Al iniciar su exposición, advirtió que el marco normativo no refleja todos los factores que influyen en la brecha salarial de género, y que algunos de los países que consagran una legislación sobre la materia han introducido modificaciones legales muy recientes, lo que impide conocer las evaluaciones respecto de su aplicación.

 
Entre los instrumentos internacionales sobre igualdad salarial de género, describió que la consagración del principio de igual remuneración por igual trabajo o igual valor se encuentra contenida en la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, el Convenio Nº 100 de la Organización Internacional del Trabajo,  sobre igualdad de remuneración, de 1951, y el Tratado de Formación de la Unión Europea.

 
En específico, puntualizó que existe una hipótesis de discriminación cuando se produce un menoscabo, en función del sexo, en las esferas políticas, económicas, sociales, culturales o civiles, vulnerando la igualdad de trato que debe emanar de trabajos de igual valor y que presentan los mismos niveles de calidad.

 
Asimismo, señaló que el referido Convenio Nº 100 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre igualdad de remuneración, de 1951, -de ratificación prácticamente unánime en el ámbito internacional- establece que la igualdad salarial debe operar respecto la mano de obra masculina y femenina. Por su parte, añadió que la Unión Europea ha desarrollado a nivel normativo y jurisprudencial la noción de igualdad salarial, mientras que los parámetros de comparación han emanado de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea.
 
A continuación, se refirió a los estándares emanados del derecho comparado, a partir de la revisión de la legislación de Colombia, Irlanda, Noruega, Nueva Zelandia y Reino Unido, los que fueron seleccionados en consideración a la baja brecha salarial de acuerdo a datos OCDE, en el período 2010-2015, y la incorporación del principio de “igual remuneración por trabajo de igual valor”, en los términos del Convenio 100 de la Organización Internacional del Trabajo.

 
En el caso de Colombia, explicó que el principio de igualdad salarial fue introducido mediante una modificación al Código del Trabajo, contenida en la ley Nº 1.496, de 2011, que establece los factores de valoración salarial consistentes en la naturaleza de la actividad, el acceso a los medios de formación profesional, las condiciones de admisión al empleo, las condiciones en el trabajo y la igualdad de oportunidades y de trato en el empleo y la ocupación.

 
Además, consagra el deber del empleador consistente en detallar un perfil de asignación de cargos por sexo, funciones y remuneración, lo que permite que la autoridad pueda evaluar la aplicación de la normativa mediante las medidas de fiscalización destinadas a verificar las prácticas empresariales en materia e igualdad salarial, y auditorías aleatorias a las empresas y muestras representativas de sectores económicos. Del mismo modo, afirmó que consagra el deber del Ejecutivo consistente en presentar al Parlamento un reporte en materia de igualdad en materia de empleo, remuneración y capacitación.

 
Añadió que, para la implementación de la normativa, un reglamento dictado en 2017 se ocupa de especificar los lineamientos que permitirán aplicar el principio de igualdad salarial.

 
En el caso de Irlanda, informó que existen leyes de igualdad en el empleo, implementadas particularmente en el período comprendido entre los años 1998 y 2015, las que consagran el derecho a la misma tasa de remuneración por igual o similar trabajo, o de igual valor que otro, incluyendo a los hombres, mujeres y transgéneros. Además, agregó que dicha legislación incorpora el principio de igualdad salarial como una cláusula que forma parte del contrato de trabajo y contempla mecanismos de mediación ante la Comisión Irlandesa de Derechos Humanos e Igualdad, y de resolución de conflictos por vía jurisdiccional.

 
Enseguida, en el caso de Noruega, señaló que la ley de Igualdad de Género, de 1978, consagra el principio de igual remuneración por mismo trabajo o igual valor, el que incluye el derecho a pedir información del nivel de remuneraciones del tercero y de las razones que justifican una diferencia salarial, manteniendo la confidencialidad del contenido de la información entregada e informando de la solicitud al trabajador cuya información hubiere sido requerida. 

 
Asimismo, contempla la existencia de un ombudsman especial en materia de igualdad y antidiscriminación y un Tribunal de la Igualdad y Antidiscriminación, operando una presunción a favor del trabajador cuando el empleador no puede probar las razones que explican la diferencia salarial, y establece una indemnización por daños derivados de la discriminación.  

 
Seguidamente, detalló que en el caso de Nueva Zelandia opera la ley de Igualdad de Remuneración, de 1972, junto a disposiciones de derechos fundamentales y de relaciones laborales que consagran el principio en cuya virtud a igual trabajo, que requiera la misma o similar habilidad, esfuerzo, responsabilidad y condiciones de trabajo, se debe remunerar del mismo modo. De este modo, afirmó que no puede aplicarse el género como factor de diferenciación salarial y se obliga al empleador a llevar un registro con las remuneraciones de los trabajadores, mientras que, en materia de fiscalización, establece una autoridad con competencia específica en el ámbito de las relaciones laborales y un procedimiento específico de sanciones.

 
Añadió que, según la jurisprudencia reciente, el criterio de igualdad salarial puede aplicarse respecto de trabajos de igual valor en consideración a parámetros que van más allá de una sola empresa, aplicando, en consecuencia, un criterio de equidad general en el pago de las remuneraciones.

 
Finalmente, expuso el caso del Reino Unido, en que rige la ley de Igualdad, de 2010, que contempla el derecho a recibir un salario igual por igual trabajo. Dicho cuerpo legal consagra disposiciones para la “igualdad de condiciones” (equality of terms), en consideración a un igual trabajo en aquellos casos en que se realizan trabajos similares, equivalentes o de igual valor.

 
También establece una presunción de cláusula de igualdad de género en el contrato de trabajo, y opera un Código de Buenas Prácticas en materia de Igualdad de Pago, el que ayuda a los empleadores en la aplicación de dicho principio. Añadió que la Comisión de Igualdad y Derechos Humanos, formada en 2010, garantiza el cumplimiento de estas normas, pudiendo formular investigación para efectos de evaluar su implementación.

CONSULTAS

 
La Senadora señora Goic consultó acerca de los elementos que permiten determinar que dos o más trabajos tienen el mismo valor.

 
El Senador señor Allamand consultó acerca de la forma en que puede operar el derecho a solicitar información de remuneraciones, para aplicar el criterio de igualdad, con el derecho a la privacidad salarial, considerando que, en conformidad al artículo 154 bis del Código del Trabajo, el empleador deberá mantener reserva de toda la información y datos privados del trabajador a que tenga acceso con ocasión de la relación laboral.

 
La Senadora señora Muñoz sostuvo que se debe analizar la forma de ponderar el derecho de confidencialidad y el derecho a conocer las remuneraciones asociadas a determinado trabajo, particularmente en atención al caso de Noruega, en que ambos intereses parecen haberse conciliado adecuadamente. Del mismo modo, consultó acerca de los parámetros jurisprudenciales utilizados para aplicar el principio de igualdad salarial, y la forma en que opera el procedimiento de mediación al interior de las empresas.

 
La abogada de la Unidad de Asesoría Técnica Parlamentaria de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez, informó que para efectos de determinar aquellos casos en que se trata de dos trabajos con igual valor, la jurisprudencia va estableciendo aquellos elementos que deben ponderarse según el caso, considerando que, por regla general, la legislación comparada no especifica los parámetros que permiten aplicar el principio de igualdad salarial.

 
Tratándose del deber de reserva, explicó que, en conformidad al Código del Trabajo, los sindicatos de empresa podrán, una vez en cada año calendario, solicitar a las grandes empresas información sobre remuneraciones asignadas a trabajadores de los diversos cargos o funciones, que consten en un registro que consigne los diversos cargos o funciones en la empresa y sus características técnicas esenciales.

 
De ese modo, afirmó que, al tratarse de cargos o funciones, y no de casos específicos al interior de la empresa, no se configuraría una afectación del deber de privacidad de las remuneraciones.

 
El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, consultó acerca de casos en que apliquen simultáneamente el criterio de igualdad salarial para un mismo trabajo o para un trabajo de igual valor, considerando que, tratándose de esta última causal, existen una serie de elementos que complejizan su aplicación.

 
Seguidamente, preguntó respecto de la forma en que se considera el tipo de remuneración para efectos de determinar si existe o no discriminación salarial, habida cuenta de los diferentes rubros que componen los ingresos que percibe el trabajador.

 
La economista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Irina Aguayo, en cuanto a la comparación de las remuneraciones que perciben los trabajadores, explicó que la Organización Internacional del Trabajo propone atender al ingreso bruto, es decir, incluyendo aquellos rubros de carácter variable, tales como el pago de horas extraordinarias.
 
El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, afirmó que, en principio, no resultaría adecuado contemplar aquellos rubros que requieran el acuerdo previo con el trabajador, toda vez que la brecha salarial supone la imposición de una diferencia de remuneración en contra de su voluntad.
 
La abogada de la Unidad de Asesoría Técnica Parlamentaria de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Christine Weidenslaufer, añadió que, para efectos de determinar el concepto de remuneración, a propósito de la igualdad salarial, se debe considerar que el artículo 1° del Convenio Nº 100 de la Organización Internacional del Trabajo,  sobre igualdad de remuneración, de 1951, establece que dicha noción comprende el salario o sueldo ordinario, básico o mínimo, y cualquier otro emolumento en dinero o en especie pagados por el empleador, directa o indirectamente, al trabajador, en concepto del empleo de este último.

SESIÓN CELEBRADA EL 7 DE JUNIO DE 2017


En la sesión celebrada con esta fecha, la Comisión recibió al Presidente de la Confederación de la Producción y el Comercio y a representantes de la Biblioteca del Congreso Nacional.

Confederación de la Producción y del Comercio

(CPC)

La participación laboral femenina contribuye de manera significativa a aumentar la productividad de las empresas

Se debe resguardar el valor de los mecanismos de solución de controversias pactados por las partes
 
El Presidente de la Confederación de la Producción y del Comercio (CPC), señor Alfredo Moreno, expuso el parecer de la entidad respecto del proyecto de ley en estudio.

 
Al iniciar su presentación, señaló que dicha entidad lleva varios años promoviendo cambios regulatorios que favorezcan el aumento de la participación de las mujeres en el trabajo, considerando que los estudios y la experiencia empírica nacional, así como las recomendaciones de importantes organismos internacionales, tales como la OCDE y la OIT, señalan que la participación laboral femenina contribuye de manera significativa a aumentar la productividad de las empresas.

 
Al efecto, aseveró que la entidad ha intentado contribuir con distintas iniciativas a generar las condiciones para una mayor y mejor participación de las mujeres en el trabajo, habiendo apoyado el esfuerzo liderado por Mujeres Empresarias durante el año 2016, para convocar a distintos actores empresariales y a la Dirección de Estudios Sociales de la Pontificia Universidad Católica de Chile, que culminó en la generación de un Informe país sobre Mujeres en Alta Dirección (IMAD), el que aporta información confiable, de valor agregado y relevante para promover la discusión y propuestas tendientes a fortalecer la situación de nuestro país en la materia.

 
A su vez, detalló que el pasado 3 de mayo (de 2017), y con el objetivo de apoyar a las mujeres que las empresas quieren proyectar como altas ejecutivas dentro de sus organizaciones, se realizó el lanzamiento del programa “Promociona”, iniciativa impulsada en Chile por la Subsecretaría de Economía, la Confederación de la Producción y del Comercio, la agrupación +Mujeres, el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), en colaboración con ICARE y la Universidad Adolfo Ibáñez, utilizando la experiencia de Promociona España, país en el que ha sido promovido por la Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE) -símil de la CPC- y empresas tales como Iberdrola, Ikea y Caixa Bank, incluyendo también actividades de mentoring y generación de redes entre hombres y mujeres.

 
Asimismo, añadió que la Confederación de la Producción y del Comercio (CPC) participa en la iniciativa “Alianza por el Género”, que lidera Fundación ProHumana, y que cuenta con un instrumento de auto evaluación para que las empresas avancen en equidad de género.

 
En consecuencia, afirmó que existe un compromiso en el sector empresarial respecto a la necesidad de incrementar la participación de las mujeres en el trabajo; al efecto, sostuvo que la entidad comparte plenamente que en materia de empleo formal no deben existir barreras artificiales ni discriminaciones arbitrarias, y que, por el contrario, es necesario promover un mayor número de incentivos que faciliten la inserción laboral femenina y la igualdad de oportunidades.

 
Enseguida, expuso las observaciones de la organización en relación a las disposiciones contenidas en el proyecto de ley en estudio.

 
En ese sentido, manifestó que existe la necesidad de evitar que la intención de adecuar la terminología de la ley a los estándares internacionales exceda lo establecido en el Convenio N° 100 de la OIT sobre igualdad de remuneraciones. En específico, sostuvo que, en los fundamentos de la iniciativa legal, se indica que la ley N° 20.348, que resguarda el derecho a la igualdad de remuneraciones, no se hace cargo de la terminología promovida por la Organización Internacional del Trabajo. Sin embargo, afirmó que la propuesta abiertamente excede lo referido en el número 1 del artículo 2 del Convenio N° 100 de la OIT sobre Igualdad de Remuneraciones, que únicamente se refiere a un trabajo de igual valor, sin hacer ningún tipo de referencias a trabajos comparables.

 
A su vez, agregó que el objetivo del artículo 2° del referido Convenio 100 de la OIT apunta a lograr que los Estados promuevan y garanticen la igualdad de remuneraciones en términos objetivos, sin dejar margen para interpretaciones discrecionales y antojadizas.

 
Seguidamente, recalcó que se debe evitar cualquier afectación al poder de administración o poder de mando del empleador, lo que podría producirse al convertir la remuneración en algo aún más inflexible y estático que lo consignado en el actual Código del Trabajo. En ese sentido, manifestó que establecer por ley que la remuneración entre trabajadores y trabajadoras debe ser igual en cada uno de sus elementos, y no sólo respecto al total de la misma, atenta contra la libertad de empresa consagrada en el N° 21 del artículo 19 de la Constitución Política, al privarla de la libertad que tiene de organizar de forma lícita su empresa y la estructura de remuneraciones de sus trabajadores, impidiendo una gestión eficiente según la variabilidad de parámetros que al efecto administra la empresa, y no considera que lo que debe importar es el resultado final del monto global de la remuneración.

 
Por otra parte, advirtió que la propuesta implica extremar el principio de igualdad de remuneraciones a un estadio no contemplado en ningún Convenio de la OIT ni en ningún otro instrumento internacional, toda vez que el N°1 del artículo 3° del Convenio 100 de dicha organización establece que se deberán adoptar medidas para promover la evaluación objetiva del empleo, tomando como base los trabajos que éste entrañe, cuando la índole de dichas medidas facilite la aplicación de dicho Convenio.

 
Más aún, afirmó que se deben evitar incertezas producto de la incorporación de terminologías imprecisas, toda vez, aseveró, al pretender imponer al empleador que tenga que probar terminologías indefinidas en la ley, tales como los “criterios aparentemente neutrales”; la “finalidad legítima”, y medios “adecuados y necesarios” para alcanzar dicha finalidad -cuya calificación final estará sujeta al juicio del fiscalizador y/o de los tribunales de justicia cuando estimen que tienen por efecto generar diferencias de remuneraciones basadas en el sexo de los trabajadores-, la propuesta atentaría contra la libertad de empresa consagrada en el N° 21 del artículo 19 de la Constitución Política, al limitar el poder de administración del empleador respecto a uno de los elementos esenciales para la actividad empresarial, como lo es la libertad para organizar de forma lícita su empresa y la estructura de remuneraciones de sus trabajadores.

 
En el mismo sentido, añadió que se deben acotar los espacios para la interpretación, evitando incertezas en su aplicación. Al efecto, explicó que el proyecto de ley señala que no se considerarán discriminatorias las diferencias objetivas en las remuneraciones que se funden en las capacidades, calificaciones, idoneidad, responsabilidad o productividad, pero luego agrega que esta norma aplica en la medida que tales consideraciones revistan importancia para la prestación de los servicios.

 
Al respecto, señaló que esta disposición no tiene ningún sentido práctico, porque en la medida que existan diferencias objetivas en las remuneraciones fundadas en las capacidades, calificaciones, idoneidad, responsabilidad o productividad, siempre tendrán importancia para la prestación de los servicios. No obstante, afirmó que mantener su contenido puede ser fuente de incertezas al abrir espacios a interpretaciones por parte de terceros para establecer aquellos casos en que tales consideraciones revisten importancia. 

 
Finalmente, abogó por resguardar el valor de los mecanismos de solución de controversias pactados por las partes. Al efecto, sostuvo que la modificación propuesta, respecto del procedimiento de reclamación, resta valor a los mecanismos de solución de controversias pactados por las partes en el reglamento interno de la empresa, abriendo el camino directo a la judicialización, lo que equivale a desmerecer el valor del diálogo de las partes, privilegiando la controversia a lo externo de la empresa. En consecuencia, propuso no innovar sobre el particular.

CONSULTAS

 
El Senador señor Larraín consultó acerca de los parámetros que permiten determinar el igual valor de dos trabajos distintos.

 
El presidente de la Confederación de la Producción y del Comercio (CPC), señor Alfredo Moreno, indicó que se debe atender al tipo de funciones de que se trate y, especialmente, a la importancia que determinadas actividades pueden tener para efectos productivos al interior de una empresa. En consecuencia, afirmó que sólo aquellos trabajos que tienen igual valor pueden tener la misma remuneración.

 
El Senador señor Letelier abogó por implementar disposiciones legales que permitan alcanzar los cambios culturales que la iniciativa se propone en materia de igualdad de remuneraciones.

 
El Presidente de la Confederación de la Producción y del Comercio (CPC), señor Alfredo Moreno, explicó que, dentro de las grandes empresas del país, un 23% de mujeres se desempeña en cargos de gerencia, y sólo el 6,5% en puestos de directorio, mientras que, a nivel global, un 60% de las compañías no cuenta con mujeres en sus directorios, y más del 50% no tiene ninguna mujer en cargos ejecutivos.

 
Asimismo, detalló que del 49% de las empresas que cuenta con mujeres en cargos directivos, el 57% tiene una mujer ejerciendo tales funciones, y menos del 5% cuenta con una mujer ejerciendo el cargo de gerente general.

 
En consecuencia, opinó que se trata de una problemática global que requiere modificar la forma en que las trabajadoras se insertan al mercado del trabajo, lo que da cuenta de la necesidad de promover cambios culturales en el sector. Con dicha finalidad, reiteró que la entidad ha promovido diversas investigaciones destinadas a avanzar en esa materia de equidad de género, para poner fin a la brecha salarial entre hombres y mujeres, implementando las medidas de capacitación y apoyo que fueren necesarias para ello, considerando los aspectos de mayor valoración activamente al interior de las empresas, tales como la capacidad de empatizar y otras habilidades blandas.

 
El Senador señor Allamand comentó que la judicialización de los procedimientos de reclamo, en materia de brecha salarial, puede generar una serie de consecuencias negativas, lo que requiere fortalecer los procesos de acuerdo interno al interior de las empresas. Al efecto, consultó acera de las buenas prácticas que adoptan las empresas que presentan buenos indicadores en el sector.

 
La Senadora señora Goic, en sentido contrario, sostuvo que el procedimiento de reclamo interno puede operar como factor de inhibición para reclamar por la brecha salarial existente al interior de las empresas, sin perjuicio de su relevancia para resolver dicha problemática.

 
El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, señaló que, con miras a evitar las falencias que se han detectado en la legislación vigente en materia de igualdad de remuneraciones, se debe considerar que, como factor de equiparación, operan distintos elementos en empresas de diverso tamaño.  

 
En consecuencia, consultó acerca de la necesidad de considerar dicha circunstancia, de modo tal de establecer una regulación distinta para cada caso.

 
Asimismo, añadió que la estructura de remuneraciones del Código del Trabajo es particularmente compleja, al atender a diversos factores tales como la productividad o a su carácter fijo o variable, lo que exigiría establecer rangos de remuneraciones de modo tal que las diferencias en los ingresos que se verifiquen al interior de cada uno de esos rangos, no constituiría una discriminación o brecha salarial.

 
El Presidente de la Confederación de la Producción y del Comercio (CPC), señor Alfredo Moreno, expuso que la inclusión laboral de trabajadoras en cargos directivos de las empresas, y la disminución de la brecha salarial, constituyen los dos aspectos centrales de la iniciativa, aun cuando existen una serie de situaciones que complejizan su determinación.

 
En ese contexto, manifestó que se deben detectar las buenas prácticas al interior de las empresas que permitan realizar cambios culturales para promover la igualdad de remuneraciones. Reiteró que la entidad se ha propuesto detectar las brechas de remuneraciones, definiendo las medidas de mejora que se deben adoptar para ello y realizando un seguimiento de su cumplimiento.

 
El Senador señor Larraín coincidió en que la igualdad de remuneraciones requiere, más allá de una norma legal en particular, una serie de políticas públicas y cambios culturales que permitan su aplicación.

BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL

 
La analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez, expuso respecto de la regulación en el ejercicio del derecho a la privacidad de datos personales y el acceso a la información salarial, desde el punto de vista de la regulación nacional y el derecho comparado; los procedimientos de mediación interna por discriminación laboral en Austria, EEUU y Noruega; y la jurisprudencia colombiana respecto del principio “a trabajo de igual valor, igual salario”.

 
En cuanto a la regulación aplicable al derecho a la privacidad de datos personales y el acceso a la información salarial, explicó que la Constitución Política de la República establece el derecho a la vida privada, el que incluye, según la doctrina, el derecho de las personas a que sus asuntos, conductas, documentos y comunicaciones e imágenes, así como los lugares que se generen, no sean conocidos por terceros sin su conocimiento. 

 
Además, añadió que el Tribunal Constitucional, en sentencias Rol N° 1732 y 1800 acumuladas, de 2011, sobre constitucionalidad del deber transparencia activa de las empresas públicas, sostuvo que este derecho no tiene un carácter absoluto, toda vez que se puede restringir en  casos que acarrean  repercusiones a la vida social y puedan afectar a terceros y al interés legítimo de la sociedad. 

 
Del mismo modo, recordó que la ley N° 19.628 establece que  los datos sensibles son un ámbito especialmente protegido, y que las remuneraciones son un dato personal pero no dato sensible, sin perjuicio de su protección por el numeral 4 del artículo 19 de la Constitución Política de la República.

 
Describió que el artículo 154 del Código del Trabajo establece la obligación del empleador de mantener la reserva de toda la información y los datos privados de los trabajadores a que tenga acceso con ocasión de la relación laboral. Dicha norma, añadió, se tuvo presente en la modificación en la ley N°20.940, que estableció el derecho de información de las organizaciones sindicales, incluyendo las remuneraciones, aun cuando dicha norma fue impugnada ante el Tribunal Constitucional, que rechazó la solicitud de inconstitucionalidad del acceso a información de remuneraciones. En efecto, detalló que dicho tribunal estableció que no se vulnera la vida privada, toda vez que la información no se está comunicando a cualquiera, sino que sólo a los miembros del sindicato y es entregada a la finalidad de la negociación colectiva, no a otro propósito.

 
Seguidamente, afirmó que, desde el punto de vista del derecho comparado, las legislaciones permiten solicitar información sobre remuneraciones a distintos organismos, tales como órganos de igualdad, inspecciones del trabajo, organizaciones sindicales, representantes de los trabajadores o consejos laborales. 

 
Sobre el particular, detalló que en el caso de Francia, el reclamo se presenta ante el Defensor del Pueblo, quien puede requerir la información remuneracional e identificar un comparador adecuado y el acceso a parámetros para establecer un trabajo igual o de igual valor. Por su parte, en el caso de Austria, el reclamo se presenta al Ombudsman o Defensor de la Igualdad de Trato, habiéndose interpretado constitucionalmente que los datos de remuneraciones no se consideran normalmente datos sensibles, mientras que en Noruega se contempla el derecho del trabajador de pedir información remuneracional al empleador, e incluso solicitar los criterios para fijar el salario de la persona o las personas con las que el trabajador se compara, y el trabajador que recibe esta información está sujeto a un deber de confidencialidad.

 
Acerca de los procedimientos de mediación interna por discriminación laboral, explicó que en el caso de Austria, existe un organismo público de resolución de reclamos por discriminación, y hay bastante conducción de los conflictos, incluso informalmente, por parte de los sindicatos. En el caso de Noruega, señaló que hay dos instancias de mediación pública pre judicial vinculantes para discriminación laboral: la Junta de Conciliación y la Junta de Resolución de Disputas, de nivel municipal, y pueden existir mecanismos de mediación interna, los que no son obligatorios, y no es necesario que el trabajador haya tratado de resolver el reclamo por vía interna para acceder a las instancias prejudiciales o judiciales.

 
En el caso de Estados Unidos, explicó que los trabajadores pueden reclamar discriminación salarial mediante una denuncia ante la Comisión de Igualdad de Oportunidades en el Empleo (EEOC), pudiendo operar algunos mecanismos de mediación interna. 

 
A continuación, informó sobre los lineamientos emanados de la jurisprudencia colombiana, respecto de la construcción del principio “a trabajo de igual valor, igual salario”.

 
Sobre el particular, afirmó que, entre los elementos determinantes para la aplicación de dicho principio, según la jurisprudencia, opera el artículo 143 del Código del Trabajo, que establece el principio de igualdad salarial –esto es, la idea de que “a trabajo de igual valor, salario igual”-junto a criterios de valoración para la determinación del trato igualitario, consistentes en el puesto de trabajo, la duración y el tipo de jornada –los que configuran elementos de tipo objetivo-, y las condiciones subjetivas de eficiencia en la labor desempeñada. En razón de ello, aseveró que si hay diferencia entre tales elementos habría una diferencia retributiva entre trabajadores respecto de trabajadores dentro de un mismo contexto laboral y en igualdad de condiciones.

 
En la misma línea, añadió que, según ha establecido la jurisprudencia más reciente, no se atenta contra el principio de igualdad y no discriminación cuando a cierta persona, o colectivo de personas, se otorgue un trato diferente basado en motivos razonables y legítimos. De ese modo, para aplicar efectivamente dichos principios deben considerarse tres variables: los sujetos entre los cuales van a repartirse los bienes o los gravámenes; los bienes o gravámenes que se van a repartir; y el criterio con el cual van a repartirse, el que no debe atender a cuestiones tales como la raza, género, edad, etc. u otro criterio no razonable. 

 
Finalmente, agregó que existe un significativo número de fórmulas de repartición que pueden llamarse igualitarias, aun cuando no existen criterios jurisprudenciales asentados sobre el particular, sobre todo considerando que el Reglamento que fija criterios sobre el principio del trabajo de igual valor fue dictado en marzo de 2017, por lo que no hay jurisprudencia disponible.

 
La Senadora señora Muñoz sostuvo que la iniciativa debe hacerse cargo de una problemática muy compleja que se verifica en el ámbito del trabajo. Sobre el particular, manifestó que existe una discriminación de origen cultural que segmenta por tipos de empleo en el mercado laboral, en que las funciones desempeñadas por las trabajadoras son generalmente remuneradas de modo distinto respecto de los trabajadores. 

 
Subrayó que en la mayoría de los casos esas funciones configuran una proyección en el ámbito laboral del rol que la sociedad le asigna a la condición de mujer, tal como ocurre con las trabajadoras de casa particular o las manipuladoras de alimentos, en cuyo caso durante muchos años operó la idea de que no se trataba de un trabajo calificado.
 
- Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone aprobar el proyecto de ley en informe en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo:

1. Sustitúyese el artículo 62 bis por el siguiente:

“Artículo 62 bis.- El empleador deberá dar cumplimiento al principio de igualdad de remuneraciones entre trabajadores y trabajadoras para un mismo trabajo o para un trabajo de igual valor. Se debe garantizar la igualdad en cada elemento de la remuneración y no sólo respecto del total de la misma.

Constituyen discriminación las distinciones retributivas basadas en el sexo. Son igualmente discriminatorias las diferencias en las remuneraciones que, basadas en criterios aparentemente neutrales, tengan por efecto que la retribución de las trabajadoras sea inferior a la de los trabajadores, salvo que pueda justificarse objetivamente en una finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean adecuados y necesarios.

Con todo, no se considerarán discriminatorias las diferencias objetivas en las remuneraciones que se funden en las capacidades, calificaciones, idoneidad, responsabilidad o productividad, en la medida que tales consideraciones revistan importancia para la prestación de los servicios.

Las denuncias que se realicen invocando el presente artículo, se sustanciarán en conformidad al Párrafo 6° del Capítulo II del Título I del LIBRO V de este Código. En el evento de que se hubiere hecho uso voluntariamente del procedimiento de reclamación previsto para estos efectos en el reglamento interno de la empresa, la denuncia podrá efectuarse una vez que se encuentre concluido el mismo.”.

2.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 485 por el siguiente:

“También se aplicará este procedimiento respecto de las cuestiones suscitadas por vulneración al derecho fundamental a la no discriminación, contenido en el inciso tercero del numeral 16 del artículo 19 de la Constitución Política de la República. En consecuencia, será aplicable para conocer de los actos discriminatorios a que se refieren el artículo 2° y el artículo 62 bis de este Código.”.

-------


Acordado en sesión celebrada el 5 de abril de 2017, con asistencia de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic (Presidenta), de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora y del Senador señor Andrés Allamand Zavala; en sesión celebrada el 12 de abril de 2017, con asistencia de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic (Presidenta), de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora y del Senador señor Hernán Larraín Fernández; en sesión celebrada el 3 de mayo de 2017, con asistencia de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic (Presidenta), de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora y de los Senadores señores Andrés Allamand Zavala, Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel; en sesión celebrada el 10 de mayo de 2017, con asistencia de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic (Presidenta), de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora y del Senador señor Andrés Allamand Zavala y en sesión celebrada el 7 de junio de 2017, con asistencia de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic (Presidenta), de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora y de los Senadores señores Andrés Allamand Zavala, Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel.


Sala de la Comisión, a 9 de junio de 2017.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA LILY PÉREZ Y SEÑOR TUMA, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY PARA PROMOVER LA ALIMENTACIÓN SALUDABLE Y CONSIDERAR LAS NECESIDADES ALIMENTARIAS ESPECIALES EN LOS ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES

(11.263-11)

FUNDAMENTOS DEL PROYECTO

Los programas de alimentación escolar y de párvulos, actualmente a cargo de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas (JUNAEB), Junta Nacional de Jardines Infantiles (JUNJI) y Fundación Integra, constituyen una ayuda fundamental en el desarrollo educativo de las niñas y niños de nuestro país, no sólo apoyando y mejorando la alimentación de los menores, sino también alivianando considerablemente la carga económica de aquellas familias más vulnerables. En particular, este tipo de programas tienen como finalidad entregar diariamente servicios de alimentación (desayunos, almuerzos, once, colaciones y cenas según corresponda) a los alumnos y alumnas en condición de vulnerabilidad de Establecimientos Educacionales Municipales y Particulares Subvencionados del país durante el año lectivo adscritos al Programas de Alimentación Escolar, en los niveles de Educación Parvulario (Pre-Kínder y Kinder), Básica, Media y Adultos, con el objeto de mejorar su asistencia a clases y contribuir a evitar la deserción escolar, cubriendo tanto actividades curriculares como extracurriculares, durante el año lectivo y en vacaciones de invierno y verano. 

Bien valga la mención, la Ley N° 15.720 del año 1964, creó como una corporación autónoma con personalidad jurídica de derecho público a la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, estableciendo dentro de sus objetivos institucionales tener "a su cargo la aplicación de medidas coordinadas de asistencia social y económica a los escolares [sic], conducentes a hacer efectiva la igualdad de oportunidades ante la educación." (Artículo 1°). La misma Ley N° 15.720 menciona a la alimentación (letra a) como uno de los beneficios a los cuales pueden acceder los estudiantes, como también cualquier otro medida asistencial (letra i). 

En cumplimiento del mandato impuesto por la Ley N° 15.720, la entrega de esta alimentación es realizada por empresas privadas, las cuales acceden a estos contratos mediante un proceso de licitación por períodos generalmente de 3 años, adjudicándose los contratos acorde a la Ley N° 19.886, su reglamento, y las respectivas bases de licitaciones elaboradas por el servicio. En dichas bases se establecen detalladamente las exigencias de prestación de este servicio, no sólo aquellas propias de la alimentación que se entregará, sino también respecto del personal que prestará el servicios en los establecimientos educacionales. Así, a mayor abundamiento respecto de este último punto, la Ley N° 20.787 incorporó un inciso segundo al artículo 6° de la Ley N° 19.886 como una exigencia especial en los contratos de prestación de servicios para establecimientos de educación parvularia, escolar y preescolar, que los contratos de trabajo del personal que se desempeña en la manipulación de alimentos deben contemplar el pago de las remuneraciones de los meses de diciembre, enero y febrero en las mismas condiciones de los meses precedentes, de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 75 bis del Código del Trabajo.". 

Para este año 2017, se han comprometido un total de 3.988.202 raciones diarias, lo cual equivale a 591.501.833 (M$) acorde a la Glosa 06 de la Ley de Presupuestos N° 20.981 del año 2017. En el mismo cuadro, se enumeran las 27 empresas que prestan el servicio, las cuales varían en el total de raciones que deben proporcionar y en los recursos entregados por JUNAEB para dicho propósito. 

Si bien la cobertura de estos programas de alimentación es alta en relación con el número total de estudiantes y establecimientos beneficiados, aún queda una deuda pendiente respecto de la adaptación de estos programas a las necesidades especiales, por razones médicas, de algún porcentaje de estudiantes, quienes requieren de una alimentación específica. Medidas previniendo este tipo especial de alimentación han sido tomadas por JUNAEB en relación con aquellos estudiantes que padecen enfermedad celíaca. De acuerdo con lo señalado por JUNAEB, en cada establecimiento escolar adscrito al Programa de Alimentación Escolar que lo requiera y que presente condiciones adecuadas de infraestructura en el servicio de alimentación y que tenga matriculados alumnos que cumplan con los criterios de focalización vigentes, se podrá ofrecer el beneficio. Se accede a este beneficio solicitándolo y acreditando, mediante antecedentes médicos emitidos por el médico tratante, haber sido diagnosticado con enfermedad celiaca. Este es un tipo especial de beneficio que si bien colabora en mejorar la alimentación de los estudiantes que padecen enfermedad celiaca, no comprende el universo total de estudiantes que requieren de algún tipo especial de alimentación. 

No se dispone de una cifra oficial de personas que padezcan de enfermedad digestiva, pero se sostiene que en Chile uno de cada cien niños padece de la enfermedad celiaca1. Considerando esto, 32.618 niños y adolescentes en edad preescolar y escolar padecen de esta enfermedad. Asimismo, se debe considerar que el costo del tratamiento de esta enfermedad en mantener una dieta estricta es alto evidenciándose en un estudio que concluye "el costo de una canasta diaria y mensual para celíacos  resulta ser un 89% más cara que la alimentación de una persona sana." (Castillo y Rivas, 2008: 612)2. 

Próximamente, durante el transcurso del presente semestre, comenzarán a elaborarse las bases de licitación para el año 2018, siendo necesario determinar previamente si las proyecciones de costo realizadas por las anteriores licitaciones (contratos actualmente en ejecución) fueron acorde a las necesidades cubiertas. En este sentido, y en atención a la intención de este proyecto de ley, cabe mencionar que actualmente existen en nuestro país, en proceso de implementación, un conjunto de planes pilotos que buscar diversificar la oferta de menús (minutas) disponibles para los alumnos de establecimientos adscritos a estos programas, los cuales han tenido positivos resultados mejorando los índices de calidad de la alimentación. 

Estos requerimientos no significan, a priori, un aumento en el costo total de licitación de los programas de alimentación, sino que deben propender a un diseño eficiente de las mismas exigiendo una distribución de los mismos recursos con el fin de atender a necesidades específicas de la población beneficiaria. 

PROYECTO DE LEY: 

1. Agrégase un nuevo inciso final en el artículo 4° de la Ley N° 20.606 del siguiente literal: 

"En los servicios de alimentación o punto de venta de alimentos destinados a establecimientos de educación parvularia, básica, media y de enseñanza superior se promoverá la inclusión de alimentos saludables, en especial los alimentos frescos y que contemplen las necesidades alimentarias especiales de los estudiantes que padecen enfermedades nutricionales o de trastorno de la alimentación" 

2. Incorpórase el siguiente nuevo artículo 6° Bis en la Ley N° 19.886: 

"En los procesos de licitación periódicos referidas a servicios de alimentación administrados por la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, las bases de licitación deberán considerar las necesidades y restricciones que presentan los estudiantes que padecen enfermedades nutricionales o de trastorno de la alimentación. A su vez, se dará prioridad a las empresas que contemplen ofertas que incorporan la entrega de alimentos saludables, naturales y frescos proveídos por productores locales, que se encuentren certificados en el marco de la Ley N° 20.089 o que incorporen prácticas agrícolas y culinarias tradicionales. Del mismo modo, en las referidas bases se deberán considerar la evaluación del servicio de alimentación respecto a las raciones no utilizadas por los beneficiarios, el porcentaje de raciones desechadas y la implementación de un sistema de redistribución de dichos excedentes a través de instituciones de beneficencia que prestan apoyo a personas en condiciones vulnerabilidad social. ".

(Fdo.): Lily Pérez San Martín, Senadora.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.

______________

1 Red de Salud UC-Christus. Enfermedades celíaca en la niñez: Un rival llamado gluten. Disponible en 
http://redsalud.uc.cl/ucchristus/RevistaSaludUC/GuiaPediatrica/enfermedad_celiaca.act 

2 Castillo, Cecilia y Rivas, Cecilia. 2008. Costo de una canasta básica de alimentos para celíacos en Chile. En Revista Médica Chile, N° 136:609-615. 
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE FACULTA A LAS ASOCIACIONES DE CONSUMIDORES PARA QUERELLARSE POR DELITOS CONTRA LA LIBRE COMPETENCIA

(11.268-03)

Antecedentes:
1.- Mediante la Ley Nº 20.945 que Perfecciona el Sistema de Defensa de la Libre Competencia, publicada en el Diario Oficial el día 30 de agosto de 2016,  se le entrega a la Fiscalía Nacional Económica la facultad privativa de presentar querella respecto de hechos que revistieren caracteres del ilícito anticompetitivo de colusión. Es así , como en el artículo 39 bis, se agrega un inciso séptimo del siguiente tenor: "Las investigaciones de los hechos constitutivos de dicho delito sólo serán iniciadas por querella formulada por la Fiscalía Nacional Económica, sin que sea aplicable, para estos efectos, lo dispuesto en el artículo 166 del Código Procesal Penal.” (El destacado es nuestro). Asimismo, el inciso primero del artículo 64 nuevo que se agregó, señala que: “Las investigaciones de los hechos señalados en el inciso primero del artículo 62 sólo se podrán iniciar por querella formulada por la Fiscalía Nacional Económica, la que podrá interponerla una vez que la existencia del acuerdo haya sido establecida por sentencia definitiva ejecutoriada del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, sin que sea admisible denuncia o cualquier otra querella. Para estos efectos, no se aplicará lo dispuesto en el artículo 166 del Código Procesal Penal.” (El destacado es nuestro).
2.- La fórmula establecida constituye una anomalía en el Derecho Público chileno que trae consigo como efectos una clara contradicción con las reglas constitucionales, restringe el derecho de las víctimas a presentar querella y un alto riesgo de impunidad. En definitiva, la normativa planteada no presenta coherencia con el resto del sistema jurídico nacional.  
3.- Es necesario destacar que con la actual legislación en esta materia, para que la Fiscalía pueda intervenir se exige que se presente una querella previa de un órgano administrativo, lo cual no tiene racionalidad jurídica, deja la impresión que las personas que cometen delitos de colusión son tratadas de manera distinta. 
4.- Los delitos de colusión resultan una afectación sustancial del orden público económico y no se logra comprender el por que el ejercicio de la acción penal corresponde sólo a la Fiscalía Nacional Económica. La posibilidad de poder presentar querella por este tipo de delito debe ser un derecho también de otros actores o entidades como son las Asociaciones de Consumidores, constituidas conforme a la Ley N° 19.496, que Establece Normas sobre Protección de los Derechos de los Consumidores o creadas de acuerdo al Decreto Ley Nº 2.757, de 1979, del Ministerio del Trabajo, sobre asociaciones gremiales, lo que no debe estimarse que constituiría una nueva facultad legal para las organizaciones en la defensa de los derechos de los consumidores, previstas en la Ley N° 19.496, citada, ello ya está cubierto genéricamente en su artículo 8º, letras d) y e), que disponen, respectivamente: “d) Representar a sus miembros y ejercer las acciones a que se refiere esta ley en defensa de aquellos consumidores que le otorguen el respectivo mandato, y e) Representar tanto el interés individual, como el interés colectivo y difuso de los consumidores ante las autoridades jurisdiccionales o administrativas, mediante el ejercicio de las acciones y recursos que procedan;”.
5.- En este sentido, debemos recordar que la colusión entre competidores ha sido unánimemente reconocida como la conducta más dañina en contra de la libre competencia. Así las cosas, la Excelentísima Corte Suprema de Justicia ha afirmado: “Que la colusión constituye de todas las conductas atentatorias contra la libre competencia la más reprochable, la más grave, ya que importa la coordinación del comportamiento competitivo de las empresas” (Sentencia de la Excelentísima Corte Suprema de fecha 29 de diciembre de 2010, dictada en autos rol 1746-2010).

6.- En el Mensaje Nº 009-363, de 16 de marzo de 2015, que dio origen a la Ley Nº 20.945, se consigna una realidad incuestionable al sostener que “Durante los últimos años, la sociedad chilena ha podido tomar conciencia acerca del inmenso daño que la colusión causa a los mercados y a los agentes económicos que actúan en ellos, en especial los consumidores. En efecto, se trata de conductas que no sólo generan efectos patrimoniales adversos de inmensa magnitud para las víctimas, sino que además defraudan la confianza de los chilenos en la economía de mercado.” (El subrayado es nuestro).
7.- Es por ello que al verse dañado seriamente el sistema económico por prácticas monopólicas y de colusión por los grandes grupos económicos a través de sus empresas, hechos que, por cierto, no han sido aislados sino por el contrario prácticas recurrentes, realizadas por empresas importantes del sector privado, como CMPC (“la Papelera”), controlada por el grupo Matte, que incurrió en la colusión del papel tissue y confort durante más de una década, desde el año 2000 al año 2011 y teniendo en cuenta que las Asociaciones de Consumidores son organizaciones constituidas con el objetivo de proteger, informar y educar a los consumidores y asumir la representación y defensa de los derechos de sus afiliados y de los consumidores que así lo soliciten, todo ello con independencia de cualquier otro interés, se justifica plenamente la posibilidad de facultarlas mediante la ley para presentar querella respecto de hechos que revistieren caracteres del ilícito anticompetitivo de colusión.
Es por estas razones aquí expuestas que se viene en sugerir el siguiente:
PROYECTO DE LEY QUE FACULTA A LAS ASOCIACIONES DE CONSUMIDORES PARA QUERELLARSE POR DELITOS CONTRA LA LIBRE COMPETENCIA.
ARTÍCULO ÚNICO: Introdúzcanse las siguientes modificaciones en el Decreto Ley Nº 211, de 1973, que Fija Normas para la Defensa de la Libre Competencia, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:
1.- En el inciso séptimo del artículo 39 bis agrégase a continuación de la expresión “Fiscalía Nacional Económica,” la siguiente oración nueva: “o por las Asociaciones de Consumidores, constituidas conforme a la Ley Nº 19.496, que Establece Normas sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, o creadas de acuerdo al Decreto Ley Nº 2.757, de 1979, del Ministerio del Trabajo, sobre asociaciones gremiales.”.
2.- En el inciso primero del artículo 64 agrégase a continuación de la expresión “Fiscalía Nacional Económica,” la siguiente oración nueva: “o por las Asociaciones de Consumidores, constituidas conforme a la Ley Nº 19.496, que Establece Normas sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, o creadas de acuerdo al Decreto Ley Nº 2.757, de 1979, del Ministerio del Trabajo, sobre asociaciones gremiales, la que podrán interponer”.
(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORAS GOIC, MUÑOZ Y LILY PÉREZ Y SEÑORES BIANCHI, CHAHUÁN, COLOMA, DE URRESTI, GARCÍA, GARCÍA-HUIDOBRO, GUILLIER, HARBOE, HORVATH, LARRAÍN, MONTES, NAVARRO, OSSANDÓN, PROKURICA, QUINTANA Y TUMA, POR MEDIO DEL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE, SI LO TIENE A BIEN, ORDENE DEJAR SIN EFECTO LA CIRCULAR N° 6, DE 6 DE ABRIL DE 2017, DEL MINISTERIO DE HACIENDA, EN LO RELATIVO AL TRASPASO DE FUNCIONARIOS DE HONORARIOS A CONTRATA

(S 1.935-12)

Considerando: 

1.- Que la Ley de Presupuesto vigente para el año 2017 establece que un funcionario al cambiar su calidad jurídica de honorario a contrata deberá mantener su remuneración bruta. 

2.- Que el Oficio Ordinario N° 1.646 emitido por la Dirección de Presupuestos señala que a los funcionarios, al ser traspasados, no se les reducirán su actual renta bruta. 

3.- Que la actual renta bruta de un funcionario a honorarios corresponde a la totalidad de su remuneración, en razón que al ser trabajadores a honorarios aún no tienen obligatoriedad del pago de imposiciones, y el descuento de la remuneración es sólo del 10% asociado al impuesto a la renta, monto que es devengado por el trabajador en su totalidad al realizar operación anual de renta. 

4.- Que la circular N° 6 emitida por el Ministerio de Hacienda incluye en el cálculo de traspaso los incentivos de modernización, al presentar la renta bruta mensualizada. 

5.- Que los trabajadores a honorarios por Ley jamás han tenido derecho alguno a los incentivos de modernización, sin embargo, estos se consideran dentro del cálculo de homologación al hacerlos parte de los componentes remuneracionales, dando por hecho que remuneración actual ya considera dichos incentivos. 

6.- Que un traspaso bajo las condiciones indicadas por la circular N°6 vulnera los derechos de los trabajadores a honorarios del sector, no respetando el trato justo e igualdad ante la ley, al no asumir un compromiso real frente a la precariedad del trabajo público, presentando una fórmula de traspaso que si bien mejora la calidad contractual, merma considerablemente la calidad remuneracional. No obteniendo un real compromiso del Gobierno por un trabajo digno. 

7.- Que el traspaso de trabajadores a honorarios bajo una calidad distinta de contrata representa un acto arbitrario y discriminatorio para los trabajadores involucrados, generando indiscutiblemente una distinción con los funcionarios ya traspasados anteriormente, considerando que estos traspasos se efectuaron en mejores condiciones remuneracionales, permitiendo efectivamente no mermar su ingreso liquido mensual y acceso real y tangible a los incentivos de modernización. 

8.- Que contractualmente la renta de un trabajador a honorario considera como una renta fija lo percibido como renta bruta, no considerando en ella ningún componente remuneracional; sueldo base, leyes sociales, aportes patronales, incentivos y/o bonos, por lo cual, estos no formarían parte en la fórmula de cálculo de traspaso. Estimando que no es posible que el Estado considere los incentivos de modernización como parte de la remuneración fija. 

9.- Que frente a un eventual traspaso, el monto total bruto se debiera igualar al total de haberes, tal como lo indica le Ley de Presupuesto vigente, entendiendo que actualmente el total bruto es considerado en su totalidad como remuneración, dado que aún en este caso, su remuneración es mejor que los trabajadores de planta, aunque desempeñan idénticas funciones y en casos, por muchos más años que éstos. 

EL SENADO ACUERDA: 

Solicitar a la Presidenta de la República Michelle Bachelet Jeria, dejar sin efecto la circular N°6 del 06 de abril del 2017 del Ministerio de Hacienda y respetar que traspaso de funcionarios honorarios a contrata se realice según Ley de Presupuesto 2017 considerando "renta de bruto a bruto".
(Fdo.): Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.-José García Ruminot, Senador.-Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR CHAHUÁN, SEÑORAS ALLENDE, MUÑOZ, LILY PÉREZ, VAN RYSSELBERGHE Y VON BAER Y SEÑORES COLOMA, GIRARDI, HARBOE, HORVATH, LARRAÍN, MONTES, MOREIRA, NAVARRO, OSSANDÓN, PIZARRO, QUINTANA, TUMA, PATRICIO WALKER Y ZALDÍVAR, POR MEDIO DEL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE, SI LO TIENE A BIEN, ENVÍE UN PROYECTO QUE MODIFIQUE LA LEY GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA CON EL OBJETO DE RESOLVER LA SITUACIÓN DE LOS TRIPULANTES DE LA FLOTA INDUSTRIAL PESQUERA QUE FUERON DESVINCULADOS DE SU FUENTE LABORAL, EN VIRTUD DE LA LEY N° 19.713

(S 1.936-12)
Considerando: 

1°.- Que con fecha 15 de septiembre de 2015, esta Corporación aprobó por unanimidad el Proyecto de Acuerdo S 1828-12, mediante el cual se solicitó al Ministro de Hacienda que considerara destinar recursos en el próximo presupuesto anual de la Nación para abordar y resolver los problemas generados a los ex tripulantes de la flota industrial pesquera que fueron desplazados durante la vigencia de la ley N° 19.713 del año 2001, petición que no tuvo respuesta por parte de dicha autoridad. 

2°.- Que mediante presentación de fecha 20 de octubre de 2016, diversos representantes de sindicatos de tripulantes pesqueros exonerados por la referida ley N° 19.713, solicitaron al Contralor General de la República que confirmara la vigencia del criterio contenido en el Dictamen N° 14.348, de ese organismo, de 8 de marzo de 2011, reconociendo los beneficios sociales destinados a ese sector específico de ex trabajadores pesqueros que perdieron sus fuentes de trabajo, bajo la vigencia del texto legal antes citado. 

3°.- Que el dictamen ya mencionado, suscrito por el entonces Contralor General, don Ramiro Mendoza Zúñiga, cuya mantención de criterio han requerido los trabajadores exonerados, estableció lo siguiente: "En cuanto a la duración de los beneficios otorgados, los que de acuerdo a la normativa aplicable en opinión de la requirente debieran ser por 10 años, es dable manifestar que si bien la Ley N° 19.849 prorrogó la vigencia de la aludida ley N° 19.713 hasta el año 2012, ello no incide en el periodo de otorgamiento de las referidas ayudas, cuya extensión depende de la naturaleza y objetivos de los programas que se otorguen, por lo que  aquellos deberán ajustarse a las normas contenidas en los instrumentos que aprueben los respectivos programas y sus modificaciones posteriores." 

4°.- Que mediante Dictamen N° 018183, de fecha 18 de mayo de 2017, el Contralor General de la República, don Jorge Bermúdez Soto, dio respuesta a la solicitud de dichos ex trabajadores, manifestando lo siguiente: 

a) El Fondo de Administración Pesquero fue creado mediante la promulgación de la ley N° 19.849, del año 2002, la cual introdujo un artículo 173 a la Ley General de Pesca y Acuicultura, mediante el cual se creó dicho fondo que, entre otras finalidades, tiene por objeto financiar proyectos de reconversión laboral para los trabajadores que durante el período de vigencia de la ley N° 19.713 hayan perdido su empleo. 

b) El artículo 1° de la ley N° 19.849 prorrogó la vigencia de la aludida ley N° 19.713, hasta el 31 de diciembre de 2012. 

c) Al amparo de dicho marco normativo se emitió el Dictamen N° 14.348 que precisó que el período de otorgamiento de las referidas ayudas quedaba entregado a lo que determinaran las normas que regulaban los respectivos programas. 

d) Con posterioridad, en virtud de la promulgación de la ley N° 20.657, que comenzó a regir el 1° de enero de 2013, se introdujo diversas modificaciones al inciso primero del artículo 173 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, estableciendo el financiamiento de los programas de reinserción laboral, capacitación, estudios técnicos de nivel superior y de apoyo social destinados a ex trabajadores de la industria pesquera que hayan perdido sus trabajos como consecuencia de esta ley y no imputable al trabajador, y a los hijos de estos últimos, tratándose de las tres primeras ayudas. Se dispuso en este cuerpo legal que un reglamento fijaría las reglas que rigen el acceso de los destinatarios a los referidos beneficios. 

e) El reglamento a que se hace mención en dicha ley, se contiene en el Decreto Supremo N° 131 de 2013, del Ministerio de Economía y Turismo, en cuyas disposiciones pertinentes exige que sus beneficiarios sean ex trabajadores que hayan perdido sus empleos como consecuencia de la aplicación de la Ley General de Pesca y Acuicultura, por una causa no imputable a ellos, y que el término de la relación laboral se haya producido con una fecha posterior al 1 de enero de 2013. 

f) Por lo tanto, sostiene el Contralor, ha sido el legislador y la autoridad administrativa quienes han determinado que los ex trabajadores que pueden ser destinatarios de los programas actuales vigentes del Fondo de Administración Pesquero son solo aquellos que fueron desvinculados a contar del año 2013, excluyendo por ende, a los que perdieron su fuente laboral por causa de la enunciada ley N° 19.713, y mientras se mantuvo en vigor. 

g) Al tenor de estas consideraciones no es procedente aplicar el Dictamen N° 14.348 para extender la validez de los programas del actual Fondo de Administración Pesquero a los trabajadores que perdieron su empleo durante la vigencia de la ley N° 19.713, dado que dicho pronunciamiento fue emitido al amparo de un marco normativo que no se encuentra actualmente en vigor. 

5°.- Que al tenor de lo que se ha expuesto, se puede concluir que los beneficios que se establecieron en una ley para estos ex trabajadores, fueron dejados sin efecto posteriormente por otro cuerpo legal que limitó a los que habían sido desvinculados de sus fuentes laborales hasta una determinada fecha, 31 de diciembre de 2012, lo que obviamente afectó sus derechos adquiridos y atenta contra la certeza jurídica que debe regir los cuerpos normativos. 

6°.- Que en tal virtud se hace necesario modificar el artículo 173 de la Ley General de Pesca, de modo que los beneficios que se mencionan en dicha disposición sean aplicables a quienes perdieron sus fuentes de trabajo con anterioridad al año 2013, con motivo de la aplicación de la ley N° 19.713, que estableció como medida de administración el límite máximo de captura por armador a las principales pesquerías industriales nacionales y la regularización del registro pesquero artesanal. 

En mérito a lo expuesto,

EL SENADO DE LA REPUBLICA ACUERDA: 

Solicitar a S.E. la Presidenta de la República el envío de un proyecto de ley que tenga por objeto modificar el artículo 173 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, a fin de que los beneficios que en dicha disposición se contemplan sean también aplicables a los ex trabajadores del sector pesquero industrial que perdieron sus empleos con motivo de la vigencia de la ley N° 19.713.
(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Jacqueline van Rysselberghe Herrera, Senadora.- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Iván Moreira Barros, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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PROYECTO DE LOS SENADORES SEÑOR PATRICIO WALKER, SEÑORAS ALLENDE, GOIC, MUÑOZ, LILY PÉREZ, VAN RYSSELBERGHE Y VON BAER Y SEÑORES ALLAMAND, ARAYA, BIANCHI, CHAHUÁN, HORVATH, MATTA, MONTES, MOREIRA, PÉREZ VARELA, PIZARRO, PROKURICA, QUINTANA, TUMA, IGNACIO WALKER Y ZALDÍVAR, POR MEDIO DEL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE, SI LO TIENE A BIEN, CONSIDERE EL ENVÍO DE UN PROYECTO DE LEY CON EL OBJETO DE CREAR LAS COMUNAS DE QUEULAT PALENA, ISLAS HUICHAS, MAÑIHUALES Y CHELENKO EN LA REGIÓN DE AISÉN DEL GENERAL CARLOS IBÁÑEZ DEL CAMPO

(S 1.937-12)

Considerando: 

1. Que La Junta es una localidad que pertenece a la comuna de Puerto Cisnes, ubicada a una distancia aproximada de ciento treinta kilómetros de ella, con una población superior a las dos mil personas. Se caracteriza por tener un potente desarrollo ganadero, siendo esta su actividad económica central. Igualmente, el turismo en época estival es bastante relevante, recibiendo a todos los turistas que ingresan a la región desde Palena por la carretera austral. La localidad de La Junta actualmente cuenta con servicios básicos en salud, como una posta y la inminente inauguración de un Cesfam. Además, cuenta con la presencia de Servicios públicos, como Indap, el Sag, Fosis, Conaf, una oficina del Registro Civil y un liceo que permite que los niños no tengan que dejar su casa al pasar a primero medio. Es común que en invierno las localidades de La Junta, Puyuhuapi y Puerto Raúl Marín Balmaceda queden aisladas, debido a constantes derrumbes en el sector del Parque Nacional Queulat. La comuna de Cisnes es una de las más grandes de la región, con una superficie de 16.093 kilómetros cuadrados, esto implica un gran despliegue por parte del municipio de Cisnes, el que muchas veces no alcanza a cubrir las siete localidades que conforman la comuna. 

2. Que Islas Huichas es una localidad perteneciente a la comuna de Aysén. Está compuesta por Puerto Aguirre, Caleta Andrade y Estero Copa, generando una pequeña conurbación que está habitada aproximadamente por 1850 personas (según estimaciones del Censo de 2012). Casi la totalidad de la población adulta de la isla se dedica a la pesca artesanal y la salmonicultura. Puerto Aguirre y Caleta Andrade concentran a los pescadores, ambas dotadas con embarcaderos y sus respectivos muelles. Además, la isla tiene un aeródromo ubicado en Caleta Blanco. A pesar de pertenecer a la comuna de Aysén, esta concentran a los pescadores, ambas dotadas con embarcaderos y sus respectivos muelles. Además, la isla tiene un aeródromo ubicado en Caleta Blanco. A pesar de pertenecer a la comuna de Aysén, esta localidad está a más de cuatro horas de navegación de Puerto Chacabuco, lo que genera diversos problemas a su población, en especial a lo relativo a trámites comunales, servicios básicos y acceso a la salud. 

3. Que Villa Mañihuales es una localidad ubicada a unos 120 kilómetros de Puerto Aysén y 135 de Coyhaique, con una población estimada de 3000 habitantes. Pertenece a la comuna de Aysén y está en plena carretera Austral. Esta localidad resalta por su gran belleza escénica y por su extensión, abarcando también el sector de Alto Mañihuales y colindando con las comunas de Lago Verde y Coyhaique. Tiene una importante actividad económica basada en la minería de oro y plata de la mina El Toqui, la ganadería, el turismo y la actividad forestal. 

4. La localidad de Puerto Río Tranquilo está ubicada en la cuenca del lago General Carrera a unos 220 kilómetros de Coyhaique. Depende de la comuna de Río Ibáñez, a unas tres horas de viaje al sur por la carretera austral de su capital, Puerto Ibáñez. Esto hace que se trate de una localidad bastante aislada, al igual que Murta, Puerto Sánchez, Guadal y Puerto Bertrand (estas dos últimas pertenecientes a la comuna de Chile Chico). El sector de la cuenca del Lago General Carrera es un foco turístico imperdible de la carretera Austral y la región de Aysén, siendo el turismo y la ganadería las principales entradas de todas las localidades antes nombradas. Al igual que en La Junta e Islas Huichas, los vecinos de estas localidades del sur de la Región tienen que viajar muchas horas para realizar trámites comunales, y constantemente quedan en situación de aislamiento por derrumbes en la ruta 7 que une la cuenca del Lago General Carrera con la capital comunal y con el resto de la región.

 5. Una administración directa e independiente de estas localidades podría definir, orientar e implementar con mayor eficacia líneas de desarrollo específicas para sus pobladores. Asimismo, al dotarse de una administración propia a éstos territorios se le permitiría, además, la canalización de diversas acciones de programas nacionales y regionales hacia áreas específicas y acotadas a sus realidades territoriales y culturales. 

6. Los factores tomados comúnmente en cuenta para la creación de nuevas comunas, se reducen a elementos de tipo Geográfico, en los cuales se incluyen todas aquellas variables relacionadas con la conformación física de las comunas, su extensión, vialidad, centros poblados y su gravitación, distancias, funcionalidad e impactos que generarían las modificaciones a la actual configuración política y administrativa; a elementos de tipo Demográfico, que considera las variables relacionadas con la población comunal, sus variaciones temporales, y la organización, distribución y magnitud espacial que adopta; y a elementos Socio-Cultural y Organizativo, el que considera la identidad cultural de la población, ligada a procesos históricos, y que configuran la capacidad organizativa actual, además del respaldo a iniciativas de cambio en la materia. 

7. Que el Subsecretario de Desarrollo Regional, Ricardo Cifuentes manifestó su disposición para financiar el cincuenta por ciento de los recursos necesarios para realizar estudios para determinar la factibilidad de la creación de nuevas comunas en la región de Aysén. Asimismo, la Intendenta regional, Karina Acevedo, también manifestó su disposición para apoyar esta iniciativa, por lo que el resto del financiamiento para este estudio podría ser financiado por el Gobierno Regional de Aysén. 

8. De acuerdo al inciso segundo del artículo 110 de la Constitución Política de la República, la creación, modificación y supresión de comunas, serán materia de Ley orgánica constitucional. Al respecto, el artículo 65, inciso 3° establece como de iniciativa exclusiva del Presidente de la República los proyectos de ley que tengan relación con alteraciones de la división política y administrativa. 

Atendidas dichas consideraciones, el Senado acuerda solicitar respetuosamente a S.E. la Presidenta de la República: 

1.- Que ordene a la Subsecretaria de Desarrollo Regional, la realización de estudios de factibilidad, con el objeto de crear las comunas de Queulat Palena (compuesta por las localidades de La Junta, Puyuhuapi, Puerto Raúl Marín Balmaceda), Islas Huichas, Mañihuales y Chelenko (compuesta por las localidades de Puerto Tranquilo, Puerto Sánchez, Guadal y Puerto Bertrand) en la Región Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo. 

2.- Se considere, el envío más próximo a este Congreso Nacional, de Proyectos de Ley que crean las comunas antes indicadas en la Región Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo.

(Fdo.): Patricio Walker Prieto, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Jacqueline van Rysselberghe Herrera, Senadora.- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Andrés Allamand Zavala, Senador.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Manuel Antonio Matta Aragay, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Iván Moreira Barros, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE REGULA LA ELECCIÓN DE GOBERNADORES REGIONALES Y REALIZA ADECUACIONES A DIVERSOS CUERPOS LEGALES

(11.200-06)
Oficio Nº 13.367
VALPARAÍSO, 13 de junio de 2017
Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales, correspondiente al boletín N° 11.200-06, del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY

“Artículo 1.-
 Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior:

1.
 En el epígrafe del capítulo I del título primero, reemplázase la expresión “Del Intendente” por “Del Delegado Presidencial Regional”.

2. 
En el artículo 1:

a)
 En el inciso primero sustitúyese la expresión “el intendente” por “el delegado presidencial regional”.

b) 
En el inciso segundo reemplázase la oración “El intendente será subrogado por el gobernador de la provincia asiento de la capital regional y, a falta de éste, por el funcionario de más alto grado del respectivo escalafón.” por la siguiente: “El delegado presidencial regional será subrogado por el delegado presidencial provincial de mayor antigüedad.”.

3)
 En el artículo 2:

a) En su inciso primero:

i. Sustitúyese su encabezamiento por el siguiente: 
“Artículo 2.- Corresponderá al delegado presidencial regional:”. 

ii. Reemplázase en las letras d) y f) la palabra “gobernadores” por la expresión “delegados presidenciales provinciales”.

iii. 
Reemplázase en el párrafo segundo de la letra l) el vocablo “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.

b)
 En el inciso segundo sustitúyese la palabra “intendente” por “delegado presidencial regional”, y el vocablo “gobernadores” por “delegados presidenciales provinciales”. 
4. 
En el epígrafe del capítulo II del título primero sustitúyese la expresión “Del Gobernador” por “Del Delegado Presidencial Provincial”.

5. 
En el artículo 3:

a) Sustitúyense los incisos primero y segundo por los siguientes:

“Artículo 3.- En cada provincia existirá una delegación presidencial provincial, que será un órgano territorialmente desconcentrado del delegado presidencial regional. Estará a cargo de un delegado presidencial provincial, quien será nombrado y removido libremente por el Presidente de la República.
Corresponderá al delegado presidencial provincial ejercer, de acuerdo a las instrucciones del delegado presidencial regional, la supervigilancia de los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de la función administrativa existentes en la provincia.”.

b) En el inciso tercero, reemplázase la expresión “del gobernador” por “del delegado presidencial provincial”.

6. 
En el artículo 4:

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 4.- El delegado presidencial provincial ejercerá las atribuciones que menciona este artículo, informando al delegado presidencial regional de las acciones que ejecute en el ejercicio de ellas.”.

b) En el inciso segundo:

i. Reemplázase su encabezamiento por el siguiente: “El delegado presidencial provincial tendrá las atribuciones que el delegado presidencial regional le delegue y, además, las siguientes:”. 

ii. Sustitúyese en el inciso párrafo segundo de la letra h) el vocablo “gobernador” por la expresión “delegado presidencial provincial”.

7. 
En el artículo 5:

a) Sustitúyese la expresión “del intendente, el gobernador” por la siguiente: “del delegado presidencial regional, el delegado presidencial provincial”.
b) Reemplázase el vocablo “gobernador” por la expresión “delegado presidencial provincial”.
8.
 El epígrafe del capítulo III del título primero sustitúyese por el siguiente: “Disposiciones Comunes a Delegados Presidenciales Regionales y Delegados Presidenciales Provinciales”.

9. 
En el artículo 6:

a) En el encabezamiento del inciso primero, reemplázase la expresión “intendente o gobernador” por “delegado presidencial regional o delegado presidencial provincial”. 

b) En el inciso segundo, sustitúyese la expresión “intendente o gobernador” por “delegado presidencial regional o delegado presidencial provincial”.

10. 
En el artículo 7 sustitúyese la frase “intendente, gobernador, alcalde, concejal y consejero municipal, miembro del consejo económico y social provincial y consejero regional” por la siguiente: “gobernador regional, alcalde, concejal, consejero regional, delegado presidencial regional y delegado presidencial provincial”.
11.
 En el encabezamiento del artículo 8, reemplázase la expresión “intendentes y gobernadores” por “delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales”.

12. 
Sustitúyese el artículo 9 por el siguiente:

“Artículo 9.- Los delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales ejercerán sus funciones en la capital regional o provincial, según corresponda, sin perjuicio de que puedan ejercerlas transitoriamente en otras localidades de sus territorios jurisdiccionales.”. 

13.
 En el artículo 10 reemplázase la expresión “intendentes y gobernadores” por “delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales”.

14.
 En el artículo 11 sustitúyese la expresión “intendentes y gobernadores” por “delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales”.

15.
 En el artículo 12 reemplázase la expresión “intendentes y gobernadores” por “delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales”.

16.
 En el artículo 22 sustitúyese la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional”.

17.
 Sustitúyese el epígrafe del párrafo 1° del capítulo III por el siguiente: “Del Gobernador Regional”.

18.
 Reemplázase el artículo 23 por el siguiente: 

“Artículo 23.- El gobernador regional será el órgano ejecutivo del gobierno regional, correspondiéndole además presidir el consejo regional. Ejercerá sus funciones con arreglo a la Constitución Política de la República, a las leyes, a los reglamentos supremos y a los reglamentos regionales.

El gobernador regional será elegido por sufragio universal en votación directa, en cédula separada y conjuntamente con la elección de consejeros regionales, conforme a las normas establecidas en el capítulo VI del título II.”.

19.
 Intercálanse los siguientes artículos 23 bis, 23 ter, 23 quáter, 23 quinquies, 23 sexies, 23 septies y 23 octies: 

“Artículo 23 bis.- Para ser elegido gobernador regional se requerirá:

a)
 Ser ciudadano con derecho a sufragio.

b) No estar inhabilitado para el ejercicio de funciones o cargos públicos.

c) No tener la calidad de persona deudora sujeta a un procedimiento concursal de liquidación en virtud de lo dispuesto en la ley N° 20.720, de reorganización y liquidación de empresas y personas, ni de condenada mediante sentencia ejecutoriada por alguno de los delitos contemplados en los artículos 463, 463 bis o 463 ter del Código Penal.

d) Haber cursado la enseñanza media o su equivalente.

e) Acreditar domicilio electoral en la región respectiva, a lo menos dos años antes de la elección.

f) No estar afecto a alguna de las inhabilidades que establece esta ley. 

No podrá ser gobernador regional el que tuviere dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas ilegales, a menos que justifique su consumo por un tratamiento médico. Para asumir este cargo, el interesado deberá prestar una declaración jurada que acredite que no se encuentra afecto a esta causal de inhabilidad.

Artículo 23 ter.- No podrán ser candidatos a gobernador regional:

a)
 Los ministros de Estado, los subsecretarios, los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los miembros del consejo del Banco Central y el Contralor General de la República.

b) Los miembros y funcionarios de los diferentes escalafones del Poder Judicial, del Ministerio Público, de la Contraloría General de la República, del Tribunal Constitucional, del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, del Tribunal de Contratación Pública, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los tribunales electorales regionales, los consejeros del Consejo para la Transparencia, los consejeros y funcionarios del Servicio Electoral, y los miembros activos de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública.

c) Las personas que a la fecha de inscripción de sus candidaturas tengan vigente o suscriban, por sí o por terceros, contratos o cauciones ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más con el respectivo gobierno regional. Tampoco podrán serlo quienes tengan litigios pendientes con el gobierno regional, a menos que se refieran al ejercicio de derechos propios, de su cónyuge, conviviente civil, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive. Igual prohibición regirá respecto de los directores, administradores, representantes y socios titulares del diez por ciento o más de los derechos de cualquier clase de sociedad, cuando ésta tenga contratos o cauciones vigentes ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más, o litigios pendientes, con el gobierno regional.

d) Las personas que se hallen condenadas por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva.

e) Las personas que hayan infringido gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, desde la fecha que lo declare por sentencia firme el Tribunal Calificador de Elecciones, conforme lo dispone el artículo 125 de la Constitución Política de la República.
Las inhabilidades establecidas en las letras a) y b) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección de gobernador regional.


Artículo 23 quáter.- El cargo de gobernador regional es incompatible con los cargos de Presidente de la República, diputado, senador, consejero regional, alcalde y concejal. También será incompatible con todo otro empleo o comisión retribuidos con fondos del Fisco, de las municipalidades, de los demás órganos de la Administración del Estado o de las empresas del Estado o en las que éste tenga participación por aportes de capital, y con toda otra función o comisión de la misma naturaleza. Se exceptúan los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter de la enseñanza superior, media, básica y especial, de conformidad con lo dispuesto en esta ley. Asimismo, el cargo de gobernador regional es incompatible con las funciones de directores o consejeros, aun cuando sean ad honorem, en las entidades fiscales autónomas, semifiscales o en las empresas estatales, o en las que el Estado tenga participación por aporte de capital.

Artículo 23 quinquies.- Quedarán inhabilitados para desempeñar el cargo de gobernador regional:

a)
 Los gobernadores regionales respecto de los cuales se configure una de las situaciones descritas en la letra c) del artículo 23 ter. 

b) Los gobernadores regionales que actúen como abogados o mandatarios en cualquier clase de juicio contra el respectivo gobierno regional.

Artículo 23 sexies.- El gobernador regional cesará en el ejercicio de su cargo por las siguientes causales:

a) Pérdida de la calidad de ciudadano.

b) Incapacidad psíquica o física para el desempeño del cargo.

c) Incurrir en una contravención grave al principio de la probidad administrativa, en notable abandono de deberes o en alguna de las incompatibilidades previstas en los artículos 23 quáter y 23 quinquies.

d) Renuncia por motivos justificados aceptada por el consejo regional. Sin embargo, la renuncia que fuere motivada por la postulación a otro cargo de elección popular no requerirá de acuerdo alguno.

e) Inhabilidad sobreviniente por alguna de las causales previstas en el artículo 23 ter.

f) Ser declarado culpable en virtud del procedimiento de acusación constitucional, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 52 y 53 de la Constitución Política de la República. 

g) 
Haber infringido gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, conforme lo dispone el artículo 28 bis de la ley N° 19.884. 

La causal establecida en la letra a) será declarada por el tribunal electoral regional respectivo, una vez verificada la existencia de alguna de las circunstancias que contempla el artículo 17 de la Constitución Política de la República. Se otorgará acción pública para sustanciar este procedimiento.

Las causales establecidas en las letras b) y e) serán declaradas por el mismo tribunal, a requerimiento de a lo menos un tercio del consejo regional respectivo. El gobernador regional que estime estar afectado por alguna causal de inhabilidad deberá darla a conocer al consejo regional tan pronto tenga conocimiento de ella.

La causal establecida en la letra c) será declarada por el tribunal electoral regional respectivo, a requerimiento de, a lo menos, un tercio de los consejeros regionales en ejercicio, observándose el procedimiento establecido en los artículos 17 y siguientes de la ley Nº 18.593, de los tribunales electorales regionales, para lo cual no se requerirá patrocinio de abogado.

En el requerimiento, los consejeros regionales podrán pedir al tribunal electoral regional respectivo la cesación en el cargo o, en subsidio, la aplicación de alguna de las medidas disciplinarias dispuestas en la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. 

El tribunal electoral regional competente adoptará las medidas necesarias para acumular los respectivos antecedentes, a fin de evitar un doble pronunciamiento sobre una misma materia.

La cesación en el cargo de gobernador regional, tratándose de las causales contempladas en las letras a), b), c) y e) operará sólo una vez ejecutoriada la resolución que las declare. Sin perjuicio de ello, en el caso de notable abandono de deberes o contravención grave a las normas sobre probidad administrativa, el gobernador regional quedará suspendido en el cargo tan pronto le sea notificada la sentencia de primera instancia que acoja el requerimiento. En tal caso se aplicará lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 23 septies. En el evento de quedar firme dicha resolución, el afectado estará inhabilitado para ejercer cualquier cargo público por el término de cinco años.

Se considerará que existe notable abandono de deberes cuando el gobernador regional transgrediere, inexcusablemente y de manera manifiesta o reiterada, las obligaciones que le imponen la Constitución Política de la República y las demás normas que regulan el funcionamiento del gobierno regional, y en aquellos casos en que una acción u omisión, que le sea imputable, cause grave detrimento al patrimonio del gobierno regional, o afecte gravemente la actividad de éste destinada a dar satisfacción a las necesidades básicas de la comunidad local. 

La causal establecida en la letra g) será declarada por el Tribunal Calificador de Elecciones, conforme lo establece el artículo 28 bis de la ley N° 19.884, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral, conforme lo dispone el artículo 125 de la Constitución Política de la República.
Artículo 23 septies.- El gobernador regional, en caso de ausencia o incapacidad temporal, deberá ser reemplazado conforme a los incisos siguientes.

En caso de ausencia o impedimento no superior a cuarenta y cinco días, será subrogado en sus funciones administrativas por el funcionario en ejercicio que le siga en orden de jerarquía dentro del gobierno regional. Sin embargo, previa consulta al consejo regional, el gobernador regional podrá designar como subrogante a un funcionario que no corresponda a dicho orden. No obstante, si la ausencia o impedimento obedeciere a razones médicas o de salud que imposibiliten temporalmente el ejercicio del cargo, la subrogancia se extenderá hasta ciento treinta días.
La subrogación no se extenderá a la atribución de convocar y presidir el consejo regional ni a su representación protocolar, la que deberá ser ejercida en todo caso por un consejero regional, mediante acuerdo adoptado por la mayoría absoluta de los consejeros regionales en ejercicio y en sesión especialmente convocada al efecto.

Cuando el gobernador regional se encuentre afecto a una incapacidad temporal superior a cuarenta y cinco días, salvo en la situación prevista en la oración final del inciso segundo, el consejo regional designará de entre sus miembros un gobernador regional suplente, mediante acuerdo adoptado por la mayoría absoluta de los consejeros regionales en ejercicio y en sesión especialmente convocada al efecto.

Artículo 23 octies.- En caso de vacancia del cargo de gobernador regional, el consejo regional procederá a elegir un nuevo gobernador regional que complete el período, de entre sus propios miembros y por mayoría absoluta de los consejeros regionales en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. De no reunir ninguno de ellos dicha mayoría, se repetirá la votación, circunscrita sólo a los dos consejeros regionales que hubieren obtenido las dos más altas mayorías relativas. En caso de no lograrse nuevamente la mayoría absoluta en esta segunda votación, o produciéndose empate, será considerado gobernador regional aquél de los dos consejeros regionales que hubiere obtenido mayor número de sufragios en la elección respectiva. El mismo mecanismo se aplicará para resolver los empates en la determinación de las mayorías relativas en la primera votación.

La elección se efectuará en una única sesión extraordinaria que se celebrará dentro de los diez días siguientes a la fecha en que se hubiere producido la vacante. El secretario ejecutivo del consejo regional citará al efecto a este órgano con tres días de anticipación a lo menos. El nuevo gobernador regional así elegido permanecerá en el cargo por el tiempo que faltare para completar el respectivo período, pudiendo ser reelegido.

Mientras no sea elegido el nuevo gobernador regional, regirá lo dispuesto en el artículo anterior.

En caso que dicha sesión no pudiere realizarse en la fecha convocada, el secretario ejecutivo citará a una nueva, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes a la fracasada, en idénticas condiciones que ésta.

Si la segunda sesión nuevamente no pudiere realizarse en la fecha convocada, el secretario ejecutivo citará a una nueva, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes a la anterior. Esta nueva sesión extraordinaria, destinada a elegir gobernador regional, se celebrará con el o los consejeros regionales que asistan y resultará elegido gobernador regional aquel consejero regional que obtenga la mayor cantidad de votos. En caso de empate, será considerado gobernador regional aquél de los consejeros regionales igualados que hubiere obtenido mayor número de sufragios en la elección respectiva.

Si la tercera sesión extraordinaria convocada tampoco pudiere realizarse, asumirá como gobernador regional aquel consejero regional en ejercicio que hubiere obtenido el mayor número de sufragios en la elección correspondiente.”.

20.
 En el artículo 24:

a) Reemplázase su encabezamiento por el siguiente: 

“Artículo 24.- Corresponderá al gobernador regional:”.

b) En la letra d) reemplázase la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional”.
c) Suprímese la letra m).

d) En la letra q) sustitúyese la frase “a cualquier sesión del consejo regional cuando lo estimare conveniente” por “a las sesiones del consejo regional”.

e) Reemplázase la letra r) por la siguiente:

“r) Proponer, antes del inicio de la sesión respectiva, la inclusión de una o más materias en la tabla de aquella. La comunicación se realizará por escrito al secretario ejecutivo. El gobernador regional podrá, además, hacer presente la urgencia para el despacho de una materia o iniciativa específica, mediante oficio que dirigirá al secretario ejecutivo. Dichos asuntos deberán ser incorporados en la tabla de la sesión inmediatamente siguiente. El consejo regional, con el acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, podrá desechar la petición de urgencia. Con todo, si existiere un plazo legal o reglamentario que obligue a resolver dentro de éste alguna materia o iniciativa, el consejo no podrá ejercer la facultad señalada, y”.

21.
 En el inciso segundo del artículo 25 sustitúyese el vocablo “intendente” por la expresión “gobernador regional”.

22.
 En el artículo 26:

a) Sustitúyese la expresión “El intendente” por “El gobernador regional”.

b) Elimínase la expresión “o de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo”.

23. 
En el inciso primero del artículo 27 reemplázase la expresión “El intendente” por “El gobernador regional”.

24.
 Derógase el artículo 30 bis.

25.
 En el artículo 30 ter:

a)
 Sustitúyese su encabezamiento por el siguiente:

“Artículo 30 ter.- Corresponderá al gobernador regional en su calidad del presidente del consejo regional:”.

b) En la letra g) reemplázase la expresión “con el intendente” por “con el delegado presidencial regional”. 

c) En la letra j) elimínase la frase “, con excepción de los Convenios de Programación”.

d) En la letra k) sustitúyese la frase “diciembre de cada año, tanto al intendente como”, por “mayo de cada año”. 

26. 
En la letra b) del inciso primero del artículo 32, reemplázase la frase “los intendentes, los gobernadores, los alcaldes, los concejales y los funcionarios públicos de la exclusiva confianza del Presidente de la República o del Intendente respectivo.” por la siguiente: “los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los alcaldes, los concejales y los funcionarios públicos de la exclusiva confianza del Presidente de la República o del delegado presidencial regional respectivo;”.

27.
 En el artículo 33 intercálase, entre las palabras “de” y “alcalde”, la frase “gobernador regional, de”.
28.
 En el artículo 36:

a) 
En las letras d), e) y f) sustitúyese la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional”.

b)
 En la letra g):

i. Reemplázase la frase “intendente regional en su calidad de órgano ejecutivo del mismo” por la siguiente: “gobernador regional”.

ii. Sustitúyese la voz “intendente” por la expresión “gobernador regional”.
c) 
En la letra h) sustitúyese el vocablo “intendente” por la expresión “gobernador regional”.

29.
 En el artículo 39:

a)
 Suprímese el inciso tercero.

b)
 En los incisos octavo, undécimo y duodécimo, reemplázase la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional”.

30.
 En el artículo 40:

a)
 En la letra e) sustitúyese la expresión “, y” por un punto y coma.

b)
 En la letra f) reemplázase el punto final por la expresión “, y”.

c)
 Agrégase la siguiente letra g):


“g) Haber infringido gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, conforme lo disponen el artículo 125 de la Constitución Política de la República y el artículo 28 bis de la ley N° 19.884.”.

31.
 En el artículo 41: 

a) 
Sustitúyese la expresión “la letra b)” por la siguiente: “las letras b)y g)”.

b)
 Agrégase el siguiente inciso segundo:

“La causal establecida en la letra g) será declarada por el Tribunal Calificador de Elecciones, conforme lo establece el artículo 28 bis de la ley N° 19.884, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral.”.

32. 
Reemplázase el epígrafe del párrafo 3° del capítulo III del título II por el siguiente: “Del Delegado Presidencial Provincial”.
33.
 En el artículo 44:

a) 
En el inciso primero:

i. Reemplázase el término “gobernador” por la expresión “delegado presidencial provincial”.

ii. 
Elimínase la frase “, en la esfera de atribuciones que corresponden al intendente en su calidad de órgano ejecutivo del gobierno regional, y presidirá el consejo económico y social provincial”.

b)
 En el inciso segundo sustitúyese la expresión “El gobernador” por “El delegado presidencial provincial”.

34.
 En el artículo 45:

a) 
Sustitúyese su encabezamiento por el siguiente:

“Artículo 45.- El delegado presidencial provincial, además de las atribuciones que el delegado presidencial regional pueda delegarle, ejercerá las siguientes:”.

b)
 En las letras b), f) y g), reemplázase el vocablo “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.

35.
 En el artículo 46 sustitúyese la palabra “gobernador” por la expresión “delegado presidencial provincial”.

36.
 En el artículo 47 sustitúyese el vocablo “gobernador” por la expresión “delegado presidencial provincial”.

37.
 En el artículo 62: 

a)
 En el inciso primero reemplázase la palabra “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”, y la frase “, proyectos de desarrollo y demás materias que sean de competencia del gobierno regional” por “y proyectos de desarrollo”.

b)
 En el inciso tercero sustitúyese la voz “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.

38. 
Sustitúyese el artículo 65 por el siguiente:

“Artículo 65.- Habrá un órgano auxiliar del delegado presidencial regional, integrado por los delegados presidenciales provinciales y los secretarios regionales ministeriales. El delegado presidencial regional podrá disponer que también integren este órgano o que concurran a él en calidad de invitados, jefes regionales de organismos de la Administración del Estado.”.

39.
 En el artículo 66 elimínase la oración final.
40.
 En el inciso primero del artículo 68 reemplázase el vocablo “intendente” por la expresión “gobernador regional”.

41. En el inciso primero del artículo 70, reemplázase la palabra “intendente” por los vocablos “gobernador regional”, todas las veces que aparece.

42.
 En el inciso primero del artículo 71 reemplázase el vocablo “intendente” por las palabras “gobernador regional”.

43.
 En el artículo 73: 

a)
 En el inciso segundo reemplázase la voz “intendente” por la expresión “gobernador regional”.

b) 
En el inciso tercero sustitúyese la frase “el presidente del consejo y el intendente representarán” por la siguiente: “el gobernador regional representará”.

c) En el inciso quinto reemplázase la palabra “Intendente” por la expresión “gobernador regional”.
44. 
En el artículo 78 reemplázase la voz “intendente” por la expresión “gobernador regional”.

45.
 Sustitúyese el epígrafe del capítulo VI del título II por el siguiente:

“De la Elección del Gobernador Regional y del Consejo Regional”.
46. 
En el artículo 82, entre las expresiones “Para las elecciones” y “de consejeros regionales”, intercálase la frase “de gobernadores regionales y”.

47.
 En el artículo 83:

a) Intercálase, entre el vocablo “elecciones” y la expresión “de consejeros regionales”, la frase “de gobernadores regionales y”.

b) Sustitúyese la voz “parlamentarias” por “municipales”. 

48.
 En el artículo 84: 

a)
 En el inciso primero, entre la palabra “candidaturas” y la expresión “a consejeros regionales”, intercálase la frase “a gobernador regional y”.

b) 
En el inciso segundo, a continuación de la frase “corresponda elegir en la respectiva”, agrégase la expresión “región o”.

c)
 En el inciso tercero:

i. Incorpórase como primera oración la siguiente: 
“Los candidatos a gobernador regional no podrán postular al mismo tiempo como candidatos a los cargos de Presidente de la República, senador, diputado, alcalde, concejal o consejero regional en las elecciones que se realizan conjuntamente.”.

ii.
 Sustitúyese la expresión “o diputado” por la frase “, diputado, alcalde, concejal o gobernador regional”. 

d)
 Intercálase el siguiente inciso cuarto, pasando el actual cuarto a ser inciso quinto:

“Cada declaración de candidatura a gobernador regional deberá ser acompañada por una declaración jurada del candidato, en la que señalará cumplir con los requisitos constitucionales y legales para ser candidato y no estar afecto a las inhabilidades señaladas en el artículo 23 ter. Esta declaración jurada será hecha ante notario público o ante oficial del Registro Civil. La falsedad de cualquiera de los hechos aseverados en esta declaración, o su omisión, producirá la nulidad de aquella, y de todos los efectos legales posteriores, incluida la elección del candidato. Además, la declaración de candidatura deberá consignar los nombres, cédula de identidad y domicilio del Administrador Electoral y del Administrador Electoral General, en su caso. En el caso que un gobernador regional postulare a su reelección conforme con lo dispuesto en el artículo 111 de la Constitución Política de la República, o a su elección como consejero regional en la región donde desempeña su cargo, se procederá a su subrogación en conformidad con el inciso segundo del artículo 23 septies, desde los treinta días anteriores a la fecha de la elección y hasta el día siguiente de ella. En todo caso, durante el período señalado el gobernador regional conservará su remuneración y la atribución de participar en las sesiones del consejo regional con derecho a voz. Sin embargo, la presidencia del consejo regional sólo podrá ejercerla un consejero regional que no estuviere repostulando a dicho cargo o postulando al cargo de gobernador regional. Si hubiere más de uno en tal situación la presidencia le corresponderá a quien haya obtenido individualmente mayor votación ciudadana en la elección respectiva. Si todos los consejeros regionales estuvieren repostulando, la presidencia se decidirá por sorteo entre ellos.”.

e) 
En el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, intercálase, entre las expresión “del candidato” y la coma que le sucede, la frase “a consejero regional”.

f)
 Suprímese el inciso quinto. 


g) En el inciso sexto:

i. Agrégase, a continuación de la expresión “declaraciones de candidaturas”, la frase “a gobernador regional y a consejeros regionales”. 

ii. Reemplázase la frase “3° bis, con excepción de su inciso tercero; 4°, incisos segundo y siguientes; y 5° de la ley N°18.700” por “3 bis, con excepción de su inciso quinto; 4, incisos segundo y siguientes; 5 y 6 bis de la ley N° 18.700”.
h) Agrégase el siguiente inciso octavo:

“Las declaraciones de candidaturas de gobernador regional deberán ser presentadas por los partidos políticos o pactos electorales en un solo acto respecto de cada región.”. 

49. 
Intercálase el siguiente artículo 84 bis:

“Artículo 84 bis.- Las candidaturas a gobernador regional podrán ser declaradas por un partido político, por un pacto de partidos, por un pacto entre un partido político e independientes, por un pacto de partidos e independientes, y por independientes.

Las candidaturas a gobernador regional declaradas sólo por independientes se sujetarán a los porcentajes y formalidades establecidos en los artículos 89 y 90.”.

50.
 En el artículo 86:

a)
 En el inciso cuarto reemplázase la expresión “y quinto” por “y sexto”.

b)
 Agréganse los siguientes incisos quinto y sexto:

“Los partidos políticos e independientes que así lo prefieran podrán subscribir un pacto electoral para la elección de gobernadores y otro pacto electoral para la elección de consejeros regionales.

Los pactos para la elección de consejeros regionales a que alude el inciso anterior sólo podrán ser conformados por uno o más partidos políticos o por independientes que integren un mismo pacto electoral para la elección de gobernadores regionales.”.

51. 
En el artículo 88:

a)
 En el inciso primero sustitúyese la frase “los nombres completos de los candidatos afiliados al respectivo partido” por la siguiente: “los nombres completos del candidato a gobernador regional o, en su caso, de los candidatos a consejeros regionales afiliados al respectivo partido”.

b)
 Agrégase el siguiente inciso cuarto:

“Las declaraciones de candidaturas a gobernador regional y consejeros regionales de una misma lista o pacto deberán señalar expresamente el cargo al cual postulan los respectivos candidatos.”.

52.
 En el artículo 89 sustitúyese el inciso primero por el siguiente: 

“Artículo 89.- Las declaraciones de candidaturas independientes a gobernador regional o a consejero regional deberán ser patrocinadas por un número no inferior al 0.5% de los electores que hayan sufragado en la elección popular más reciente en la región respectiva o en la circunscripción provincial respectiva, según corresponda.”.

53. 
En el artículo 95:

a)
 Incorpórase el siguiente inciso primero, pasando el actual primero a ser inciso segundo, y así sucesivamente:


“Artículo 95.- El escrutinio general y la calificación de las elecciones de gobernador regional serán practicados por el Tribunal Calificador de Elecciones. Para ello, serán aplicables las normas establecidas en los títulos IV y V de la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.”.

b) 
Intercálase en el inciso primero, que pasa a ser inciso segundo, entre las expresiones “calificación de las elecciones” y “serán practicados”, la siguiente expresión: “de consejeros regionales”.

54.
 Intercálase el siguiente artículo 98 bis:

“Artículo 98 bis.- Tratándose de elecciones de gobernador regional, el Tribunal Calificador de Elecciones proclamará elegido al candidato que hubiere obtenido la mayoría de los sufragios válidamente emitidos y siempre que dicha mayoría sea equivalente, al menos, al 40% de los votos válidamente emitidos, conforme lo dispone el inciso cuarto del artículo 111 de la Constitución Política de la República. Para estos efectos, los votos en blanco y nulos se considerarán como no emitidos.


Si ninguno de los candidatos a gobernador regional hubiere obtenido la mayoría señalada en el inciso anterior, se procederá a una segunda votación que se circunscribirá a los candidatos que hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas y en ella resultará electo aquél de los candidatos que obtenga el mayor número de sufragios. Esta elección se verificará el cuarto domingo después de efectuada la primera. 


El proceso de calificación de la elección de gobernador regional deberá quedar concluido dentro de los quince días siguientes, tratándose de la primera votación, o dentro de los treinta días siguientes tratándose de la segunda votación.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 111 de la Constitución Política de la República, el Tribunal Calificador de Elecciones hará la correspondiente declaración, indicando los candidatos que hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas y ordenará su publicación en el Diario Oficial, lo que deberá efectuarse el día siguiente hábil al del vencimiento del plazo establecido en el inciso precedente.

Si muere uno o ambos candidatos a los que se refiere el inciso segundo, el consejo regional convocará a una nueva elección dentro del plazo de diez días contado desde la fecha del deceso. La elección se celebrará noventa días después de la convocatoria si ese día correspondiere a un domingo, y si no lo fuere se realizará el domingo inmediatamente siguiente. Las declaraciones de candidaturas a gobernador regional se realizarán en la forma prescrita en el artículo 84.”. 

55.
 Reemplázase el artículo 99 por el siguiente:


“Artículo 99.- Dentro de los dos días siguientes a aquél en que su fallo quede a firme, el Tribunal Calificador de Elecciones enviará una copia autorizada de la parte pertinente del mismo y el acta complementaria de proclamación, en lo que se refiera a las respectivas regiones, al delegado presidencial regional, al delegado presidencial provincial, al gobernador regional y al consejo regional. Asimismo, el tribunal electoral regional enviará una copia autorizada de la parte pertinente del fallo y el acta complementaria de proclamación, en lo que se refiera a las respectivas circunscripciones provinciales, al delegado presidencial regional, a los delegados presidenciales provinciales de la región y al gobernador regional. Comunicarán, al mismo tiempo, su proclamación a cada uno de los candidatos elegidos.

Una copia completa del fallo y de su acta complementaria se remitirán, además, por el presidente del Tribunal Calificador de Elecciones o el tribunal electoral regional respectivo, según corresponda, al Ministro del Interior y Seguridad Pública y al Director del Servicio Electoral, con el objeto de que tomen conocimiento del término del proceso electoral.”.

56. 
Sustitúyase el artículo 99 bis por el siguiente:


“Artículo 99 bis.- El consejo regional se instalará el día seis de diciembre del año de la elección respectiva, con la asistencia de la mayoría absoluta de los consejeros regionales declarados electos por el tribunal electoral regional competente, convocados para tal efecto por el secretario ejecutivo. El período de los cargos de gobernador regional y de consejeros regionales se computará siempre a partir de dicha fecha.


En la primera sesión, el secretario ejecutivo procederá a dar lectura a los fallos del Tribunal Calificador de Elecciones y del tribunal electoral regional, según corresponda, que den cuenta del resultado definitivo de la elección en la región y en las circunscripciones provinciales, tomará al gobernador regional y a los consejeros regionales electos el juramento o promesa de observar la Constitución y las leyes, y de cumplir con fidelidad las funciones propias de sus respectivos cargos.”.

57. En el artículo 108:

a) Reemplázase el vocablo “intendente” por la expresión “gobernador regional”, todas las veces que aparece.

b) En la letra c) y en el párrafo segundo de la letra d) sustitúyese la expresión “la intendencia regional” por “el gobierno regional”.

Artículo 2.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley N° 20.640, que establece el sistema de elecciones primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, parlamentarios y alcaldes:

1. 
En el epígrafe de la ley, entre el vocablo “parlamentarios” y la expresión “y alcaldes”, intercálase la frase “, gobernadores regionales”.
2. En el artículo 2, a continuación de la palabra “Diputado”, agrégase la frase “, Gobernador Regional”.

3.
 En los incisos primero y segundo del artículo 3, 
reemplázase la expresión “y de Parlamentarios” por la frase “, de Parlamentarios y de Gobernadores Regionales”.
4.
 En el artículo 4:

a)
 En el inciso primero, a continuación de la frase “, de Parlamentarios”, agrégase la siguiente: “, de Gobernadores Regionales”.

b)
 En el inciso tercero, a continuación del punto y coma que sigue a la frase “al territorio comprendido por el distrito electoral”, agrégase lo siguiente: “en el caso de la elección de Gobernadores Regionales, al territorio comprendido por la región,”.

5. 
En el artículo 6, entre la expresión “Servicio Electoral” y la coma que le sigue, intercálase la frase “, de la ley N° 19.175, orgánica constitucional de Gobierno y Administración Regional”.

6.
 En el artículo 7:

a)
 En el inciso primero, a continuación de la expresión “Presidente de la República”, agrégase la frase “, Gobernador Regional”.

b)
 Intercálase el siguiente inciso quinto, pasando los actuales incisos quinto y sexto a ser sexto y séptimo:

“El pacto para las elecciones de Gobernadores Regionales deberá ser común, abarcando todas las regiones.”.

7. 
En el inciso primero del artículo 9, entre el vocablo “Parlamentarios” y la expresión “y de Alcaldes”, intercálase la siguiente frase: “, Gobernadores Regionales”.

8.
 En el artículo 13: 

a)
 En el inciso primero, entre la palabra “parlamentarios” y la expresión “o alcaldes”, las dos veces que aparecen, intercálase la frase “, gobernadores regionales”.

b)
 En el inciso segundo:

i. Intercálase, entre el vocablo “Parlamentarios” y la expresión “o de Alcaldes”, las dos veces que aparece la siguiente frase: “, de Gobernadores Regionales”.
ii.
 Intercálase, entre la frases “No será necesaria la formalización del pacto conforme al artículo 3° bis de la ley N°18.700” y “, o al artículo 110 de la ley N°18.695,”, lo siguiente: “, al artículo 87 de la ley N° 19.175”.

iii. Intercálase, entre el vocablo “Parlamentarios” y la expresión “o a Alcaldes”, la siguiente frase: “, a Gobernadores Regionales”.
iv.
 Intercálase como penúltima oración la siguiente: “Los pactos y subpactos electorales para la elección de consejeros regionales que contemple un pacto electoral, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la ley N° 19.175, deberán constituirse dentro del plazo a que se refiere el artículo 14, y en forma simultánea a las declaraciones de candidaturas de las elecciones primarias.”.

c)
 En el inciso tercero, entre las expresiones “sin perjuicio de lo establecido” y “en el artículo 109 de la ley N° 18.695”, intercálase la frase “en el artículo 86 de la ley N° 19.175 o”.

d)
 Intercálase el siguiente inciso cuarto, pasando el actual cuarto a ser inciso quinto:

“Sin perjuicio de lo establecido previamente y tratándose del pacto electoral de gobernadores regionales y del pacto electoral de consejeros regionales, los candidatos independientes podrán incorporarse a éstos hasta la fecha de declaración de candidaturas indicada en el artículo 84 de la ley Nº 19.175, para lo que se requerirá el acuerdo unánime de los partidos que hayan suscrito originalmente dicho pacto electoral.”.

9.
 En el artículo 18, entre las expresiones “N° 18.700” e “y 112”, intercálase la frase “, 88 bis de la ley N° 19.175”.

10.
 En el artículo 20:

a) 
En el inciso primero, a continuación de la expresión “presidencial, parlamentaria”, agrégase la frase “, de gobernador regional”.

b) 
En el inciso tercero, a continuación de la expresión “Presidente de la República”, agrégase la frase “o gobernador regional”.

11.
 En el inciso primero del artículo 22, entre el vocablo “Diputados” y la expresión “o Alcaldes”, intercálase la frase “, Gobernadores Regionales”.

12.
 En el inciso primero del artículo 23, a continuación de la expresión “la elección primaria al cargo de Diputado”, agrégase la siguiente frase: “, una para la elección primaria al cargo de Gobernador Regional”.

13.
 En el artículo 24, entre las expresiones “de Parlamentario” e “y de Alcalde”, intercálase la siguiente frase: “, de Gobernador Regional”. 

14.
 En el artículo 29 bis: 

a) 
En el inciso primero reemplázase la frase “y finalmente las de diputados,” por la siguiente: “, después las de diputados y finalmente las de gobernadores regionales,”.

b) 
En el inciso segundo, a continuación de la palabra “diputado”, agrégase la frase “, gobernadores regionales”.

15.
 En el inciso primero del artículo 30, entre la voz “Presidenciales” y la expresión “o de Alcalde”, intercálase la frase “, de Gobernadores Regionales”.

16.
 En la oración final del artículo 31, entre la expresión “candidatos al cargo de” y el vocablo “Alcalde”, intercálase la frase “Gobernador regional o de”.

17.
 En el inciso segundo del artículo 32, a continuación de la frase “Para el caso de las elecciones primarias de”, agrégase la siguiente: “Gobernadores Regionales o de”.

18.
 En el artículo 33, entre las expresiones “de Parlamentarios” y “o de Alcaldes”, intercálase la siguiente frase: “, de Gobernadores Regionales”.

19. 
En el artículo 35, a continuación de la expresión “de la ley N° 18.700”, agrégase la frase “, en el artículo 93 de la ley N° 19.175”.

20. 
En el artículo 36, a continuación de la expresión “Presidente de la República”, agrégase la siguiente frase: “, de Gobernador Regional”.

21.
 En el artículo 38:

a)
 En el encabezamiento, entre las expresiones “N° 18.700,” e “y en el artículo 107”, intercálase la siguiente frase: “en el artículo 84 de la ley N° 19.175”.

b)
 En la letra a), a continuación del vocablo “Presidencial”, agrégase la frase siguiente: “, a Gobernador Regional”.

Artículo 3.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral:

1.
 En el inciso primero del artículo 1, a continuación de la expresión “Populares y Escrutinios,” agrégase la siguiente frase: “en la ley N° 19.175, orgánica constitucional de Gobierno y Administración Regional,”.

2.
 En el artículo 4:

a)
 En el inciso primero, a continuación de la coma que sigue al vocablo “diputado”, agrégase la siguiente expresión: “gobernador regional,”.

b) 
En el inciso segundo:

i. Intercálase, entre la palabra “senador” y la expresión “, el límite de gasto no podrá”, lo siguiente: “o gobernador regional”.

ii. Agrégase, a continuación de la expresión “respectiva circunscripción”, la siguiente frase: “o región, según corresponda”. 

3.
 En el artículo 9: 

a)
 En la letra c) del inciso segundo, sustitúyense los vocablos “o senador” por la frase “, senador o gobernador regional”.

b)
 Intercálase el siguiente inciso cuarto, pasando el actual cuarto a ser inciso quinto, y así sucesivamente:

“La situación prevista en el inciso quinto del artículo 111 de la Constitución Política de la República será entendida como otra elección, pudiendo la persona aportar en ella hasta ciento diez unidades de fomento.”.

c) 
En el inciso octavo, que pasa a ser noveno, a continuación de la frase “una elección de senadores,”, agrégase la siguiente: “una elección de gobernadores regionales,”.

4. 
En el artículo 14:

a)
 En el inciso primero:

i. Intercálase, entre las expresiones “diputados,” y “alcaldes,”, la siguiente: “gobernadores regionales,”.

ii.
 Agrégase, a continuación de la expresión “circunscripciones, distritos”, la siguiente: “, regiones”.

b)
 Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando los actuales segundo y tercero a ser incisos tercero y cuarto:


“En el caso de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 111 de la Constitución Política de la República, el derecho a que el Estado pague en su favor será de cinco milésimas de unidad de fomento por sufragio obtenido.”.

5.
 En el inciso primero del artículo 17 reemplázase la expresión “a senador y diputado” por “a senador, diputado o gobernador regional”.

6. 
En el inciso primero del artículo 30 sustitúyese la expresión “o a diputado” por “, a diputado o a gobernador regional”.

7. 
En el inciso primero del artículo 32, entre las expresiones “de diputados” e “y de alcaldes”, intercálase la siguiente: “, de gobernadores regionales”.

8.
 En el inciso primero del artículo 41, a continuación de la palabra “parlamentaria”, agrégase la expresión “, de gobernador regional”.

9. 
En el inciso primero del artículo 48 reemplázase la expresión “y diputado” por “, diputado y gobernador regional”.

10. 
En el inciso primero del artículo 49, entre la voz “parlamentarias” y las palabras “o municipales”, intercálase la siguiente frase: “, de gobernadores regionales”.

11.
 En el artículo 50 intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual segundo a ser inciso final:

“Tratándose de la segunda votación contemplada en el inciso quinto del artículo 111 de la Constitución Política de la República, las disposiciones sobre plazos y procedimientos establecidos en la presente ley se aplicarán, en la forma que corresponda, considerando la fecha de verificación de dicha segunda votación.”.

Artículo 4.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 1 de la ley N° 19.379, que fija plantas de personal de los servicios administrativos de los gobiernos regionales:

1. En el número 1 incorpórase el cargo que se indica a continuación:
	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1


2. En el número 2 incorpórase el cargo que se indica a continuación:
	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1


3. En el número 3 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1


4. En el número 4 incorpórase el cargo que se indica a continuación:
	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1


5. En el número 5 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1


6. En el número 6 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1


7. En el número 7 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1


8. En el número 8 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1


9. En el número 9 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1


10. En el número 10 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1


11. En el número 11 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1


12. En el número 12 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1


13. En el número 13 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A
	1


14. En el número 14 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1


15. En el número 15 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1


Artículo 5.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 60, de 1990, del Ministerio del Interior, que adecua plantas y escalafones del servicio de gobierno interior:

1. 
Reemplázase la expresión “Intendentes” por “Delegados Presidenciales Regionales”.
2. 
Sustitúyese el guarismo “13” por “15”.

3. 
Reemplázase la expresión “Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Provinciales”.
4.
 Sustitúyese el guarismo “50” por “38”.

Artículo 6.- Elimínanse en el artículo 4 de la ley N° 20.174, que crea la XIV Región de Los Ríos y la Provincia de Ranco en su territorio, los cargos que a continuación se indican:
	AUTORIDADES 
DE GOBIERNO

Intendente

Gobernador
	1A

3°
	1

1
	2


Artículo 7.- Elimínanse en el artículo 4 de la ley N° 20.175, que crea la XV Región de Arica y Parinacota y la Provincia del Tamarugal en la Región de Tarapacá, los cargos que a continuación se indican:
	AUTORIDADES 
DE GOBIERNO

Intendente

Gobernador
	1A

3°
	1

1
	2


Artículo 8.- Suprímese el artículo 2 de la ley N° 20.368, que crea la Provincia de Marga Marga y modifica el territorio de las provincias de Valparaíso y Quillota, en la V Región de Valparaíso.

Artículo 9.- Introdúcense las siguientes modificaciones en los textos legales que a continuación se indican:

1. 
En el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de municipalidades:

a) En el artículo 9, sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:

“Corresponderá al delegado presidencial regional de la región respectiva, respecto de los planes nacionales, y al gobernador regional, respecto de los planes regionales, velar por el cumplimiento de lo que dispone el inciso anterior.”.

b) En el artículo 10, reemplázase el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 10.- La coordinación entre las municipalidades y entre éstas y los servicios públicos que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un ministerio, y que actúen en sus respectivos territorios, se efectuará mediante acuerdos directos entre estos organismos. A falta de acuerdo, el delegado presidencial provincial que corresponda dispondrá de las medidas necesarias para la coordinación requerida, a solicitud de cualquiera de los alcaldes interesados. Asimismo, la coordinación entre las municipalidades y entre éstas y los servicios públicos que dependan o se relacionen con el gobierno regional, y que actúen en sus respectivos territorios, se efectuará mediante acuerdos directos entre estos organismos. A falta de acuerdo, el gobernador regional que corresponda dispondrá de las medidas necesarias para la coordinación requerida, a solicitud de cualquiera de los alcaldes interesados.”.

c) 
En el inciso sexto del artículo 16 bis sustitúyese la palabra “intendencia” por la expresión “delegación presidencial regional”.

d)
 En el inciso cuarto del artículo 68 reemplázase el vocablo “gobernador” por la expresión “delegado presidencial provincial”.

e) En la letra a) del inciso primero del artículo 74 sustitúyese la expresión “los intendentes, los gobernadores” por lo siguiente: “los gobernadores regionales, los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales”.

f)
 En el artículo 104 B:

i.
 Sustitúyese en la letra a) del inciso primero la expresión “intendente o, en subsidio, el gobernador”, por la siguiente: “delegado presidencial regional o, en subsidio, el delegado presidencial provincial”.

ii.
 Reemplázase en el inciso octavo la palabra “intendencia” por la expresión “delegación presidencial regional”, las dos veces que aparece.

g)
 En la letra b) del inciso segundo del artículo 104 C sustitúyese el vocablo “intendentes” por la expresión “delegados presidenciales regionales”.

h)
 En el inciso quinto del artículo 104 D reemplázase la voz “intendencia” por la expresión “delegación presidencial regional”.

i)
 El artículo 104 F:

i.
 Sustitúyese en el inciso octavo la palabra “intendencia” por la expresión “delegación presidencial regional”.

ii.
 Reemplázase en el inciso duodécimo el vocablo “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.

j)
 En el inciso primero del artículo 128 sustitúyese la voz “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.

k)
 En el artículo segundo transitorio reemplázanse la palabra “gobernador” por “delegado presidencial provincial”, y el vocablo “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.

2.
 En el inciso tercero del artículo 1 de la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, sustitúyese la expresión “Intendencias, Gobernaciones” por “Delegaciones Presidenciales Regionales, Delegaciones Presidenciales Provinciales”.

3.
 En el inciso tercero del artículo 1 del decreto ley N° 2.460, de 1979, que dicta la ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile, reemplázase la expresión “Intendencias Regionales, Gobernaciones Provinciales” por “Delegaciones Presidenciales Regionales, Delegaciones Presidenciales Provinciales”.

4.
 En la ley N° 19.696, que establece el Código Procesal Penal:

a)
 Reemplázase el epígrafe del párrafo 2° del título IV del libro cuarto por el siguiente: “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales y Gobernadores Regionales”.

b)
 En el artículo 423, sustitúyese la expresión “de un intendente, de un gobernador o de un presidente de consejo regional” por “de un delegado presidencial regional, de un delegado presidencial provincial o de un gobernador regional”.

5.
 En la ley N° 1.552, que aprueba el Código de Procedimiento Civil:

a)
 En el artículo 10 reemplázase la expresión “intendentes de provincia, gobernadores de departamento o secretarios de Intendencia,” por “delegados presidenciales regionales, delegados presidenciales provinciales o gobernadores regionales”.

b) En el número 1 del inciso primero del artículo 361 (350) sustitúyese la expresión “Intendentes Regionales, los Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales”.
c)
 En el número 1 del inciso primero del artículo 389 (379) sustitúyese la expresión “los Intendentes” por “los Delegados Presidenciales Regionales”.

6.
 En la ley N° 7.421, que aprueba el Código Orgánico de Tribunales:

a) 
En el número 2 del artículo 50 reemplázase la expresión “Intendentes y Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales, Gobernadores Regionales”.

b)
 En el artículo 257 sustitúyese la expresión “Intendentes, Gobernadores o Secretarios de Intendencia” por “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales o Gobernadores Regionales”.

c)
 En el inciso cuarto del artículo 471 reemplázase la expresión “intendente o gobernador” por “delegado presidencial regional o delegado presidencial provincial”.

7. 
En la ley N° 20.880, sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses:

a)
 En el número 1 del artículo 4 reemplázase la expresión “los intendentes, los gobernadores” por “los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los gobernadores regionales”.

b)
 En el número 2 del inciso primero del artículo 45 sustitúyese la expresión “los intendentes”, la primera vez que aparece, por “los delegados presidenciales regionales, los gobernadores regionales”.

8.
 En el artículo 3 de la ley N° 20.730, que regula el lobby y las gestiones que representen intereses particulares ante las autoridades y funcionarios, reemplázase la expresión “los intendentes y gobernadores” por “los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los gobernadores regionales”.

9. 
En la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:

a)
 En el inciso primero del artículo 40 reemplázase la expresión “Intendentes, Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales, Gobernadores Regionales”.

b)
 En el inciso sexto del artículo 52 sustitúyese la expresión “Gobernador Provincial” por “delegado presidencial provincial”.

c) En el inciso segundo del artículo 160 
reemplázase la expresión “Intendentes, Consejeros Regionales, Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales, Gobernadores Regionales, Consejeros Regionales”.

10.
 En el inciso primero del artículo 63 de la ley N° 18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, reemplázase la expresión “de Intendente, de Gobernador” por “de Gobernador Regional, de Delegado Presidencial Regional, de Delegado Presidencial Provincial”.

11. 
En el inciso tercero del artículo 56 de la ley N° 18.603, orgánica constitucional de Partidos Políticos, sustitúyese la expresión “Intendente Regional” por “Delegado Presidencial Regional”.

Disposiciones transitorias
Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia una vez promulgada la ley que establezca un nuevo procedimiento de transferencia de competencias a que se refiere el artículo 114 de la Constitución Política de la República. La primera elección por sufragio universal en votación directa de los gobernadores regionales se verificará en conformidad con lo dispuesto en la ley N° 19.175.
Las disposiciones contenidas en los numerales 24, 25, 33, 37, 39 y 43 del artículo primero de esta ley entrarán en vigencia una vez que asuman los primeros gobernadores electos. Mientras no asuman los gobernadores regionales electos, ejercerán sus funciones y atribuciones los delegados presidenciales regionales, con la excepción de las funciones del Presidente del Consejo Regional. Asimismo, mientras no asuman dichas autoridades, las disposiciones que establece la ley referidas a los delegados presidenciales regionales y a los delegados presidenciales provinciales serán aplicables a los intendentes y gobernadores, respectivamente.
Una vez que asuman los gobernadores regionales electos, los presidentes de los consejos regionales cesarán de pleno derecho en sus funciones, las que serán asumidas por el respectivo gobernador regional.
Artículo segundo.- Para efectos de la aplicación en la primera elección de gobernadores regionales de lo señalado en el artículo 14 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, se considerará como última elección de igual naturaleza a aquella que corresponda a la última elección de senadores. Se aplicará, asimismo, para efectos de lo dispuesto en el artículo 4 de dicha ley, los límites de gasto electoral permitidos para un senador.

Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo al presupuesto de las Partidas Ministerio del Interior y Seguridad Pública, Servicio Electoral y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que disponga la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público.”.
***
Hago presente a V.E. que los números 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 30, 31, 42, 43, 44, 46, 47, 48, 49, 50, 51 y 52 del artículo 1; el artículo 2; el artículo 3; la letra e) del número 1 del artículo 9; los números 6, 7, 9, 10 y 11 del artículo 9 y el artículo segundo transitorio del proyecto de ley fueron aprobados en general con el voto favorable de 100 diputados de un total de 117 en ejercicio. 
En particular, en tanto, la votación se produjo de la siguiente manera, en todos los casos de un total de 117 diputados en ejercicio:
- Los números 18; 19, con la salvedad del artículo 23 ter que este numeral incorpora en la ley N° 19.175; 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 30, 31, 42, 43, 44, 46, 47, 48, 49, 50, 51 y 52 del artículo 1; el artículo 2; el artículo 3; la letra e) del número 1 del artículo 9 y los números 6, 7, 9, 10 y 11 del artículo 9, por 100 votos favorables.
- El artículo 23 ter incorporado en la ley N° 19.175 por el número 19 del artículo 1, por 108 votos afirmativos.
- El artículo primero transitorio, por 93 votos a favor.

- El artículo segundo transitorio, por 85 votos favorables.
De esta manera se ha dado cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE ACUERDO PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑORES MOREIRA Y LARRAÍN, SEÑORAS VAN RYSSELBERGHE Y VON BAER, SEÑORES COLOMA, PÉREZ VARELA Y GARCÍA-HUIDOBRO, SEÑORA LILY PÉREZ Y SEÑORES ALLAMAND, ARAYA, CHAHUÁN, ESPINA, GARCÍA, HARBOE, HORVATH, LAGOS, MATTA, PIZARRO, PROKURICA, PATRICIO WALKER Y ZALDÍVAR, POR MEDIO DEL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE, SI LO TIENE A BIEN, REALICE LOS ESFUERZOS DIPLOMÁTICOS Y ADMINISTRATIVOS NECESARIOS PARA OBTENER LA EXTRADICIÓN DEL SEÑOR RAÚL ESCOBAR POBLETE POR SU RESPONSABILIDAD EN EL HOMICIDIO DEL EX SENADOR DON JAIME GUZMÁN ERRÁZURIZ

(S 1.938-12)
CONSIDERANDO: 

1. Que, el 11 de marzo de 1990 se inicia en Chile un período caracterizado por una democracia estable y consolidada que en las siguientes décadas ha sido profundizada gracias al esfuerzo y convicción de todos los chilenos; 

2. Que dicho proceso de la transición a la democracia participó lealmente el Senador Jaime Guzmán Errázuriz. 

3. Que el asesinato del Senador Jaime Guzmán violentó profundamente la conciencia social, política y moral de los chilenos, y no se ha contado con la colaboración de otros países en los que se han refugiado algunos autores, impidiendo con ellos ser sancionados como corresponde de acuerdo a la Ley. 

4. Que, transcurridos 26 años de este crimen, los responsables del magnicidio no han cumplido las condenas impuestas por la justicia nacional, contando incluso, con la connivencia de gobiernos extranjeros, lo que representa un agravio para Chile, un país democrático y que respeta y promueve el Estado de Derecho. 

5. Que habiendo sido detenido en México el ex integrante del Frente Patriótico Manuel Rodríguez (FPMR) Raúl Escobar Poblete, sindicado por la justicia como uno de los dos autores materiales del asesinato del senador Jaime Guzmán, ocurrido en 1991, urge agotar todas las gestiones diplomáticas posibles para que el sujeto sea traído a Chile y responda ante la justicia de nuestro país;

6. Que las gestiones relativas a la extradición de los responsables de este crimen no se agotan con la puesta a disposición de nuestros tribunales de Escobar Poblete, sino que también atañen a Sergio Galvarino Apablaza, refugiado en Argentina, y la ciudadana francesa Marie Emmanuelle Verhoeven, detenida en India, donde enfrentan sendos procesos de extradición que solicitados por nuestro país; 

7. Que, por todo lo anterior asiste a este Honorable Senado la convicción de que estas gestiones deben contar con el patrocinio de la Corporación, en cuanto el esclarecimiento total de este crimen y el castigo de los culpables constituye un interés general del país;

EL HONORABLE SENADO ACUERDA:

Solicitar a S.E. la Presidenta de la República, que en conjunto con el Ministerio de Relaciones Exteriores, realice todos los esfuerzos diplomáticos y administrativos necesarios para lograr la más pronta extradición de Manuel Rodríguez Raúl Escobar Poblete, por su partición punible en el crimen del Senador de la República Jaime Guzmán Errazuriz acontecido en 1991.

(Fdo.): Iván Moreira Barros, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Jacqueline van Rysselberghe Herrera, Senadora.- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Andrés Allamand Zavala, Senador.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Manuel Antonio Matta Aragay, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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